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INTRODUCCION 

Ln visión del jurista es universal, tiene a su alcance el cosmos de infinidad -

de leyes, circunstancias fácticas, criterios, costumbres 'que constituyen el campo -

de su quehacer diario 1 la mies de donde se segarán los frutos del conocimiento. 

Elegir un tema envuelve a esta visi6n 1 puesto que es imposible estudiar un -­

problema conceptualizándolo como isla alejada de un sistema. Este es el caso del 

Tftulo Tercero de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, -

ya que lo tenemos que ver en ~u contexto global, esto es, a la luz. de la Teorfo. -­

General del Estado 1 del Derecho Constitucional, Derecho Administrativo, de la T~ 

rfa General del Proceso, del Derecho Civil, del Derecho Penal, de la Historia del -

Derecho y de la Filosofía Juríc'ica, por ende el capitulado para su análisis tiene -­

que contemplar a estas Ramas para resolver la hipótesis de trabajo que, es deter-­

minar si este dtulo tiene una aplicación real, concreta y eficiente para normar la 

conducta del servicio público y la actividad de los sujetos que tienen encomendado 

su cumplimiento. 

Desde esta perspectiva, el Capítulo Primero viene a ser el cimiento de todo -

el planteamiento teórico en base a una metodología inductiva. Para poder enten-­

der la realidad actual, se necesita tener como base, la delimitación de los concep­

tos más elementales, tal como lo er. el del servidor público, elemento subjetivo de 

la actividad estatal¡ asimismo hacer una distinción entre las diversas clases de !.er­

vidores que existen y las consecuencias que entraña esta diferencia. Por último, -

ya delimitada la función, elementos y teleología, entrar de lleno 11 lo que es el C,! 

tálogo de normas de conducta que deben seguir los servidores públicos, consignad.i:!. 

en el artículo 47 de la Ley de la materia. 
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El Segundo Capítulo busca ser el reflejo de una aspimci6n de todo estudioso 

del derncho, que es la de rescatar, dcscubtir y/o recordar los elementos, institUCÍ,!;! 

ncs y figuras jurídicas que han sido la fuente en donde se han abrevado los orden!!. 

mientas actuales. Se seleccionaron las etapas Ptecolonial, Colonial y Postcolonial, 

comprendiéndo ésta al México contcmpouinco, pam que dentro del deber pnt tío, se 

estudien los orígenes que justitiquen o aclaren el desenvolvimiento que tiene la ley 

que va a ser sometida a estudio. 

El Capítulo Terceto, es el aspecto toral y est[mulo principal a mi inquietud -

para la reaHz.oción del presente ttq.bajo, puesto que en él se va o. determinar, bajo 

una evaluación crítica con[orme a los Principios Generales de Derecho y a ln doc­

trina dominnme, si se han seguido las fmmalidadcs esenciales del procedimiento y 

consiguiente respaldo a las garnntfns constitucionales de legalidad y seguridad jurí­

dica que previenen los artículos 14 y 16 de nuestra Cana Magna, e!.ta~leciéndose -

de esta forma si es justo y equitativo el procedimiento administrativo discip1imuio. 

El corolario de esta tésis, va a estar detc1minado por la justip1eciaci6n de -

las 1esoluciones que emanan de hlS Contrnlorías Internas y de la Sec1ctatía de la -

Contraloría General de la Federación, p1obándose o desv:nuándosc la fundamenta-­

ción y motivación de las mismns. 

Este estudio no ptctcndc llegar a convenitse en un manual de ctfticas insa-­

nas, sino buscar, dctecttT los problemas y dar las directrices que nos lleven a las 

soluciones, con el sólo objetivo de que el servidor público responsa ni ideal máximo 

de ser un hombte digno y honrado. 



CAPITULO 

l!L SERVIDOR PUBLICO Y SUS OBLIGACIONl!S. 

A.- DEFINICION DE SERVIDOR PUBLICO. 

El Estado en general, presenta como elementos fundamentales: un pueblo, un 

territorio y un gobierno, envuchos estos en la sobcran!a con relación a otros Esta­

dos. Este concepto, aceptado por la mayoría de los tratadistas, no nos permite -­

vislumbrar lo que sería un servidor público. 

Otros autores consideran que el Estado se encuentra integrado por un pueblo, 

un territorio y un poder, entre estos Hans Kelsen nos dice: 11EI poder del Estado -

suele mencionarse como el tercero de los llamados 1elementos 1 de éste. El Esta­

do es concebido como un agregado de individuos, es decir, como un pueblo que vi­

ve dentro de una parte limitada de Ja superficie de la tierra, y se encuentra suje-
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to a un determinado poder: un Estado, un tcnitorio, una población y un poder. --

AfTrmasc que la Sobcrnaía es In carnctcrísticn que define a ese poder. Aún cuan­

do la unidad del poder cstr.mase rnn esencial como la del territorio y la del pueblo, 

se admite, sin embargo, que es posible hablar de tres diferentes poderes del Esta­

do: Legislativo, Ejecutivo y judicial". (1) 

En la doctrina nacional, a través de uno de sus más eminentes representantes, 

ve 11' Estado como "Una comunidad política o autoridad, formado por un poder so­

berano organiz.ado sobre un territorio determinado". (2) 

Oc estos dos conceptos de Estado, considcrnmos que el segundo, en un semi-

do técnico, es más apegado a la realidad, por lo que en el transcurso de este trn-

bajo iremos clesglosando las implicaciones que tiene el poder, máxime cua..ndo las -

responsabilidades administrativas se m11nHicstan como una autoconección de los a~ 

tos del poder mismo, por cuanto a las personas Hsicas que participan en la ejccu-

ción de los fines estatales. Por cuestión semántica utilizaremos indistintamente --

las acepciones de gobierno y poder, en el entendido que existe una clam di!ercn--

cia entre ambos. 

Pura obtcnct In definición de setvidor público, tenemos que diseccionar esta -

idea y encontramos que la es!crn de acción de servidor público es, ineludiblemente, 

dentro del ámbito gubcmamcntal, el cual tiene ues pode1cs o funciones denomina-

(1) 

(2) 

Kelscn, Hans. Teotía Genetal del Derecho y del fütado. Traducción: Eduar 
do García Mnynes. Editorial Universidad Nacional Autómona de México, --= 
Textos Universitarios, 2a.. Ed., México, 1983.- Pág. 302. 
Serra Rojas, Andrés. Derecho Adminisuativo. Editorial Portúa1 S. A., lOa. 
Ed., Méxic~, 1981. 'forno 1.- Pág. 69. 
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dos Poder Legislativo, en cuanto que puede gcnernr leyes que normen un órdcn ju­

rídico¡ judicial, que dé soluci6n, interprete y traiga a un campo concreta llll man­

dato abstracto legal, esto es, la aplicación de la ley a un caso espcdfico¡ y el -­

Ejecutivo, encargado de la Administrnción Pública de todo gobierno. 

Desde esta pctspcctiva, nuestra Constitución Política, en el artículo 108, pti-­

uafo primc10 1 claramente expresa: 

Parn los efec1os de las responsabilidades a que alude este Tí­

tulo se reputarán como serYidotes públicos -al tespccto considcr! 

mas que es un concepto global que abarca al espftitu del concep­

to- a los teprcsentantes de elección popular, a los miembros de 

Jos Poderes judicial FcdernJ y Judicial del Distrito Fedctal, a los. 

funcionntios y empleados -a los que más adelante nos re(erirc-­

mos en cspecí{ico- y, en general a toda persona que desempeñe 

un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Admi­

nistración Pública Federal o en el Distrito Federal, quienes serán 

responsables por los actos u omisiones en que incurran en el des­

empeño de sus respectivas {unciones. •• " 

Como observamos, servidor pliblico en este ptccepto, e~ toda persona que de_! 

empeñe a}gún catgo de elecci6n popular, sea depositario de algún nombramiento j~ 

dicial federal, o desempeñe algún empleo, cargo o comisión de la /\dminis!taci6n -
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Pública Federal ya que abarca todo e\ aspecto gubcmnmcntnl en sus diferentes es­

feras de competencia. 

Este criterio hipotético que denominaremos tésis de trabajo surgido de \a in­

terpretación que hicimos del precepto constitucional, tiene diferentes vertientes, a 

saber: 

1.- La Constitucional. 

En un concepto globnl de la Constitución Polhica de los Estados Unidos Me~ 

canos, hnbla de una csfero Federal y de otra Local, existiendo en consecuencia, -­

scrvidotes públicos federales y servidores públicos locales. 

Los servidmcs públicos locales se encuentran dc1imitados en los párrafos ter­

cero y cuarto del preccptc constitucional aludida, mismos que indican: 

Los gobernadores de los Enados, los rliputndos a las legisla-

turas locales y los magistrados de los Tdbunales Supedores de -

Justicia locales, serán responsi..blcs par violncioncs a esta Consti­

tución y n las leyes fc<lernles, así como por el manejo indebido 

de fondos y recursos federales. 

Lns Constituciones de los Estados de la República precisa­

rán, en los t~rminos del primer párrn fo de este artículo y para 



los efectos de sus response.bilidades, el carácter de !.ervidores 11.Q 

blicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en Jos -

Estados y en los M unicipios. 11 

Del análisis de estos párrafos desprendemos Jo siguiente: 

L Se hace una distinción enue servidores públicos de alto ranJii:O, como 

son gobernadores, diputados locales y magistrados de los Tribunales -

Superiores de Justicia Locales, a los cuales ubicamos como responsa­

bks por violacicnes a la Constitución y a las Leyes F'ederales, y a -

todos nquellos que la Constitución propia de cada Estado delimite en 

su ámbito, esto es, que a los servidores públicos de alto rango se les 

nbsorve al ámbito íederal (pese a ser de la esfera local)¡ y la Cana 

Magna delega a las Constituciones de los Estados la demarcación de 

los otros sujetas que han de ser considerados como servidores públi--

ces. 

2. En sentido estricto la Ley Fundamental que es de tipo eminentemen­

te federal, invade la esfera del ámbito l1>cal, y hace una separación, 

en nuestro criterio exagerada, de empleado de alto rango. De 11cue! 

do con su interpretación tendrán que responder los gobernadores, diri~ 

tados locales y magistrados no ante el propio Estado que los eligió o 

designó (que serfo lo justo), sino anee una entidad superi01 que está. 

conformada por Ja Federación. 



- 8 -

En el análisis concreto de lo que es el servióor público federal, ni cual nos -

contraeremos exclusivamente, llnma In atención que excluye la Constitución de re_:: 

ronsabilidad administrativa al Presidente de la República, prnblema teórico que ha­

bremos de tratar ampliamente en el apartado [l de este capítulo. El sentido íed! 

ral que dan los párrafos primero y tercero del nnkulo 106 mencionado, nos lleva 

a graves problemns jurídicos, como serían los siguientes: 

l. El Servidor Público Federal en un sentido ~cnérico, no define jerar--

quías. Esto es, la Constitución no hace rela.cioncs csrcdficns entre 

altos o inferiores, ya que utiliz.n el género servidor p(1blico pam dar 

definición n todas las esferas de competencia y niveles ndministrnti--

vos de que se conforma el Gobierno. 

2. El Servidor Público 1 como tal, siem¡JJe es una persona Hsic¡¡ )' r.unca 

se presenta pluriµersonalmcnte¡ la personalidad juríciica colectiva no·-

r:uede ser objeto de los dos párrafos señaludos. La rnz6n doctrinal -

es que los servidores públicos siempre serán los titulares de todo tipo 

de órganos, aunque tal como Jo indica el maestro Gal>ino F'rngn, el -

titular del Orgnno representa una persona concreta GUe ¡::ucdc ir va--

dando, sin GUe se afecte In continuióad de éste, y que tiene, además 

de la voluntad GUe ejerce dentro de la esíern de compctcncin del ór-

gano, una voluntad dirigida a la satisíncción de sus intereses pcrson~ 

les, mientras que el órgano representa unn unidad abstracrn. (3) 

(3) Cfr. Fraga, Gabino. Derecho Administrativo, Editorial Porrúa, S. A., 26a. -
Edición. México, 1987.- Pág. 128. 
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A este criterio doctrinal, el único comentario que haremos es el error (en --

nuestro concepto) de ver ni servidor público óisperso y ambivalente con el Gobicno, 

puesto que también lo conceptunlizamos como una unidad en cuanto a su ámbito -

competencinl, ya. que prncccic de In norma jurídica, independientemente del órgano 

en el cual se vaya a ubicar. 

Este mismo autor, hace un interesante análisis de la diferencia que existe en 

tre funcionarios y empicados, denominando a los primeros como aquellos que tic--

nen un encargo especial, transmitidos en principio por la ley, c¡ue crea una rela--­

ci6n externa que ón ni titular un carácter representativo, mientras que n los segu_!! 

eles r.ólo supone una vinculación interna GUC hace que su titular sólo concurra a la 

formación de In función pública. (4) 

Sobre este mismo particular, uno de los colaboradores del lr.stitulo C:e lnves~ 

gaciones jurídicas de nuestra Universidad, manifiesta c;uc los funcionarios públicos 

en México, son servidores del Estado, designados por disposición de la Ley para -­

ocupar grados superiores de la. estructura orgánica del propio Estado, además de -

asumir funciones de representatividad 1 iniciativa, decisión y mando. Este concepto 

es funda.mental en un criterio orgánico de jerarquía y de potestad público, que da 

orígen al carácter de autoridad GUC reviste a los funcionarios públicos, para distin-

guirlos de Jos demás empleados y personas que prestan sus servicios ni Estado, ba-

(4) lbib.- Pág. 130. El concepto de función pública del tratadista en cita, in­
dica que es 11 ••• sc refiere n la forma de In actividad del Estado. Las íun 
cioncs constituyen Ja forma de ejercicio ~e las atribuciones. Las funcio:'­
nes no se diversifican entre sí, por el hecho de que cada una de ellas ten 
ga contenióo diferente, pues todas ¡ ucr:en servir para realizar una misma­
ntribuci6n .•• ".- Pág. 26. 
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jo citcunstancins opuestas, es decir, ejecutan órdenes de In superioridad y no tie--

nen represcntatividnd del órgano ni c;uc están ndscrilcs. (5) 

Como observamos, In dHercnci<> e~ muy sutíl y reafirmamos el criterio de --

que servidor público es el g6ncro, siendo 1n subdivisión de empleados y funcionarios, 

mcrn abstracción teórica. 

11. La Teórica. 

Al sc1vidor público la doctrina lo ha dcnominnóo en infinidud c..ie formas. 

Duguit utilizando la expresión 11ngcntc público", nos dice c;ue es tod(l persona 

que fiarticir,n de una manera permanente, temporánea o accidental en 1~ esfera o 

&cti'v'idad pública, sin tener el cn1áctcr de gobernante directo o representante. --

Los divide en r.gcnte funcionario, que pnrtidpn de una manera permanente y nor--

mal, y c1 n(!cnte emplcndo, GUC lo hace momcnt6ncomcnte o de modo nccidcntnl. 

(6) 

Esta definición es óemasindo ambigua, puesto C1UC basa Ir. f."scncin del servi--

cío público en una A.ctividad gubcrn11menrnl 1 y resulta contrndictofin ya c,ue cxc:lu­

yc al gobernante directo o reptesentnnte¡ por lo que respecto. n In clnsificnción --

que menciona, la basa en un ámbito meramente temporal, lo cual en In pró.xis no 

es vctdacicrci. 

(5) 

(6) 

Ch. Instituto de lnvcsti¡;aciones Jmfdicas. Diccionario juríclico Mexicano, -
Editorial Pouúa, S. /\., la. reimptesi6n. M~xico 1965. Tomo IV, Voz. Ser'!!. 
cior Público. Págs. 259-269. 
A¡:ud. Cfr. Acosui Romero, Miguel. Temía General de Derecho Administra 
tivo, Ell. Porrúa, S.A., 3n. Edición. México 1979.- Pág. 566. -
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Comparando este concepto con nuestra Constitución, observamos que el servi-

dar público tema su esencia de una posición con respecto ni ente &ubernamcntal, -

de manera directa o indirecta, independientemente de la temporalidad de su cargo. 

Siguiendo al Maestro Andrt5s Serra Rojas, los servidores públicos son aquellas 

personas ffsicas que asumen la calidad de funcionarios o empleados públicos, -

que aportan su calidad intelectual o rrsicn para nrcndcr los propósitos estatales, 

mediante determinadas prestaciones". (7) 

Considerar al servidor público únicamente como funcionario o empleado, c;uc 

es común de los tratadistas mencionados, aleja de la realidad y dispersa lo c;ue es 

ur.i<lo, surge y se genera (X>f la preexistencia de un órgano creado r.or la ley, en -

consecuencia 1 se le ha de observar como titulnt o integrante de una estn,ictum es-

pecrficn del Gobierno, por consiguiente tnl carácter tiene su génesis en la Ley, -­

puesto que es ésta la que delimita sus (unciones y lo distingue del grueso de In ~ 

blaci6n, fundándose así las jerarquías existentes en relación con los pnrticulntes y 

entre los sctvidores mismos¡ si es única la función pública, también debería existir 

homogeneidnd en el concepto de seividor público. 

Pnm Hariu, funcionarios 11 ••• son todos los que en virtud cic un nombrnmiento 

de la autoridad pública, bajo el nombre de funcionarios, empleados, agentes o sub­

ngentes, pertenecen a los cuadros permanentes de la Administración Públicau. (8) 

(7) Ob. Cit. Scrra Rojas, Andrés. Derecho Administrativo.- Pág. 373. 
(8) Apud. Ob. Cit. Acosta Romero, Miguel. Teoría General del Derncho Admi­

nistrntivo.- Pág. 568. 
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Esta definición es más genérica GUC las nnlcriores, aunque confunde Jo que pode--

mes entender entre un servidor y unn autoridad, aciemás la característica de nom-

bramicnto le imprime un elemento fundamental en todo servidor público, pero ami-

te indicar que 6stc tiene su fuente en el ordenamiento jurídico mismo. Por úhimo, 

la administración pública es lUl todo, al GUC no podemos seccionar en "cuadros pe! 

mancntcs", ya que entraríamos a un problema, el de la disolución de In administr!!_ 

ci6n¡ como algo homogéneo, su actuar será congruente con su existencia o fin, y -

si la fraccionamos, tendremos que la actividad ejecutora es dispersa, y se disgreg!! 

ría un esfuerzo estatal, por esta rni6n el concepto de serviciar público tenemos que 

remarcarlo, tiene C?UC ser universal, sin abstrnccioncs teóricas que <iHicultcn su in-

terprctaci6n, para encontrar su esencia. 

El maestro Rafael de Pina, toma literalmente el concepto de serviciQr público 

t;ue se cncucnua señalado en el artículo 108 de nuestra Cartn Mngna. (9) 

Otro im1.ortante autor de la doctrina mexicana conceptúa ni Scf\•idor público, 

como aquellos titulares de órganos del Estado o sujetos, que en un momento dado, 

lo personifican y rcaliron las funciones enmarcadas dcm ro del cuadro de su comp~ 

tencin. (JO) Este último concepto agrega un elemento fundamental y sobre el --

cual ya puntualizamos en nuestro comentario anterior, esto es-, todo servidor públi-

co tiene como cr..racterísticn esencial el poseer un ámbito de compe[Cncin que In 

(9) Cfr. De Pina, Rafael. Diccionario de Derecho. Editorial Porrúa, S. A., 14a. 
Edición. Mfaico, 1986. Voz Servidor Público.- Pág. 439. 

(10) Cfr. Durgoa, Ignacio. Diccionario de Derecho Constitucional, Garantías y -
Amparo. Edit. Porrúa, S.A. México, 1984. Voz Servidor Público.- Pág. 388. 
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Ley Je otorga, siendo éste el que lo sitúa como rcprcsemnnte 1 pcrsonificador o in­

tegrador de una A rea o Función pro¡::ia del Gobierno, c,.isticndo el problema o CO,!! 

fusión con lo que sería el concepto de autoridadt que ane.liz.nremos en el punto B 

de este capítulo. Ln única crítica que so. le podría hacer, es la de desligar el co!!: 

ccpto eminentemente teórico con lo q;e es la puktica de una realidad po1hica1 ya 

que el ~ervidor no constituye una entidad apolftícn, esto es, separada de las fuer--

zas de poder 1 puesto que entrn.ríamos en el absurdo de ver a un ser autorltnrio y -

anárquico, cuando debe tener su actividad de mnncro. pública y conct>ntradn en la 

rcaliz:ación de Jos fines de W1 Estado. 

Según Snyngues Lazo, " ••• las personas jutídicas públicas nctl1i:.n mediante vo-

luntndcs humanas que se ponen a su servicio, el elemento humano es el nervio mo-

tor ele dichos entes.. Las distintas personBs públicns estatales utilizan pata el CUf!!. 

plimiento de sus fines, un númeto elevadísimo de pcssonas físicas. C.sc conjunto -

de personas al servicio de las entidades estat11lcs1 constituye et funcionario público 

y su nctividnd se regula pot normas y principio especiales". (11) 

Desde luego, no estamos de acuerdo con este clitcrio1 puesto que una pcrso-

nn jurídica no tiene voluntBd para requctir o necesitar de personas ffsicns, debido 

o C")Ue son ésias las que dan orígcn a una abstracción, y desde este punto de vista, 

el servidor público es el etemcnto volitivo que dn forma y matít. a la funci6n pú-.. 

hlic4t todo esto generado en un consenso (en los países democráticos) de una soci,!! 

(ll) Apud. E.nciclopcdia JurTdica Omeba. Editorial Oriski11 1 S. A. Buenos Aires, 
f\1gentina, 1980. Tomo nu, Voz Funciona.tio Público.- Págs. 1046-1047. 
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dad organiz.adn pnrn subsistir, llamndo n dicho convenio. Ley. 

Annliz.ndos todos estos horizontes del tema untado, podemos llegar a In con-

clusi6n de que el servidor público, es la persona rrsicn, demarcadas por un ámbito 

de competencia r,uc un ordenamiento jurídico le concede, facultándolo y obligámlo-

lo a cumplir los fines de una colectividad sustentándose su quehacer en el cansen-

so social. 

B.- DIFERENCIA ENTRE AUTORIDAD PUBLICA V SEl~VIDOR PUBLICO. 

Annli1.ado el concepto de servidor público en su sentido general, e.s uc suma 

trascendencia analizar el de autoridad pública y deslindar de cstn forma In esencia 

de lo que es el poder actuante, puntal teórico del Estado como sanciona~or de sus 

empleados infractores. 

Autoric.iad es un concepto dcmll..!!iado extenso en su intcrprct¡1ción, y para nu-

tores como Ignacio Uurgoa, lo ven desde el punto de vista de la Le)' de Amparo, -

como "el órgano estntal de facto¡ de jure investido con facultades o poderes de d!:, 

cisión o ejecución, cuyo ejercicio eren, modirica o extingue situaciones generales o 

concretns, de hecho o jurídicas, con trascendencia particular determinada, de una 

manera imperativa". {12) 

Este concepto resultn, parn nuestro objetivo, un tanto ambiguo y presenta --

(12) Burgon, Ignacio. El juicio de Amparo. Editorial Porrúa, S.A., lOa. Edición. 
México, 1981.- Pág. 338. 
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una problcmáticn bastante compleja, puesto que conceptúa de una manera exagera-

d11 a Ja persona moml como cmisoro. del acto, cosa que es totalmente contraria a 

Ja realidad, ya que el órgano estatal es la expresión absuactn señalada en la Ley, 

como centro imputativo de di ... ersns atribuciones y derechos, pero el activn.dor, y -

en sentido csuic:to ejecutor del poder, siempre setá una persona ffsicn, siendo to.'!! 

bién ésta quien ejercita ta decisión y/o ejecución que crea, modifica o extingue ~ 

tuacioncs gcncrnles concretas, de manera ímperativn, No consideramos, por lo tB,!! 

to, que hn}'B. una dupticicla.d de: conceptos entre autoridad, interpretada como órga­

no~ y autoridad personal, represento.da por la persona frsicn 1 ya que como hipó.tesis 

de trabajo, señalnremos que 'ª persona rrsica, dotada de atribuciones para estar al 

frente en un dctermin11<lo 6rgano, con capacidad conctiva sobre la rcblnd6n o sus 

inferiores, será autoridad, especificando de esta manera el concepto gcnl:ríco de -

servidor r.úblico. 

En otra de sus obras, este mismo autor concibe n Ja o.utoridnd como el 11 
... ~ 

der con que éste (Estado) ena im1estido, superior a 1cdos los que en él c1Cistnn o 

puedan <!xisrir, y que se despliega imperativamente, en tal forma, que a nada ni a 

nadie le es dable desobedecerlo~ en una palabrn es el poder de imperio, emanado -

de la sobcrnnfa, cuyo titular renl es d pueblo ••• también.. •• se entiende como el 6_! 

gano del Estado, integrante de su Gobierno, que desempeña uno. función cspedíica 

tendiente a rea.Hz.ar las atribuciones estatales en su nombre ••• se traduce en un 6r-

gano del Estado, conslituido por una persona o funcionario o por una enlidad mo-­

ral o cuerpo colegiado, que despliega cienos actos en ejercicio del poder de impe-

rio ••• 11
• (13) 

{13) Qb. Cit. Burgoa, Irnncio. Diccionatio de Derecho Constitucionnlf Garantías 
y Am:-r.ro. Voz Autoridad.- Págs. 62-64. 
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Al p,1cercccr, nquf hay una contra.dicción fundar,1ental. Se le esrá' dando el .. 

canicter de autoridad n un poder coactivo del Estado, lo que equlvalc a comparar 

la forma con el foncio, puesto f¡ue el poder ejercido como tnl por el ente público, 

no es autoridad sino rotestad sobre los gobernados. 

Por otro lado, sí reconoce el concepto de autoridad como representación ffsi-

ca, y no como meru. absuncción orgánica, puesto que el órgano no actúa nunca --

por sf mismo, ya que es In Ley GUicn impone a un sujcro hum1mo el cumplimiento 

de deberes y el ejercido de derechos, parn estabilidad del orden jutfdico. 

En fa Enciclopedia jurídica Omeba, encontramos otra definición mucho más -

nmplia, la cual en una descripción simé,ica nos dice que nutoridnd es la potestad 

~uc inviste una pen>onn o corporncíón pnra dictnr leyes, aplicadas o cjcc,utarJns, o 

¡}ara imr..oncrse a los demás por su capacidad o influencia. Es la facultad y el d! 

recho de conducir y de hacerse obedecer dentro de cienos límites preestablecidos. 

La autmidnd es una investidura temporal flUC viene de la Ley o del suhagio. 

Para realizar su función o misión, la autoridad necesita del (:<>der, pero a 'r'cccs, se 

basta a sí misma. En cambio, el ejercido del poder sin autoridad es violencia, --

ciictr.dura. o tiranía. (14) 

Comentando este criterio, diremos que el elemento pcrsono.1 1 es muy difcrcn-

(14) Cfr. Ob. Cit. Enciclopedia JurTdica Omeba. Tomo l~ Voz. Autoridad.- Págs. 
979-981. 
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te de la rotestad con 1a que la Ley lo puede invcsth, esto es, el sujeto interviene 

en su carácter de autoridad cuando el ordenamiento le brinda el poder para cum--

pHr un determinado presupuesto, pero para nosotros, la esencia. radica en la perso­

na misma, ya c1ue la mar.ikstaci6n externa de una norma no puede constituirse en 

autoridad sobre un conglomerado. 

Pensamos en consecuencin 1 que el vfnculo motor y definidor de autoridad es -

el sujeto que se cncucntm investido de pocicr por In Ley, es la manifcstnci6n tan-

gible de la supremacía social, para que por un integrante de la misma se11 cstabl.!:. 

cida la paz social. 

(15) 

(16) 

jurisprudcncinlmcntc, el término de autoridad es concebido como: 

"AUTORIDADES.- Las autoridades sólo pueden hacer lo c¡uc la 

Ley les permite". (1 S) 

"AUTORIDADES.- No tienen más facultades ~ue lns f:!Ue las 1cyes 

les otorgan, pues si nsf no fuera scrfa fácil suponer implícitas to-

das les necesidades para ejecutar actos GUe tendrían c;ue ser nrbi-

trnrios, por carecer de fundamento lcgal1'. (16) 

"AUTORIDADES, FACULTADES DE LAS.- Nuestto sistema de fa-

Semanario Judicial de In Fedetación. Tomo Xll. Pág. 928¡ en relación con 
Tomos XIII, págs. 44 y 514; XIX, pág. 555 l' XV, pág. 249. 
lbib. Torno XIII.- Pág. 514. 
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cultndcs limitadas y expresas, ordena n las autoridades actunr de!! 

tro de la órbita de sus atribuciones, de manera que aunque no ha-

ya precepto que prohiba n Ülgunn autoridad hacer determinada co-

sn, no puede llevarla 11 cabo, si no existe disposición legal que la 

faculte". ( 17) 

Estas definiciones nos refucrznn el criterio cic que Ja autoridad es un ciernen-

to eminentemente personal, mientras que la potesrnd con que se les im'istc es ge-

ncrnda, inuludiblcmcntc, por un ordenamiento jurídico, de otra Con.lll cr.trarfo.mos a 

la nernci6n del poder que es la arbitrariedad, esta es la fuerza r.or la fucri.a mis-

mn. 

Lamentablemente, la doctrina nacional no ha comprendido este cor,ccpto¡ au-

cores como Rafael de Pina, (16) Marco Antonio Dfaz de León, (19) Miguel Acos-

ta Romero (20) y Gabino Fraga, (21) consideran los diferentes sentidos que pre-

sumiblcmentc encierra el concepto de autoridad, prm·ocando con esto una confusi6n 

conceptual y semántica que no nos permite vislumbrar la verdadera esencia del 61!! 

ce. 

(17) lbib. Tomo CVI.- Pág. 2074. 
(18) Cír. Ob. Cit. üe Pina, Rafael. Diccionario de Derecho. Voz autoridad.­

Pág. 113. 
(19) Cfr. Díaz de Lc6n, Marco Amonio. Diccionario de Derecho Procesal Penal 

y de Términos Usuales en el Proceso Penal. Edit. Porrún, S.A. México, ---
1986. Tomo l. Voz Autoridad.- Pág. 309. 

(20) Cfr. Ob. Cit. Acosta Romero, Miguel. Teoría General de Derecho Adminis­
trativo.- Págs. 305-306. 

(21) Cfr. Ob. Cit. Frngn 1 Cabina. Derecho Administrativo.- Pág. 126. 
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El problema se debatió inclu.so en el Constituyente de 1916-1917, en In. inter-

'Ycncióri de Emiliano P~ Nafarrcte, cuando a.l debatir sobre el artículo 16 Constitu--

c:ional, mencion6 que las autoridades judiciales o del Ejecutivo, ineludiblemente te-

nfan campos distintos de acción, pero estos van a tener su fundamento en una Ley. 

(22) 

Por consiguiente, ln hipótesis de trn.bujo ha sido reafirmada en nuestro c1ite-

río¡ el Tribunn.1 máximo ha señalado que: "el tórmino autoridades pnrn. los efectos 

de Amparo, comprende a todas aque1lns personas que disponen de la fucrui pública 

en virtud de circunstancias ya legales, yn de hecho, y que pot lo mismo, c.nén en 

posibilidad material de obrar como individuos que ejercen actos pUblicos por el he­

cho de ser pública la fuen.a de que disponen11
• (23) No consideramos que sea -­

sólo pnrn la mnterin de Amparo, ya que deííne la esencia de lo GUe es autoridad, 

interpretada en su sentido subjeti110 y desnsimilá:ndolo del concepto difuso que pro­

pone lo. doctrina dominante. 

Como último criterio de reafirma.ci6n, tenemos que el Instituto de ln'tlestiga--

dones jurídicas, 1a conceptúa como 11 la persona física, trabajador del Estado, dotn-

óa por la Ley de poder público. De ordinario es quien representa el órgano admi­

nistrativo, J){!ro puede no serlo y estnr in11estida de ese poder". (24) 

(22) Cfr .. H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Lll Legislatura. -­
Los t-iíst6ricos Debates de la Cons1ituci6n de 1916-1917. Imprenta de la .. 
Cámara de Diputados. Reedición 1985. México, 1922 .. - Págs. 626·62?. 

(23) Cfr. jurisprudcncía de la Supremn Cone de justicia 1917-1965. 6a .. Parte. 
Tésis 54.- Pág. 115. 

{24) Ob. Cit. instituto de lnvestícnci6n jurldlca .. Diccionario Jurídico Mexicano. 
Tomo 1. Pdgs. 246-247. 
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Por todas estas i<lcns, podemos definir nutotidaJ como aquellos servidores pú­

blicos investidos por la Ley, rlc una nuibución coactiva para cumplir sus funciones, 

reflejada en la posibilidad de la utilix.ación de la fuerza públicn o de In mmiificn-­

ción, extinción o creación de situaciones jurídicas que abarquen ul ámbito de los -

gobernados o in[ctiorcs, independientemente de su voluntad individual. 

Como se obser\la y es nuestro postulado, el servidor público es el género, }' -

por consiguicnw autoridad es la especie, lo que no se conuapone con nuestro con­

cepto homogéneo, puesto que es necesario hacer la diferencia cntte nutori(:aC.: y -­

sulK>rdinado y/o gobernado, pam establecer la trípode procesal y dcs\iná~r el con-­

ccpto de procedimiento administrativo, del de simple trámite burocrático. 

Dentro de la Constitución Fedcml, en el páualo segundo del artlcuh;i 108, e~ 

comrnmos un gran problema teórico: al Presidente de la República se le excluye -

de la esfcrn de autocorrecci6n administrativa, para constituirse en una isla aparta­

da de \os vientos de la responsabilidad administrativa. Buscando sus mí~envs, de -

nueva cucntn nos remontamos a los dcb1ncs de\ constituyente, a.hí el C. Diputado -

Femando Lizardi, discutiendo en {avor del dictamen que aprobó esta situación di-­

ciendo: 

11 iC6mo evitar que el Presidente de la República viole la Constitu­

ción? Esto está evitado ya¡ no es necesario enjuiciarlo¡ en ningún 

acto del Presidente de la República, en ninguno de los ramos cic -

la adrninistrnd6n tiene validez su firma sino va rehendado por la 

del Scctetario de Estado conespondicnte ..• ciescie e) momento en -

c;ue viok el Presidente de la República la Constitución, no será el 
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únic:o violador de la Constitución, $ino qu~ habrá también un Seer_!! 

tario de Estado para reprimir la foltn, habrá el Poder Judicint pa­

ra c11stigar al inmt::diu.to respohS11bh:: y se castiga al Sccrernda de 

Es:tado que hubiera podido t:vitsr la violaci6n de la Ctmstitución n!_ 

gándo.sc a firrnnr el neuetd{) .... no se uau1. de pctdcnn.r al Preside!! 

\~ de Ja República., se n~c:csita c:anservarlo en su envest.idma y ....... 

ejercido ••• de no hac:crto así habremos roto [)Or eomp1eto el cquili 

brio de J()S poderes y habremos t<mvenido al E.jcculivo en un !!sel~ 

v() del Legislativo". (2S) 

E.$te c:1iH~do íue rntifkndo J.¡Or el C. Dii,otndo Geu.ain Ugnne. (26} 

En nuc-strn forn1a de ver la petsoníficn.dón del Ejecutivo en el Prnsídcrite óe .. 

la RepóbHca, ratifica nuesttí> criterio de autoridad, y no desvinúa tampocQ b. glob~ 

litación de ls ldca que sostenemos de servidor püblico. puesto que la e1'cet.c:i6n que 

se hac~ del f>rc.!iidente, no es abSQluta, yo. que al terminar su gestión tiene que .-es­

JJOndcr de su adminisuación, y se tomó este criterio pua eYitat crisis o choGUQS e!! 

trc los Poderes, n.demd.s de respetar ~1 principio e1~meotnl de ln sepataci6n de los -

mismos~ 

C.- OBLICl\CIONES DEL SERVIDOR PUBLICO CONFORME l\L ARTICULO 47. 

(25) 

(26) 

Después Je establecer el concepto de servidor públic(), su conelaei6n ~ntrn a~ 

Cfr. Ob. Cit. 11. Cilmarn de Diputados do! Congreso de la Uoi6n. Lll Legis­
latum. Los 1-listóricc~; Debates de la Constitucióh de 1916 ... 1917. Tomo U~ 
Pág. 550. 
lbib.- Pág. 551. 
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toridad }' éste, entramos al postulado nxiológico ~ue dimana de Ja Ley Federal de -

Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

El articulo 47 de tal ordenamiento, contiene múltiples expresiones filos6ficas -

que buscan dnr un cárh. ético a la actividad práctica del empicado federal, máxime 

cuando su gi!ncsis pnnc de una tésis política denominada Renovación Moral ric In S~ 

ciedad. 

Como preámbulo, hemos de dejar asentado como lo enseña la Maestra Aurora 

Arnniz. Amigo, la cual ve ni Estado no como una finalidad en sf mismo, sino corno 

le. vertiente ética del desenvolvimiento y devenir humano. "El Estaóo se manifiesta 

en su r¡uehaccr dentro rie las atribuciones legales. Ln Ley es In delir11itaci6n cidé-

ticn cicl Estado. De aquí que la Ley viva mientras su propia axiología se; acomode 

a la axiología polfcica (bien común) y deje de existir cuando, al variar las circuns--

tnncias en que se desenvuelve lo político, la axiologfa peculiar cie aquélla no coinci-

de con ésta". (27) 

Para el Maestro Eduardo García Mnynes, "El Estado es •ivido por el hombre¡ -

él lo forma, lo estructura y lo dirige, pero ni mismo tiempo vive en él y sufre su -

destino. En la medida en que es creación humana y elemento formudor de nuestro 

existir, cae bajo nuestra responsabilidad y se convierte en objeto de valornci6n: pu~ 

de ser bueno o malo y su ser bueno a diferencia del ser bueno de cualGuicr útil o 

(27) f\rnniz Auir,o, Aurora. Eticn y Estado. Textos Universitarios. 2a. Edición. 
Mé:-:ico, i975.- Pág. 162. 
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arteíe.cto, no puede desvincularse de la bond~d o maldad del homt.rc". (28) 

Se transcribieron estos dos conceptos para c1ue se consch'1ua impoluto el sen--

tir de estos autores, desprendiendo de su criterio, que el Estado es la cima o sima 

del conglomerado humano en cuanto a los valores que posee, puesto que no se desU 

ga de la axiologÍll inuínseca que guarda toda sociedad en su Guehacer, más al con-

trario, es el reflejo fiel de la pobtcza o riqueza moral de un pueblo. 

Con este antecedente, la obligatio de todo servidor público será el bien común 

a In sociedad a la que pertenece, no se justificatfa si diera a los gobernados un tr!!_ 

to incquitativo, ruesto que a la manera de Kelsen "un órden social prcscntndo como 

jurídico apnrece al mismo tiem¡x> como justo, esto es, como normalmente justifica-

do" (29) y consiguientemente los a~entes de tal órden deben cic ser 106 ejemplos 

C:c tnl búsc¡ueda. 

En el contorno Nacional, el Presidente, Lic. Miguel de la Madrid Hurtado, de!! 

tro de su plataforma electoml indicaba que la Constitución es el proyecto nacional, 

y ~ debía de buscar reforzar la moralidad colectiva, buscándose una Renovación M_!? 

mi, In c¡ue conceptualizn como la supeditación de los intereses individuales y ée gr! 

mio a los intereses generales, a nuestro órdcn constitucional, a los valores funda---

mentales de nuestra nacionalidad, a Ja ética política en c;,ue se sustenta nuestra ---

identidad, como ¡:ucblo independiente y libre1 (30) lo que se traduce en 11! búsquc-

(28) 

(29) 
(30) 

García Maynes Eduardo. Filosofía del Derecho. Edit. Porrúa, S. A., 4a. Ed. 
México, 1983.- Pág. 172. 
Ob. Cit. K.elsen, Hans. Teoría General del Derecho y del Estado.- Pág. 127. 
De la Madrid Hurtado, Miguel. Nacionalismo Revolur.ionario Siete Tésis Fu!! 
damcntalcs de Campaña. Edil. del Partido Revolucionario Institucional. Mé­
xico, 1982.- Pág. 50. 
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da del refuerzo de autoridad moral del Gobierno¡ ni respecto, A rnniz Amigo señala 

que 11cn el Pueblo y en el Estado, su raíz generadora es lo ético, por lo tanto ni In 

sociedad puede originar ni Estado, ni Ja familia puede ser la causn original y cle--­

mentnl del Estado. En el Estado el principio de autoridad -poder- es consusrnncinl 

y constituti·rn del mismo". (31) Pero éste -poder- no nace ni se ejerce por sí mis­

mo, sino que surge del consenso y realidad ética en que se descm1uelvc una pobln-­

ci6n. Un Estado corrupto es generado de. una sociedad corrupta, basado esto en -­

r,uc el Pueblo tolerante con scn·idores públicos desleales, está justificando su desho­

nestidad. 

La exposición de motirns de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servi­

dores Públicos1 reafirmando éste criterio, nos dice "La irresponsabilidad del servidor 

público genera ilegalidad, inmoral social y corrupción¡ su irrcsponsabilid~d erosiona 

el Estado de Derecho y nctúa contra la democracia, sistema polídco que nos hemos 

dado los mexicanos". 

El vértice, piedra angular del ordenamiento tratado en esta tésis, es el artícu­

lo 47, el cual, como la prn¡.iia exposición de motivos señala, es un "catálogo de --­

obligaciones c~tablccidas por el legislador que sujeta a todo servidor público11
1 pero 

éste no es enático ni dclir1litativo, no puede ser considerado, en nuestro criterio, -

ce.me meramente adminisuativo, pues por sus características también responsabiliza 

y trae aparejadas en sus fracciones, ilícitos penales como más adelante lo cxpondr!:_ 

mos al hacer el análisis correcrn de cada uno de los apnrtudos de que se compone. 

(31) Ob. Cit. Arnaiz Amigo, Aurora. Eticn y Estado.- Pág. 127. 
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En el proemio de este artículo, literalmente nos dice: 

"Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones pam -1-

salvaguardar, -2- la legalidad, -3- honrndez., -4- lealtad, -5- i1 .• -­

parcialidnd y -6- ertciencia, que deben ser observadas en el dese'"!! 

peño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará 

lugar ni procedimiento, -que tienominaremos ndministrativo-discipli 

nnrio- y a las sanciones que correspondan, según la naturaleza de 

la infracción en que se incurra, y sin perjuicio de sus dered.os la-

borales, previstos en las normns específicas que ni respecto rijan -

en el servicio de las Fucrz.as Armadas". 

En el subapartado 11 salvaguardar es sinónimo de garnntiz.nr, guarda¡, proteger, 

cuidar, cleíendcr, resguardar, vigilar y amparar, (32) lo que denota el papel uasce.!! 

dental que tienen los agentes del gobierno, son los deposirnrios del poder social de! 

de una concepción ética. Pero la obligación es recíproca, Gutiérrez y Gonu11ez al -

respecto, (sobre todo en la concepción del deber jurídico), la ve: "observar volunta-

rinmente Wla conducta, conforme a lo que prescribe una norma de derecho" (33), y 

es la preservación de esta vinculación, entre conducta y norma, la que determina In 

protección dr.I 6r<len público y el aseguramiento del bien común". 

(32) 

(33) 

Diccionario de Sinónimos y Antónimos. Grupo Editorial Océano. España, ---
1986. Voz Salvaguardia. (No son numeradas las páginas). 
Gutiérrez y Gonz.ález, Ernesto. Derecho de las Obligaciones. Edit. Cnjicn, -
S. A. Sn. Edición. México 1976.- Págs. 24-25. 
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En el subapattacio 2, nos adherimos a lo <1uc manifiesta J lans Kclsen, cuancio -

expresa c¡uc la lcgnlidnd significa el comportamiento de acuerdo a una norma jurí1!,i 

ca, r:uc el sujclo r;uc juzga ¡:.rcsupone como válida, en cuanto pertenece a un órcicn 

jurídico positi\.·o, lo t¡ue lógicamente es la suLsanción de un fenómeno concreto bnjo 

un conccrto abstracto, independientemente de los sentimientos y deseos, ya que es 

un todo objetivo, (34) concepto r¡ue, de acuerdo ni espíritu de la LC)', podemos re-

sumir corno In obediencia del servidor público en su nctuar, n lo que la norma le -

está ordenando. 

En el subapnrtucio 3, honrndez tiene varias acepciones, que f:Odcrnos resumir de 

In sir,uicntc manera: "Estima y respeto de la dignidad propin, buena opinión y k.1.rn, 

adr,uirida por la virtud y el mériro". (35) En primera instancia nucstrn Ley parce!: 

ría utópica, pero en nucst ro concepto son los requisitos mínimos r1uc pu~cien r.rcscr-

\'Gr un Estt1do1 puesto que el ser honrado implica la concordancia entre los \'alorc:s 

y In conducta. 

En el subapartado 4 1 la lealtad tiene dos \'Crtícntcs: a) la jurídica, considerada 

como "c¡uc gunrda la debida ficielidaci incapaz de traicionar, bondad, moralidud, int~ 

gridad y honradez en el obrar"; (36) b) en la .. ·enicntc filosófica se le ve como --

"fidclióad a un sobcrnno 1 a una autoridad considerada legítima (el bal servidor) Gu-

yan se ha servido de esta pe.labra fiara designar la fidelidad a la Ley, pero este Cf!!. 

(34) Ch. Ob. Cit. Kclsen, Hans. Teoría General del Derecho y del Estndo.­
P<lgs. 16-17. 

(35) Ob. Cit. Enciclo~;cdia Jurídica Omcbn. Tomo XIV. Voz llonra.- Pág. 513. 
(36) lbib. Torno XVII. Voz Lealtad.- Pág. 844. 
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p1eo es excepcional"¡ {37) en otro concepto, es "un principio ético por el cual to­

das las virtudes comunes en tanto que clcíiniblus son formas especiales de lealtad n 

In lenhnd .•• creencia nctivll y la const.ancin de un valor como disposición a guardar. 

la presencia de un ser, en tanto que el mismo es depositario del valor en la medida 

en que éstn presencia depende de nucstrn conocimientoº. {38) Como apreciamos, -

éste concepto absorbe nl de horadcz, ya que es tcl ser cabal, el que es sujeto a un 

valor por encima de su egoísmo. En Ja administración, el carácter del empleado no 

puede soslayar la sugcsión a la Le}', puesto que rcdundarfo. en la desviación de la -

función pública. 

En el subnpnrtndo 51 la imparcialidad 11es el desinterés frente a las partes. --

Trato sin favoritismo .•. gnrantiz.a la plena vivencia de los valores jurídicos sociales, 

el principio de imprucinlid3d es previo a otro cualquiera en el proceso jt¡diciaP', ---

(39) y podríamos agreg111 que es presupuesto fundamental de cualquier clase de --

procedimiento; en el procedimiento n<lministrativo disciplinario, la imparcialidad vn a 

estribar en que la autoridad sancionadora, iicnc el deber de emluar la conducta del 

empleado ícdernl investigado, única y exclusivamente de acuerdo con Jns pruebas --

que existan (de cargo o descargo), sin critcrios 1 prcvcndas o ~ituncioncs de carácter 

político, ya que el tener alguna clase de interés, vicia In naturalem y el fin de su 

existencia. Si observamos esta idea, también se puede asimilar a lo que hemos en-

(37) André Lalande. Vocabulario Técnico y Crítico de la F'ilosorra. Editorial El 
Ateneo. Argentina, Buenos Aires, 1953. Vol. l. Voz Lcr.ltnri.· Pd.b. 718. 

(38) Ferrater Mora, José. Diccionario de Filosorra. Editorial Sudamericana, S. A. 
Sa. Edic. Buenos Aires, Argentina, 1975, Tvr.ie,, l. Voi Fidcliriad.- Pí':t:~· ---
657-65&. 

(39) Ob. Cit. Enciclo11etiin juríciica Omcba.. Tomo XIV. Voz. lmparcinlidad.- Pag. 
970. 
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tendido como lealtad puesto que sólo se es imparcial cuando hay un estricto apego 

a la Ley, yn que In parcialidad es desleal. 

En el subapartado 6, eficiencia tiene diícrentes ángulos: a) Pam Marco Anto--

nio Díaz de Le6n 1 es "la virtud y facultad paro lograr un efecto determinado. Ac-

ción con que se logra ese efecto". (40) b) En el sentido económico, In cíicicncin 

es uno de los factores esenciales de la productividad, entendida éstn como valor (o 

costo} agregado por el hombre, a través de mayor cíiciencin {sobre todo aumentan-

do In cantidad de medios de producción por persona) o mayor poder de regateo (s~ 

bre todo aumentando la cantidad de medios y personas presentables corno una sola 

entidad). (41) 

Estos dos conceptos son ambivalentes encre sí, ya que uno lo mira ,desde la --

:-crc:1ectiva axiológica como un medio de acción para logar un íin, mientras que la 

otrn veniente la ve como el mejor aprovechamiento de los ínctorcs productivos para 

obtener el mayor valor. Pero podríamos considerar, en un terreno intermedio 1 corno 

el medio más adecuado para In obtención de un fin, siendo eficiente nquól servidor 

público que desarrolle su labor con los menos recursos posibles. 

Estos subapnrrndos denotan, en un sentido general, lo r:uc es el espíritu de to-

do el nnkulo, que es el de impregnar en In Administración Pública la vocación de 

(40) 

(41) 

Ot.. Cit. Díaz de León, Marco Antonio. Diccionario de Derecho Prnccsal Pe 
nal y de Términos Usuales en el Proceso Penal. Voz Eficiencia.- Pág. 682:­
Cfr. Said Gabriel. El Proceso Improductivo. Siglo XXI Editores. 4a. Edic. -­
México, 1984.- Pilg. 19. 
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servicio, y de plasmar en sus servidores un mosaico de conceptos éticos para el m.!:. 

jor desempeño de sus funciones, de hecho, las ftacciones c¡uc a continunción analiz.!!_ 

remos son meras especificaciones de este sentido general. 

FRACCION J.- 11Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sen encomen­

dado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la sus-­

pensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejerci­

cio indebido de un empleo, cargo o comisión 11
• 

Tiene tres panes en su estructura: 1.- La máxima diligencia, In debemos de -

entender como 11 cl cuidado, actividad y prontitud con que se realiza un neto al que 

se está jurídicamente obligado ... Es toda tramitación que efectúan los funcionnrios 

públicos en ejercicio de sus respectivas funciones". (42) Con ésta acepción, esta--­

mos de acuerdo, ya que va acorde a lo que hemos sostenido sobre 111 axiología del 

scr\'idor público y vuelve a contener lo que hemos entendido por Jcnltad. 2.- En su 

segundo aspecto, es una reiteración de la necesidad de ser leal y diligente en la l!!_ 

bar que se desempeña, puesto que Ja abstención entraña un respeto a Jo que Ja "º! 
mn exige. 3.- En este sentido, choca con lo que es la legislación penal, ya que el 

abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión, entraña un ilícito penal, 

previsto en los artículos 214, 215, 217 y 220 del Código Penal aplicable en la mate­

ria F'ederal. AGUÍ surge un problema de leyes, en cuanto a que los dos ordcnamie.!! 

tos concurren en contemplar n una conducta dentro de su presupuesto normativo. -

La Secreto.ría de la Contralorfo General de la F'ede1aci6n en quien la Ley de la mn 

(42) Ob. Cit. Enciclopedia jurídica Omcbn. Tomo VIII. Voz Diligencia.- Pág. 847. 
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tcrin, personifica su actuar en In "Guia pnrn In Aplicnci6n del Sistema de Rcspons! 

bilidadcs en el Servicio Público 11
1 opina que es factible aplicar ambos ordenamientos, 

ya que la Ley puniliva desarrolla rn actividad en la materia penal y la administrntJ. 

va tiene su campo de acción para autocorrccción de sus servidores. (43) En Jo pe.! 

sonal 1 considero que no es factible aplicar ambos ordenamientos porque choca con -

el principio de que "Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito", lo que 

interpretado cxtensirnmentc, equivale a decir que no puede ser el órdcn normativo -

duplicado, ni puede un particular ser sancionndo dos veces por In comisión de una -

conducta (problemti.ticn que ampliaremos en el capitulo 111). 

FRACCION 11.- "Formular y ejecutar legalmente, en su cnso, los planes, progra--

mns y presupuestos correspondientes a su competencia, y cumplir 

las leyes y otrns normas que determinen el manejo de ,recursos • 

económicos públicos". 

?i1.ACCION 111.- "Utilizar los recursos que u ngnn asignados parn el desempeño de 

su empleo, cargo o comisión 1 las fncultndes GUC le sean atribui--

rlas o In información reservada n que tenga acceso por su íunci6n 

exclusivamente para los íines n que estan afectos". 

FRACCION JV.- "Custodiar y cuidar la documentación e información que por rn--

z6n de su empleo, cargo o cornisión, conserve bajo su cuidarlo o n 

la cual tenga acceso, impidiendo o evitando el uso, la sustracción, 

destrucción, ocultamiento o inutilización indebidas de uquéllas11
• 

(43) Cír. Gura para In Aplicación del Sistema de Responsabilidades en el Servicio 
Público. Dir. Gral. Responsabilidades de la Secretaría de In Contralorín Ge­
neral de la Federación.- Págs. 11-13. 
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fü;tas fracciones las podrínmos llamar el apartado de la buena adminisunci6n, 

y son consecuencia de la diligencia, eficiencia y lealtad que debe tener todo scrvi--

dor público en el desempeño de su cargo. 

Como ya analizamos, la eficiencia juega un papel muy importante en lo ~ue -

es el quehacer cotidiano del servicio público y por consiguiente, ser productivo en--

trañn cumplir los fines, utilizar los recursos, y desde luego, cuidar los bienes públi-

cos, de acuerdo con lo que ordena la ley. 

foH.t\CCION V.- "Observnr buena conducta en su empico, cargo o comisión, tmtd.!! 

do con respeto, diligencia, implucialidad y rectitud a las personas 

con las que tenga relación con motivo de éste". 

Es muy icitcrativo el numeral comentado, puesto que utiliza de nue..,a cuenta 

los términos diligencia, impnrcialidad y por consiguiente rectitud¡ agrega en esta --

fracción los de buena conducta y respeto. 

Para denominnr al primero, por conducta emendemos "toda respuesta del org!!. 

nismo vivo a un estímulo objetivamemc observable, aún en el supuesto de que no --

tenga carácter uniforme, en el sentido de que varíe o pueda variar n unn situnci6n 

determinada". (44) Por ende, cunndo hablamos de buena conducta, la vamos a in--

terpretar como aquélla que se adecúa a un valor reconocido por la Ley. La buenn 

conducta no se asemeja al concepto de buenas costumbres ya que éstas, pese a ser 

(44) Abbagnano Nicola. Diccionario de Filosofía.. Editorial Fondo de Culturn Ec_2 
nómica. M~xico, 1976. Voz Conducta. Pág. 213. 
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u:a conducta social, son cambinntcs y van evolucionando de ncucrdo al devenir de -

una sociedad, (45) en cambio la buena conducta, ni tener un sentido nxiológico --

normativo, es permanente hasta en tanto la propia norma se modifique. 

Por lo que corresponde al Rcspcrn, se le \'C como "sentimiento especial origi-

nado por el rcconocimicntc de un valor moral en una persona o en un ideal", (46) 

o también es "el reconocimiento de la propia dignidad o la dignidad de otros y el -

comportamiento fundado en este reconocimiento". (47) 

Enlazados estos conceptos, entenderemos al respeto, para el y del servidor pú-

blico, como un reconocimiento que se hace a la función que se desempeña, a la so-

cicdad a la que se pertenece y a la institución que forme. panc, con digni<lnd, en -

arns del bienestar común. 

FRACCION VI.- ''Observar en la dirección de sus inícdores jerárr1uicos las debidas 

reglas del trato y abstenerse de incurrir en agravio, desviación o 

abuso de autoridad". 

FRACCION VII.- "Observar respeto y subordinación lcgítimns con resr,ecto a sus S,!! 

periotcs jerárquicos inmediatos o mediatos, cumpliendo las dispo~ 

cioncs que éstos dicten en el ejercicio de sus nuibucioncs 11 • 

(45) 

(46) 

(47) 

Ch. Ob. Cit. lnstitmo de Investigaciones jurídicas. Diccionario Jurídico Me­
xicano. Tomo l. Voz Buenas Costumbres.- Pág. 310. Ob. Cit. Enciclopedia -
jurídica Omeba. Tomo 11. Voz Buenas Costumbres.- Págs. 414-415. 
Ob. Cit. Lnlandc, Andre. Vocabulario Técnico y Crítico de In Filowffa. Vo­
lúmcn 11. Voz. Respeto.- Pág. 1133. 
Ob. Cit. Abbngnnno Nicoln. Diccionario de Filosorra. Voz Respeto.- Pág. --
1017. 
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FRACCION VIII.- "Comunicar por. escrito al titular de la dependencia o entidad en 

la que presten sus servicios, el incumplimiento de lns obligaciones 

cstnblccidas en este artículo o las dudas fundadas que le .suscite 

la procedencia de las órdenes que reciba". 

FRACCJON IX.- "Abstenerse de ejercer las funciones de un empleo, cargo o comj 

sión después de conclufdo el período para el cual se le designó o 

de haber cesado, por cualquier otra causa, en el eje1cicio de sus 

funciones 11
• 

FRACClON X.- "Abstenerse de disponer o autorizar a un subordinado n no asistir 

sin causa justificada a sus labores por más de quince dfos contf-­

nuos o treinta descontfnuos en un año, así como de ot9rgnr inde­

bidamente licencias, pe1misos o comisiones con goce parcial o 1,!! 

tal de sueldo y otras percepciones, cuando las necesidades del -­

scrvido1 riúblico no lo exijan". 

FRACCION XX.- "Informar ni supeiior jerárGuico de todo acto u omisión de los -­

servidores públicos sujetos a su dirección, GUC pueda implicar ino~ 

servancia de las obligaciones a GUC refieren las fracciones de es­

te artículo, y en los términos de las normas que al efecto se ex-

Las frr.cciones anteriores, bAsicamente reHejnn las interrelaciones que se dan 

entre las autoridades y los empleados r¡ue les están sujetos, por razón de su jerar-­

GUín y buscando que haya la armonía suficiente para el cumplimiento de las fases -
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sociales. 

La amerior, parte de 111 obediencia jerárquica, la que es vista como el cump!!_ 

miento de una órdcn emanada Je un superior jerárquico hacia un subordinado confo.! 

me a derecho. (48) Por ende, la subordinación \"ll a ser punto piramidal para com-

prender la cohesión en la actividad administrativa, cstablcci~ndose por consiguiente, 

la unidad rlc criterios que es el elemento para lograr cualquier fin. 

FRACCION XI.- "Absrnncrse de desempeñar nlglm otro empleo, cargo o comisión 

oficial o particular que la Ley le prohibn". 

Este apartado lo consideramos innecesario y rcilerativo, máxime c;uc la frac--

ción XXI, la cual a la letra dice "Abstenerse de cualquier neto u omisión que im--

pliquc incumplimiento de cualquier disr.osici6n jurídica relacionada con el seivicio p~ 

blico", siendo en esencia exactamente lo mismo, por lo que proponemos c¡uc sen d,!! 

rogada esta fracción XI y !'Ubsista únicamente In fracción XXI. Como comentario a 

la fracción XXI, ineludiblemente que es gen~rica y engloba en sf misma a todas lns 

demás fracciones, por lo que se debería de hacer una modificación legislativa (lo -­

cual no es el objeto de este estudio), para adecuar Ja realidad cspccHica y deslin--

dar la abstracción genérica, máxime cuando el respeto a la Ley es un presupuesto 

fundamental de todo quehacer público. 

Por consiguiente, In fracción XXII es también superrtun, reiterativa e inneces!!_ 

(48) Cfr. Ob. Cit. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Diccionario jurídico Me­
xicano. Tomo VI. Voz. Obediencia jerárquica.- Pág. 286. 
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ria, y se beneficiaría n In transparencia legislativa si se suprimieran estos opnnndos. 

FRACCION XII.- "Abstenerse de autorizar In selccci6n, nombramiento o designn--­

ción de quien se encuentre inhabilitado por resolución firme de la 

autoridad competente parn ocupar un empleo, cargo o comisión -

en el servicio público". 

FRACCION XIII.- 11 Excusarse de intervenir en cualquier forma en la atención, trn-­

mitación o resolución de asuntos en los que tenga interés perso-­

nal, familiar o de negocios, incluyendo aquéllos de los r¡ue pueda 

resultar nlgún bcneíicio para él, su cónyuge o parientes consan-­

guíncos hasta el cuarto grado, por afinidad o c!viles 1 o para tcrc;_ 

ros con los que tenga relaciones profesionales, laboral~s o de ne­

gocios o para socios o sociedades de las que el servidor públito o 

)115 persona!. ames referidas formen o hayan formado parte". 

FRACCION XIV.- 11 lnfo1mar por escrito al jeíe inmediato y en su caso, ni superior 

jerárquico, sobre la atención, trámite o resolución de los asuntos 

a que hace referencia la fracción anterior y que sean de su con~ 

cimiemo; y observar sus instrucciones por escrito sobre su atcn-­

ción, tramitación y resolución cuando el servidor público no pueda 

abstenerse de intervenir en ellos". 

FRACCION XV.- 11 Abstcncrse, dumnte el ejercicio de sus (unciones de solicitar, - ... 

aceptar o recibir, JX>r sí o por interpósita persona, dinero, objc-­

tos mediante enajenación a su favor en precio notoriamente infe-
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rior al que el bien de que se trate y r,uc tenga en el mercado -

ordinario, o cualquier donación, empico, cargo o comisión para !Í 

o para las personas a c¡ue se 1eficre In írncci6n XII, }" r¡uc proc~ 

dan de cualquier persona física o moral cuyas nc1ividades profesi~ 

nales 1 comerciales o industriales se encuentren directamente vine.!! 

ladas, reguladas o supervisadas por el servidor público de que se 

trate en el desempeño de su empico, cargo o comisión y que im­

plique interés en el conrlicto. Esta prevención er. aplicable hasta 

un año después de que se haya retirado del cmplco 1 car1;0 o co-­

si6n11. 

FRACCION XVII.- "Abstenerse de intervenir o participar indebidamente en In ~elec­

ción, nombramiento, dcsignBción, contratación, promociPn, suspen­

sión, remoción, cese o sanción de cualquier servidor público cuan­

do tenga interés personal, íamiliar o de negocios en el caso o -­

pueda derivar alguna ventaja o bcnericio para él o para las pers~ 

nas a las que se refiere la fracción Xll1 11
• 

E:-;tas fracciones tienen como esencia In búsqueda de In equillnd, rnismn que se 

le puede ver de tres maneras distintas: "la primera es equivalente n justicia, en este 

sentido se entiende lo fundamentalmente justo. La segunda, la má~ usada e impor­

tante, es la de notar una norma individualizada (sentencia judicial o 1esolución nd-­

ministrativa) que sen justa, es decir que sea justa en el caso en que se dictó. 

En el tercero se habla para designar la norma o el critelio en que deben ins-



- 37 -

pirarne, Jas facultades discrecionales del juez o funcionario administrativo", (49) 

este criterio es acorde a lo que expresan también Nicola Abbagnano, (SO) Andrc -

Lalande (SI} y los investigadores del Instituto de Jnvcsticucioncs jurídicas de nucs-

tra Universidad. (52) 

Es trascendental la equidad, ya que el nepotismo, los compadrazgos, nmiguis--

mos, etc., dcsviuúan la esencia de lo GUC es una ndminisunción pública honesta y -

eficiente, toda vez que si se elige de manera biccral, pasional o por cuestiones fa--

miliares, se soslaya la capacidad, esfuerzo, merecimientos y por sobre todo, la jusU. 

cin que debe privar en el quehacer público. 

Entre los términos más comunes, GUC son sancionados por la Ley de la mate--

ria, está el de el interés personal, comprendido como interéti según nos djcc flegel, 

es "el momento de la individualidad subjetiva de su actividad, entendiendo con ello 

la presencia del sujeto en la acción". (53) 

De igual forma, interés privado, conceptualizado como el conjunto de pretensi~ 

nes tuteladas por el Derecho que tiende a satisfacer las necesidn<lcs espcdficns de 

detNminados individuos y grupos sociales, utilizados por Ja docuina en contrnposi---

(49) 
(SO) 

(SI) 

(SZ) 

(53) 

Ch. Ob. Cit. Enciclopedia Jurídica Omcbn. Tomo X. Voz Equirind.- Pág. 427. 
Cfr. Ob. Cit. Abbagnnno Nicola. Diccionario de Filosofía. Voz Equidad.- -­
Pág. 419. 
Cfr. Ob. Cit. Lalandc, Andre. Vocabulario Técnico y Crítico de la Filosofía. 
Vol. l. Voz EGuidad.- Pág. 377. 
Cfr. Ob. Cit. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Diccionario jurídico Me­
xicano, Tomo IV. Voz Equidad.- Pág. 80. 
Jbib, Abbagnnno, Nicoln. Voz Interés.- Págs.. 695-696. 
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ci ~n del interés público. (54) 

Pero para nosotros, el interés rcrsonnl lo vemos, intcrprctándo el cspírilu de -

la Ley en consulta, como el beneficio o razón de satisfnctor personal, que vn en --

contra de la icualdad de oportunidades y de la equidad en la prestación del servicio, 

viciando la actividad gubernamental, ya c¡ue erosionn su credibilidud. 

Dentro de csrns fracciones, el favorecer por intereses propios, es en cierta 

forma un neto t!c imposición, que contraviene In estabilidad de un órdcn jurídico --

existente. 

La frncción XVI liternlmentc indica "Desempeñar su empleo, c:-?Jf.O o comisión 

sin obtener o pretender obtener bencíicios adicionnlcs a las comraprcstacjones com-

probables que el Estado le otorga por el desempeño de su función, sean para él o -

para las r,crsonas a las que se refiere la fracción XIII". Este precepto es idéntico 

ni tipo penal de peculado, el cual n la lcua nos dice: "Artículo 223.- Comete el d!;: 

lito cie peculado: J.- El servidor público que para usos propios o ajenos distraiga de 

su objeto dinero, valores, fincas o cualquier otra cosa perteneciente al Estado, ni -

Organismo Descentrn.lizado o a un particular, si por razón de su cargo los hubiere -

recibido en administración, en depósito o por ata causa". 

Doctrim1l111cnte el ac1eccntnmiento injustificaclo, en base n la distracción ele -

1ccursos J úblicos para intereses personales, se le ha visto como 11cl daño en la dire 

(54) Ch. Ob. Cit. Instituto de Investigaciones Jurídicas. DicciCJnario Jurídico Me­
xicano, Tomo V. Voz Interés Privudo.- Pár,. 166. 
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rencia que existe emre el estado actual del patrimonio y el que se presentaría si 

no hubiese ocurrido el injustificado desplazamiento de valores". (SS) 

FRACCION X VIII.- 11 Prcscntnr con oportunidad y veracidad la declaración de situa­

ción patrimonial ante la Secrctnrfn de In Conualorfa General de 

la Federación, en los términos C!UC señala la Ley". 

FRACCION XIX.- "Atender con diligencin las instrucciones, requerimientos y rcso-

luciones que reciba de la Secretaría de la Cont rnlorfa, conforme 

a In competencia de ésta". 

listos apartados son ociosos, puesto que no se justifican dentro de este orden!! 

miento, debido a que son reiterativos en una supuesta preponderancia d.:!, la Secreta-

ría de la Contralorfa General de la Federación, sobre lns demás Entidades Adminis-

trativas, mdxime cuando In obligación de hacer declaración de bienes, el ordcnamie.!! 

to en consulta le dedica todo el capítulo IV y no consideramos c¡ue la Secretaría de 

la Contralorfa General de la Federación, deba tener preeminencia algunn 1 ya que su 

función es esencialmente revisora y correctora, más no decisoria, y esta no es sup_!; 

rior en modo alguno a la de abasto, hacendario, etc. 

Como corolario a este punto y capítulo, en palabras del Maestro García May-­

ncs, podemos decir que 11el Estado ha de ser un órdcn jurídico. Pero s61o adquiere 

(SS) Ob. Cit. Enciclopedia Jurídica Omeba. Tomo >"~. Voz Enriquecimiento.­
Págs. 361-362. 
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este cnráctcr cuando 111 justicin es su suprema normn". (56) Y de la práxis de -­

ésta, r.or gobernantes y gobernados, dependen la paz socinl y el bien común. 

(56) Ob. Cit. García Maynes, Eduardo. Filosorra del Derecho.- Pág. 172. 



CAPITULO 11 

ANTECEDENTES MISTORICOS. 

/\.- PRECOLONll\LES. 

Annlizado, como marco teórico el primer capítulo de esta tésis, es necesario -

dar una panorámica histórica que nos permita deslindar las íiguras que a un:és del 

tiempo continúan vigentes, observar su evolución, comprender su desenvolvimiento y 

desarrollar el sentido general, po.ra tratar la esencia en su tercer capítulo. Mimr -

al pasado no es ocio intelectual, sino búsqueda de experiencia y raíces para solidiU, 

car un conocimiento. 

En el México precolombino, en medio de las pirámides y de los santuarios, h_!!. 

blnr de un Estado en sentido estricto, quizás a la doctrina le parezca ilusorio, ya -

que autores como Francisco Porrúa Pérez, consideran a estos pueblos como simples 

agregados para lut estudio sobre la historia de la política, pero sin constituir en se~ 
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tido estricto E.Hados. { 1) 

Nosotros considcrnmos que dentro de las civiliwciones antiguas, existió una o¿: 

gnniz.aci6n social eminentemente teológica investida de una cohesión grcgarin funda-

cia en el costumbrismo, los grandes pueblos (en toC:a la histoiia) siempre han sido -

los que han esta.do más unidos y homogéneos en sus costumbres. 

En el pueblo maya, pot lo intrincado de su historia, sobre todo porque no ex~ 

ten testimonios escritos, no es dable determinar si huUo un sistema jurídico para --

cr.stignr n los servidores públicos, máxime cuando sus cnrnctcrísticas de or¡;nniLnci6n 

social correspondían n un tipo de olignrquín, fundado en un 6rricn teológico rígido. 

éste casic•uco era hereditario ni primogénito, llamados a ser los depositarios del p~ 

der político y religiosa. (2) 

El carácter de hereditario y teológico, resta n toda organización un semic!o de 

cc-1uidad y es GUizás esto, uno de los factores que motivó en su momento la destruE 

ción de esa impresionante cultura. Ver a un pueblo sojuzgado, es palpar en todo -

tiempo el fantasma de una rebelión, y los mayns en una especulación histórica, qui­

zás fueron los mismos que destruyeron sus casta~ dominantes y prefirieron irse a --

otras tieuas, antes que soportar o continuar bajo el dominio de las grandes dinas--

tfos. 

(1) Cfr. Porrúa Pérez, Francisco. Teofia del Estado. Editorial Porrúa, S. A. 13a. 
Edic. México, 1979.- Págs. 41-44. 

(2) Cfr. Nueva Enciclopedia Temática. Editorial Cumbre, S. A. 32a. EGici6n. -­
México, 1987. Tome• 11.- Piit.~·· t\,/ •. J(•1. 
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La lección histórica de los mayas sirve de pauta para enunciar un postulado, -

el gobernante impune siempre será arbitmrio, y por lo tanto, el Estndo débil siem­

pre tendrá a una dinastía oligárquico o reinante. 

Los aztecas, con su cosmovisi6n, plantean vnlores más centrados y justos. Una 

de las grandes leyendas narraba que Moctezumo. fue herido por la diviniónd, cuando 

se consideró soberbio de su poder, y por un mensnjero dedo el Ser Superior "dile -

que el Sciloi de la creación está encoleriuido por culpa de su arrogancia y que su 

dominio va a terminar. El tiempo es cono. Dícelo: goza de lo f!UC te queda 11• (3) 

Como se observa, entre los aztecas y11 se buscaba una dominación del poder, -

ya <¡ne el cobcmante, si bien era elegido de una manera hereditaria, tenía que so--

meterse a duras pruebas, sacrHicios y demostrar su valfa trns los muros del Calme-

mee; para el pueblo azteca el gobernante tenía que ser el ejemplo de virtud, íuerza 

y lealtad, antes que de vicio, corrupción o alcanería. En un inceresante estudio h~ 

tlrico1 la religiosidad del pueblo azteca se encaminaba a conGuistar, por medio de -

rituales, riesto.s, sacriíicios y en general una vida pulcra, el fnvor de los Dioses ---

:t.ciustos y severos. En el 6rden social, existía dentro de todo Cnlpulli un orndor, y 

estos oradores de todos los que conformebnn el Imperio, teóricamente eligían al je-

fe Supremo, aunque con el tiempo se fue desvirtuando, teniendo el gobierno una et:! 

tura simple y dinámica a rrnvés de jueces y funcionarios, castigando con especial s~ 

veridad la trnici6n, cobardía y los delitos contra la honestidad, incluso con la muer-

(3) john Dierhorst. Mitos y LcyenC.:ns cie los AttCCAS. Editorial Edaf. Mac!rió, --
1 !JG~.- Plts. í'3-74. 
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te n garrotazos o pedmdas. {4) 

Este celo por el 6rdcn y la honestidad, es el principal antecedente que pudi-­

mos encontrar en la etapa precolonial, ya que el órdcn militar y teocrático en mu­

chos pueblos, se dimrciaba de la existencia de valores, cosa que en el lrn(.lcrio Azt!:_ 

ca se buscó nfnnosnmcntc afianzar un gobernante virtuoso. 

Como comentario rinnl, basta decir que un ejemplo de gobernante íntegro, fue 

el rey texcocano Ncuihunlc6yotl, fil6soío, poeta, arquitécto y, por sobre todo, un -

amante de su pueblo. 

Con lo anterior condure este punto en el que observamos que el México prec!! 

lo1.1l>ino, a excepción de los aztecas, el J..Odcr de los gobernantes crn nt.soluto, no -

regulado por un valor que le dicrn In igualdad con los gobernados, más en In cultu­

ra Tcnochcn, el conglomerado humano imponía como requisitos n sus gobernantes -­

ser los representativos de la fueri.a y de la virtud. 

B.- COLONIALES. 

La Colonia no puede ser vista tan sólo como un período oscuremísta, carente 

de desenvolvimiento, ya que en su seno se gestaron impottantes instituciones jurídi­

cas que perduran hasta nuestros días, heredadas de Ja cultura española. 

(4) Ob. Cit. Nueva Enciclopedia Temática. Tomo XII.- Págs. 170-171. 
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En hispanoamérica una institución resalla, como instrumento de control de los 

funcionarios públicos, el llamado juicio de Residencia. Este surgió en España en el 

año de 1501 bajo el reinado de Isabel In Cntólica.. La recopilación de las Leyes de 

Indias, Libro V, Título XV denominado 11 De las Residencias y jueces que In hnn de 

Tomarº, el Maestro Raúl F .. Cárdenas hace un desglose de los artículos más impor­

tantes, destacándose lo siguiente; L~ ley primera indicaba GUC la residencia de los 

virreyes se substancie en un término de seis meses, para asegurar la quietud de los 

Ministros y vasallos de las Indias¡ en In Ley tercera, se previene que los presidentes, 

oidores, alcaldes del crimen y fiscales promovidos de una audiencia a otra, se les -

siga el juicio de residencia antes de salir de las ciudades en GUe residan¡ en Ja Ley 

cuarta se contemplan los supuestos de los gobernadores designados por licmr.o inde­

terminado, r,ue al removerse, el juicio debe seguirse ante In Audiencia del Distrito 

en que residan, y si son perpetuos (Ley quinta), el juicio se deba llevar ,a cabo ca-

~ cinco nños. 

En las siguientes leyes, se fija la competencia en cuanto a determinados íun-­

cionarios, a los que debe tomarse la residencia por su antecesor o a otros funcion.!! 

rios; en la Ley diecisiete y siguientes, se fijan reglas de procedimiento en los jui-­

cios de residencia de generales, almirantes, ministros, oficiales, oido1es, etc. 

En la Ley veinticinco, se previene que no se tome Ja residencia de corregido-­

res y alcaldes mayores, a los sucesores, "si no fueren de mucha satisfacci6n 11¡ en 13 

Ley Vcintiseis, se fija que las residencias se sigan en los lugares principales del -­

ejercicio; que los juicios de residencia sean en forma que lle\'en la noticia de los -

indios (Ley veintisiete)¡ que el término de la residencia sea de sesenta días, y si h~ 
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hiere demandas públicas, se tramiten en otros sescntn (Ley veintinueve)¡ r¡ue los ju~ 

ces de tcsidencia procuren averiguar los bienes y mnlos procedimientos de los resi-­

dcnciados (Ley t rcinta y dos); que en el juicio de residencia no se tomen cucntns -

de hncienda y se remitan u los tribunales de cuenta {Ley treinta y cuntto}; que los 

conegidores ºque en las residencias fueran alcam.a.dos en hacienda, tengan las pe-­

nas que 6sta declara y que pnrn su cobmnza se proceda conforme u ellD.S:ff (Ley --­

treinta y s~is). Esta Ley es pnnicularmcnte intetesnnte, pues en ella se dispone .. 

que 11 Jos coucgidorcs" de nuestra Real Hncienda y causa pública, para c:uyo teme-­

dio mandnmos que todos los corregidores y alcaldes mayores que fueran alcanzados 

en alguna cnmidnd, por haberla retenido en su pode1, usí de nuestrc hncíenda, como 

de encomenderos, indios o doctrincrns, sean condena.dos a perpt;!Un privación <le ofi .. 

civ y desteuados por seis años a Ja gucuu de Chile, siendo en las provincias del P~ 

rú o a otra s<:mcjante en las de Nue\la España, la cuat se ejccutt• sin tCJYlisión sin 

dispensación ulgunn, y que 1haviéndole' dando expresión contra sus bienes, y no hn­

lándolos se proceda contta sus fiadores y oficiales reules, que hubieren recibido las 

fiunz.ns y contra los cupirnlaies ante quien se huvicscn <lado, obligándolos a todos n 

que prorrata paguen el alcance". 

Cutiosa y óicnn de mención es también la Ley cuarenta que dice n la letra: 

"Dcclarnmos y mandamos 1 que las sentencias definitivas pronuncia­

das en residencia sobre cohechos, barnterfas o cosas mnl llevadas, 

contra govcrnndores y sus oficiales, en que n consideraci6n no ex­

ceda de veinte mil marnvedis, sean ejecurnda.s luego en las persa-­

nas }' bienes de los culpados y si excediese en esa cantidad, la ha 
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ynn de depositar, como se contiene en los cn¡~ítulos de Corregido-

res y Jueces de residencia, que sobre esto disponen y se han de -

guardar y cumplir y que sin embargo de cunlcsquicra npelnciones -

c¡ue por su parte interpongan .•• ". 

En la Ley cuarenta y cinco, se fija que sobre defraudar derechos y traer fue-

ro. de registros se pruebe con testigos singulares 11• 

F'innlmente en la Ley cuarenta y nueve se aíirmn que considerando que las le-

yes se deben ajustar a las provincias y a las regiones para donde se hace y que las 

lndius son tan distantes de estos reinos, que cuando en nuestros consejos se llegan 

a ver y determinar las visitas o residencia, son muenos los comprendidos en ella y 

cuando conviene 1cmediar los excesos de tratar y contratar los ministros ,en c-1ue p~ 

cns veces dcxa de intervenir fuerza, baratería o fraude de hacienda real¡ declara---

rnos y mandamos que en todas 1as pn;1vincias de ln<.lias, islas y tierra firme seguido 

de mar oceano 1 los cargos de tratos y contratos de todos los ministros, que nos si_! 

ven y sirvieran, asr emplazas de asientos como de otros oficios y cargos temporales 

de pat o guerra cuenta y administración de nucst rn real hacienda, y en toda contra 

cualquiera forma, sin excepción de personas ha)'an de follar y fallen contra sus he­

rederos y fladoies en lo tocante a In pena pecunriria ... 11 (S) 

Según la Enciclopedia jurídica Omeba, el juicio de residencia tenía como fina­

lidad que los intereses de la Corona y las órdenes que de ella emanaban fueran ctpt 

plidos1 sobre todo porque los habitantes tenían la oportunidad ,de hacer oír su voz -

(S) Cfr. Cárdenas, Raúl. Responsabilidad de los Funcionarios Públicos. Editorial 
Pouún, S. A. México, 1982.- Págs. 13-14. 
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cuando el (uncionnrio cesaba. en el cnJgo, para denunciar sus abusos o errores que -

hubieran cometido en su desempeño, y el funcionario no veía n este juicio como un 

agravio, pucslo que si salín bien librndo se comprobaba nnte ln colectividad que era 

honrado, constituyéndose en un honor esta situación. (6) 

Aparte de la anterior, existía la denominada visita, In cual según Raúl F. Cá.r-

denas1 era sccrem y abarcaba a todos los funcionarios de una región o provincia, no 

indicándose de qué, ni por quién, ni aún después de c¡ue se le encontrara culpable y 

se le sentenciaba por el consejo de Indias. Se rcnlizaba por medio de un visitador, 

el cual formulaba un sumario cerrado y sellado, a dicho consejo¡ e inclusive n los -

miemlnos de tnl consejo que no eran sujetos a residencia, sr lo crnn 11 111 visita, --

Ccstr.cllndose casos como la ordenada por Carlos V en persona en 1524, misma que 

arrojó como culpable al Dr. Oehrán por dnr cartas de recomendación a. un t•ariente 

suyo en Pení y por haber recibido dádivas de Almagro y Pizarra, así como al Lic. -

Don Juan Suárez de Carbajal, Obispo de Lugo, desconocióndose la causa por lo cual 

se le sepnr6 del puesto y una multa de siete mil pesetas". {7) 

Como 0Lscrvnmos 1 las instituciones españolas referidas, sobre rndo el juicio de 

residencia, tuvieron éxito en su cometido, aunque faltó una mayor eícctividad para 

evitar, prevenir y sancionar la deshonestidad oficial. 

Uno de los más grandes pensadores coloniales, Don Vasco de Quiroga 1 da cucn 

(6) Ch. Ob. Cit. Enciclopedia Jurídica Omeba. Torno XVJI. Voz Juicio de Resi­
dencia.- Págs. 351-355. 

(7) Ch. Ob. Cit. Cárdenas, Raúl F. Responsabilidad de los Fu1icionarios Públi-­
cc.s.- Págs. 15-16. 
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ta de In serie de arbitrariedades y abusos que comecieron los españoles durante In 

conquista, y propuso en su tiempo, siguiendo el pensamiento de Tomás Moro, la ---

constitución de una policía mixta, In cual sería íormn<ln por indígenas y españoles y 

serviría ('ara guardar "tanto lo espiritual como para lo tcmporal 11
1 busc1mdo una --

edad dorada, basado en que In íucrza nunca podrá ser el sostén de una orgnniznci6n 

y poder irracional, siendo por el contrario In tcmplan7.a 1 el ejemplo, In mnnccdum--

brc de los gobernantes, la mejor forma de conservar el poder¡ y el proyecto de po-

licía mixta viene a ser la síntesis de una intcgrnci6n social prehispánica. (8) 

Este punto nos hace vislumbrar c¡ue en la etapa coloninl, In responsabiliciud --

oficinl existió, pero falcó aplicabilidad, máxime cuando los pucscos eran vendidos o 

exiscía un estado de guerra motivado por las constnntes sublevaciones c,uc se vivic--

ron en esa época, pero nos sirven de pauta para entender el actual sistema de res-

ponsabilidades1 sobre todo por el juicio ele residencia. 

C.- POSTCOLONIALES. 

En plena gesta histórica, el prócer José María Marcios y Pavón da ni pueblo -

mexicano una importante lección al decir en su obra Los Sentimientos de la Nación 

c¡ue "12.- Que como la buena Ley es superior a todo hombre, Jos r.uc dicten nucs--

tro Ccngreso deben ser tales, c¡uc obliguen a la constancia y patriotismo, moderen -

In opulencia y la indigencia, -de donde se sustenta la filosoíía social, que mue\lc -­

hoy a las corrientes del pensamiento teórico del derecho laboral- y de tal suene se 

(8) Ch. Vasco de Quiroga. Información en Derecho, S.E.P., comentado por Car 
los Hcrrej6n Pereda. México, 1985.- Págs. 55-601 175-184 y 199-202. -
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aumente el jornal del pobre, que mejore sus costumbres, nlejc la ignorancia, la rnt!! 

ña y el hurto. 130.- Que las leyes generales comprendan a todos, sin excepción de 

cuerpos privilcgincfos: y que éstos sólo lo sean en cuanto al uso de su ministerio ... " 

Esta vh·cncin del Cura de Cnrácunro 1 cntruñn en su escnch1 el deber insoslaya­

ble de contemplar a los mexicanos en igualdad ante la ley, yn senn gobernantes o -

gobernados, ya sean pobres o ricos, cte., celo que marc6 la senda de toda su vida, 

y es éste el respeto en igualdad a la ley, el que tiene que guiar n todo servidor p_Q 

blico. 

De sus ideas de avunwda, se gestó el t rnscendcntnl tlocumento denominado --

11Dccreto Constitucional paro. In Libertad de la América Mexicana", snncionacia en -

Apatzincán el 22 de octubre de 1814, texto pirnmid1d de todo el 6rden c;onstitucio­

nal mcxicnno. 

En la obra mencionada, en su artículo 4o. a la letrn dice: "Como el gobierno 

no se instituye para honra o interés particular de ninguna familia, de ningún hom-­

bre ni clase de hombres, sino para la ¡Hotecci6n y seguridad general de todos los -

ciudadanos, unidos voluntariamente en sociedad, éstos tienen derecho incontestable a 

establecer el gobierno que más les convenga, alterarlo, modificatlo y abolido total­

mente, cuando su felicidad lo rcquiern. 11
• 

Como se observa, aquí se plasma el postulado más importante del servicio pú­

blico, que es la lealtad a In voluntad del ¡meblo que lo genern¡ una lcalrnd que, --­

cuando es traicionada, es justo que se cnstif!,UC a los que han defraudado la confino 
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zn otorgndn, de ahf que observemos en su texto, cspccia.lmente en los Cn¡ihulos XV, 

XVIII y X1X intitulados "De las Facultades del Supremo Tribunal de justici11"1 "Del 

Tribunal de Residencia 11 y "De Jns Funciones del Ttibunnl de Residencia'\ respectiv~ 

mente, destacándose de estos los siguientes artículos: ºAnfculo 196.- .•• en las de 

residencia. de todo empleado público, a excepción de las que pertenecen al Tribunal 

de este nombre. Art. 196.- Fa.llar o confirmar las sentencias de deposición <le los .. 

empleados públicas sujetos a. este Tribunal: nptobar 6 revocar las sentencias de ---­

muette y destieuo C]UC pronuncien los tribunales subalternos, exceptuando las que -

han de cxecutntsc en )os ptisioncrns de guerra, y otros delincuentes de estado, cu-­

yns execucioncs deberán confmmnrse a las leyes y reglamentos que se dicten scra­

radamentc. Art. 202.- En el Suptcmo Tribunal de justicia no se pagarán derechos.­

siendo este principio básico, para que la justicia esté al alcance de todos. An. Zl2 

.- El tribunal de residencia se compondrá de siete jueces, que el SurrctnQ Cong1cso 

ha de elegir por suene de entre los individuos, que paia este efecto se nomb1e uno 

por cnda pwvincia.. Art. 215.- La masa de estos individuos SI.! removerá cada dos -­

o.ños1 saliendo sucesivamente en Ja misma forma que los diputados del Congreso: y -

no podrá Jcelcgirsc ninguno de los que salgan, a menos que no hnyan pasado dos -­

años. An. 224.- El tribunal de residencia conocerá privativamente de las causas de 

esta especie n. los individuos del Congreso, a los del Supremo Gobierno, y a los <lel 

Sup1emo Ttibunnl de Justicia. i\rt. 22S.- Dentro c..lcl término perentorio de un mes -

después de erigido el tribunal, se admitiTán las acusncioncs a GUC haya luga1 contra 

los rnspectivos funcionarios, y pasado este tiempo, no se oirá ninguna¡ notes bien se 

darán aquellos por absueltos y se disolverá inmediatamente el tribunal, a no ser que 

haya pendiente otrn causa de su inspección. Art. 226.- Estos juicios de 1esidencin -

deberán ccncluTrse dentto de ttes meses: y no concluyendose en este término, se d! 

rán por absueltos los acusados, cxceptuandosc las causas en que se admita recurso 
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de suplicación, conforme n1 reglnmcnto de la materia, que se dictara por separado¡ 

pues entonces se prorrogatá a un mes más aquél tétmino. Art. 227.- Conocerá tam­

bién el ttibunnl de residencia en lns causas que se promuevan contra los inclividuos 

de las suptemas corporncioncs por los delitos indicados en el anfculo 59, u los cua­

les se agrega por lo que toca a los individuos del Supremo Gobicmo 1 In infracción -

del articulo 166. Art. 228.- En lns causas que menciono. el artículo anterior, se ha­

rán las acusaciones rmtc el Suprnmo Congreso, o el mismo Congreso las promo1Jctá 

de 0Hcio 1 y actuará todo lo conveniente pum dcclarnr si ha o no lugar 1\ In forma­

ción de causa; y dcclarnndo que ha lugar, mandará suspender al acusarlo, y remitirá 

el expediente al uibunal de residencia, quien prC"via cstn declaraci6n 1 y no de otro 

morlo formará In causa, In sustancinrá y sentenciará definitivamente con arreglo a -

l..::. k!·cs. A rt. 229.- Las sentencias pronunciadas por el tribunal de residencia, S(· -

remitirán al Supremo Gobierno parn GUe las publique, y haga cxccutnr p,01 medio del 

ge[e 1 o tribunal a quien corresponda: y el proceso original se pasará al Congreso, -

en cuya secretaría quedará archivado. Art. 230.- Podtán recusarse hasta dos jueces 

de este tribunal en los t~rminos que se ha dicho del Supremo de justicia. A Tt. 231.­

Sc disolverá el tribunal de residencia luego que huya sentenciado la~ cnusas que 10~ 

tiven su instalación, y las que sobrevinieren mientras existo; o en pasando el t6rmi­

no que fixarcn las leyes, según la natumlew de los negocios". 

Trnnsctibimos el Capítulo XIX porque en 61 cncontrnmos el antecedente más -

concreto de lo que es el actual procedimiento administrativo disciplinario¡ podemos 

a[irm¡u que la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, es una 

réplica contemporánea de este capítulo, como lo desprendemos <ic las siguientes --­

coincidencias: 
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la. El nnfculo 225 del capítulo, es un antecedente del nttkulo 49 de la Ley -

invocada, ya que en ambos se conceptúa el derecho de los paniculares u -

poder presentar unn acusación en contra de los empleados federales invcs~ 

gados. 

2n. En el nrtfculo 226 del cnpftulo 1 establece el mismo término de prescrip--­

ci6n pnrn la rcspon~bilidnd administrativa que el señalado en el artículo -

78 fracción t de la Ley de la materiu, diferenciándose en que en el antcc! 

dente se extiende a todo tipo de falta ndministmtiva, y en el ordenamiento 

únicamente n faltas menores. 

3a. En el artículo 228 se establece un prototiro de lo que es In facultad de -­

suspender provisionalmente en sus funciones, n aquellos acusados, en los que 

se hayan presentado elementos presuntivos de culpa, su1~ucstc. r.lle en la "º..!. 

ma vigente se encuentra señalado en el i.rtfculo 64 fracción IV 1 y sus tres 

últimos páunfos.. 

4a. En cuanto a la sustanciación del procedimiento y su determinación, el nu-­

r.1era1 226 riel cnrítulo es sh:1ils.r ni urtkL:lo 6<- hacciont?S 11 11 y 111 1 de -­

r.uc!.:t;r. Ler. 

5a. El attículú 229 en sus postulados, es una expresión visionaria de lo que ac­

lualmcntc preven los numerales 68, 74 y 75, ya que se desglosa In publici­

dad cuando se detecta una responsabiliüaci )' r1uién es el r,ce la aplica, coi!! 

cidiendo en que sea el Superior Jerihquico. 
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Los articulas ele la Ley no fueron transcritos porque cr.to se hará ni momento 

del análisis del capítulo tercero del presente trabajo¡ cabe imlicar que también cue!! 

to con semejanzas por su índole palarncmario, con el Título Segundo de la Ley Pc­

dcrnl de Responsabilidades de los Scn·idorcs Públicos, en el c¡uc se planten el juicio 

político, pero nos abstenemos de hncer una comparación con éste, porque no es ob­

jeto ele nuestro estudio. 

Otro antecedente importante lo encontramos en los artículos 38 fracción 111, -

39, 40, 43 1 44 y 137 frncci6n V 1 párrafos primero, segundo, tercero y cucrto, de la 

Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, sancionada por el Congreso -

General Constituyente el 24 de octubre de 1824. 

Siguiendo el trnnscurso del tiempo, en la Constitución de 1657, en sus anícu-­

los 103 al 108, de nueva cuenta encontrarnos que hay una estrecha relación con lo 

mencionado en los artículos 108 y 110 de nuestra actual Carta Magna, pero basando 

su criterio únicamente en el juicio político, no así de los empicados sin íuero ni de 

menor rnnr,0 1 por lo que no puede concedérsele el carácter de un antecedente del -

Título Tercero (objeto de nuestro estudio) de la Ley de la materia. 

La Constitución original de 1917, en sus artículos 109, 110 y 111, párrafos p~ 

mero al cuarto, señalaban In casuística específica sobre el juicio polftico (temn que 

rcitemmos, no es de nuestro estudio), pero el párrafo quinto del último artículo se­

ñalado, mencionaba Ja aparición de una Ley sobre responsabilidades de todos los --­

Funcionarios y Empleados de la Fecferoción, estableciéndose que debía ser siempre -

juzgado por un jurndo popular, en los términos de la fracción VI del artículo 20 --­

constitucional, y lo que nos parece muy importante es su concepto de faltas oíicin-
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I·?•, .:. los GUC cataloga como "los actos u omisiones que pueden redundar en pcrjui-

cío de los intereses públicos y del buen despacho, aunque hasta In fecha no hayan -

tenido carácter dclictuoso". 

El postulado constitucional tuvo su cristali1.ación en la Ley de Responsabilidn-­

dcs de 1939, In cual contenía seis Títulos, 111 nnfculos y 6 artículos uansitotios. 

En el artículo 10 se definía como materia de la Ley, a ln responsabilidnd de los d_t; 

titos y follas oficiales que cometlm en el desempeño de su cargo los funcionarios y 

empicados do la Fcdcraci6n1 del Distrito y Territorios. En especial, resalrnmos de 

cstn Ley los Títulos dl!cimo y undl!cimo que dcíinían los delitos cometidos por fun-

cionarios públicos, pero tal como lo sostuvo In Corte, según refiere el Maestro Raúl 

F. Cárdenas, 11es indudable que la. Ley de Responsabilidades ni hacer In distinción -

entre los altos [uncionnrios de la Federación y demás funcionarios de ID misma, nsr 

como de los demás emplP.ados respectivos, no quizo eximir de sanción los demás di!-

lites que cometieran los altos íuncionnrios que no estuvieran cnnumcrndos cxp1esa--

mente en el a1tkulo 13 de esta Ley¡ ... ya que es indudable que estos altos íuncio-

nnrios no s6lamcnte pueden cometer las inhacciones contenidas en el nnfculo 13 1 -

sino también las que comprende el artículo 18, pues como lo dice el juci de Dist ~ 

to en sus apavios, scrín tanto como cren1 una nueva categoría de delitos oficiales 

de altos [uncionarios, r,uc en cst' momento lo serían el cohecho, el peculado y la -

concusión, lo que es inadmisible". (9) 

Sin embargo, en la propia Ley se les tipificó y se les sometió a un régimen -

(9) Ob. Cit. Cárdenlis, íl.aúl F. Responsabilidad de los Funcionatios Públicos.- -
Pág. 90. 
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especial, presentando un problema teórico fundamental, ya que estos (cohechos, co!! 

cusión y peculado), al no estar conccptualizados como delitos de nitos funcionarios, 

se llegó al absurdo de que éstos quedaban impunes, corno no eran contemplados en 

el artículo 2Q de dicha Ley, reformándose en lo que toen al peculado, pero no así 

en lo concerniente ni cohecho y concusión, además de que derogó diversas disposici_!! 

ncs contenidas en los capítulos X y XI e.le! Código Penal rlc 1931. 

También cabe resaltar que resultó un írncuso esta Le~· por la ineficiencia del 

jurado de Responsabilidades, además de que su procedimiento rcsuhó sumamente e!! 

gorroso, como pudo observarse en el capítulo V, ya que exonera de hecho n los ni­

tos funcionarios, porque hay una indeterminnci6n jurídica sobre cuál precepto {entre 

el Cót1igo Penal del 31 y la Ley de Responsabilidades de 39) se ha <le aplicar para 

conocer de la concusión, cohecho y peculado. 

A grandes rasgos, el procedimiento c¡ue uplicaba ésrn Ley, era un juez cuando 

contaba con. elementos de juicio suficientes para ser probable lu rcsronsabilidad del 

funcionarios para hacerlo culrablc, éste (el juez), podrá girar oíicio informándole s~ 

brc la resolución que haya tomado y ordenado la aprehensión del funcionado, pi<li~!! 

dolc que lo ponga a su despacho. La autoridad deberá contestar de conformidad e~ 

la petición, dentro del término de veinticuatro horas, y después de ser aprehendido, 

se citará al funcionario y empleado para tomarle declaraci6n preparatoria. 

Asimismo, terminado el prcceso y resuelto el problema 1 el juez podrá fijar una 

parte de los emolumentos que corresponden al empleo 1 cargo o comisión en el c¡uc 

hubiera cometido el delito o falta oficial c¡ue se impute. 
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En esencia. recoge la distinción que hacen la Constitución del 57 y del 17, -­

respecto de la responsabilidad de los funcionorios de la federación, paro la comisión 

de delitos comunes durante el desempeño de su corgo 1 como de In comisión de de!,! 

tos oficiales en el desempeño del mismo, omiti6ndose tipificarlos ndccundamcnte en 

el artículo 13 de dicho ordenamiento. 

E.n la Ley de 1979, publicada el 4 de encto de 1980, denominada Ley de Res­

ponsabilidad de los Funcionarios y Empicados de la Federación del Distrito Federal 

y de Jos Altos Funcionarios de los Estados, en su artículo 10 establece a la lctm: -

11 Los Funcionarios y Empleados de Ja Fedcmción y del Distrito Federal, son respon­

sables de los delitos comunes y de Jos delitos y faltas oíicialcs que cometan en su 

cnrCo o con motivo del mismo, en los términos de Ley", GUC es en esencia, similar 

ni de la ley del 39. Distingue como delitos oíiciales los siguientes: "Att. ~O.- Son 

delitos oficiales los actos u omisiones de los funcionarios o empleados de la federa­

ción o del distrito [cderal, cometidos durnnte su encargo o con motivo del mismo, 

que redunden en perjuicio de los intereses públicos y del buen despacho"; y por [al­

tns oficiales: "Att. 40.- Son faltns oficinlcs las infracciones que afecten de manera 

leve los intereses públicos y del buen despacho y no t rnscicndan ni funcionamiento 

de las instituciones y del gobierno en que incurran los funcionarios o empleados du­

rnnte su encargo o con motivo del mismo"; considerando esta división, es sumamen­

te ambigua, ya que una irregularidad administrativa entraña ante todo la desobcdic!! 

cin en mayor o menor grado, a lo ordenarlo por una Ley. 

En In materia que estamos tratando, el Título Tercero de tal ordenamiento es 

el que en un sentido füeral nos dice ºDel Procedimiento en los Delitos y Faltn Oíi 

cintes de los Funcionarios y Empleados que no Gocen de Fuero"; y en un resúmen -
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más ilustrativo de este procedimiento, nos encontramos con lns siguientes etapas: 

Primero.-

Segundo.-

Tercero.-

Cuarto.-

Remite suplctoriamentc ni Código de Pmcedimicntos Penales aplicable 

en cada caso (Art. 63). 

Si el juez decreta In falta de elementos, se comunicará al superior j~ 

rárquico pata que aquél continúe en el ejercicio de sus íuncioncs (Art. 

64). 

Terminado el proceso penal, el juez remitirá el c"pcdicntc en su cuso, 

ni jurado de responsabilidades oficinlcs de los funcionarios )' empica-­

dos públicos (A tt. 65). 

Cuando la sanción sea absolutoria, se le rcintegrnul11 sus d~rnchos lab_2: 

rales, pa~ándalc los emolumentos <¡ue se hubieran generado durnnte su 

suspensión (Ares. 66 y 67), 

Cuando sea condenatoria la rcsoluci6n, se aplicará en todas sus panes 

la misma (r\ rt. 68). 

El Título Cuarto, ni establecer la competencia del jurado, l'!Specinlmente en su 

Capítulo Segundo, observamos que sus decisiones son inatacables, lo cual nos pa1ece 

sumamente injusto. 

De lo nmcriOJ, concluimos que ~sta Ley no contemplaba garnmíns constitucio­

nales indispensables, ra que no había una clara dcterminnción de tiempos de pres-­

cripción, y se hncfn una duplicación o continuación con el procedimiento penal, pa-
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sando a. ser este jurado, un juez de jueces. 

Lo que es una aberración jurídicn, es que no se permitía recurrir esta deter-­

minación por vfos ordinarias. 

Por último, en el artículo 84, rnmbién se cometía In inobservancia de Jos prin­

cipios jurídicos más escnciales1 ya que al Presideme se Je consideró omnipotente, t~ 

da vez. que se le daban atribuciones para inter'Jenir de manern directa en los movi-­

micntos de personal del Poder Judicial, tanto Federal como del Disuito Federal, lo 

que cntrnñn una folta de respeto n In división de poderes o focultades. 

Esta Ley resultó casi inaplicada por lo ambíguo, pero consideramos que su --­

más grande error fue precisamente el no vislumbrar que ni ser nugatodo ,el derecho 

cie los gobernados para denunciar y que se sancionen a los corruptos, entrañaba su 

propia lápida. 



CAPITULO 111 

APUCACION DEL TITULO TERCEfW DE LA 
Ll!Y FEDl\RAI. DE RESPONSAUILIDADES 

DI! LOS SERVIDORl(S PUBLICOS. 

A.- MODAl.IDADES DE LA PRESENTACION DE LA QUEJA O DEN\JNCIA. 

Desde un punto de vista global, el procedimiento administrativo disciplinario -

se desvía en la práctica y viola las leyes generales del ptoceso, constituytfodosc --

asr en unn íórmula política con vcstimenrns jurídicas. 

Para comprender lo anterior, es necesario determinar qué vamos a entender -

por proceso y procedimiento. 

Proceso para el maestro Cnbancllas es el "litigio sometido n conocímicmo y 

resolución de un Tribunal". ( 1) 

(1) Cabancllas, Guillermo. Diccionnrio de Derecho Usual. Ed. llcliasta, S.R.L. --
8a. Edic. Buenos Aires, Argentino, 1974. Vol. 111. Voz Proceso.- Pñgs. 391 -
392. 
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El nctunl Procurador General de la República, Sergio García Ramírez, nos di-

ce que el proceso "es una relación jurídica, nutónomn y compleja, de nn1urale1.a v.!!. 

riable 1 que se dcsauolla de situación en situación, mediante los hechos y netos ju-

rfdicos 1 conforme a determinadas reglas de prnccdimiento, y que tiene como finnli_ 

dad la resolución judsdiccional del litigio, llcvncto ame el juzgador por una de las 

partes o atraído ni conocimiento de aquél <lirccttuncntc por el propio juzgndur" -­

(2} siendo csrn definición semejante a la que nos ofrece el Maestro José Becerra 

Bautista. (3) 

En el Derecho Administrativo, p11ra el Maestro Miguel 1\costu Romero catn16-

ga a éste como 11 el conjunto de actc.s renliuidos conforme a dcterminntlns nom1ns, 

que tienen unidad enuc si y buscan una finalidad que es In resolución de un con-­

flicto1 la restauración de un detecho1 o resolver una c:ontroversin preestablecida. 

mediante una sentencia". {4) 

En un sentido general, proceso lo podemos cntcnde1 como una vinculac:ión ju-

rídicn de personas, que en unn controversia de intereses o en la búsqueda de decl~ 

ración que cree, modiíiquc o extinga situaciones jurídicas que se vean resuehns --

y/o concretizadas por medio de una sentencia, siguiendo para el erecto una sede -

de actos prcvistcs por In ley. 

Procedimiento presenta las siguientes connotaciones: 

{2) García Ramircz1 Sergio. Curso de Derecho Procesal Penal. Edit. Pnnún, S. A. 
México, 1974.- Págs. 21 - 22. 

(3) Beceua Bautista, jasé. Introducción al Estudio del Derecho Prnccsal Civil. -­
Ediciones de Améiica Central, S. A. 2a. Edic. México 1970.- Pi\gs. 31 - 33. 

(4) Ob. Cit. Acosta Romero, Miguel. Teoría General del Derecho Administrativo. 
Pág. 340. 
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a) El Maestro Eduardo Pallares nos dice que "el procedimiento es el modo ca-

mo va desenvolviéndose el proceso, los trámites a que está sujeto, la mane-

m de sustanciarlo 11
• (S) 

b) Guillermo Cubancllas lo define como 11 cl conjunto de formalidades que deben 

ser observadas por los justiciables o con respecto a ellos, cuando se dirigen 

a las jurisdicciones o para obtener, ya Sf':n In comprobación o teS(·CCto de -

un derecho preexistente y reconocido o violado, ya sen el reconocimiento en 

su provecho de un derecho nuevo. 

Conjunto de reglas impuestas por lu ley al titular de un derecho para hace.!. 

lo valer en justicia". {6) 

e) El catedrático Miguel Acosta Romero lo cmiemJe como 11 un conjunto de ne-

tos realizados conforme a ciertas normas para producir un acto" .. (7) 

En un sentido poetico e intf. rrclncionunclo los conceptos anteriores, podemos -

decir que es el rito de la norma¡ en un sentido estrictamente jurídico, viene n ser 

el conjunto de trámites o pasos a seguir que desembocan en la realitaci6n de un -

acto o en la determinación de una problemática jurídica planteada. 

Por consiguiente, y siguiendo una analogía con la doctrina penalista, el proc!: 

dirnicnto viene a ser el género y el proceso de especie, que es tambi~n nplicahle -

en materia administrativa. 

(S) 

(6) 

(7) 

Pallares, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. E.d. Porrúa, S.A. 4a 
Edic. México, 1963. Voz Procedimiento.- Pág. 594. 
Ob. Cit. Cabanellas, Guillermo. Diccionario de Derecho Usual. Voz Procedi-­
miento.- Pág. 390. 
Ob. Cit. Acosta Romero, Miguel. Teoría General del Derecho Administrativo.­
Pág. 340. 
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Con base en lo anterior, se establece que cxisle un procedimiento adminislr!!_ 

tivo disciplinario, rrevisto en el Título Tercero de In Ley Federal de Rcs~.onsabili­

dades de los Servidores P\1blicos, hipótEsis de trabajo que en su momento justifica­

remos r:nrn formular In conclusi6n definitiva. 

Todo pIOcedimicnto tiene un inicio y en el que nos encontramos comeritnndo, 

puede presentar las siguientes modalidades: 

1.- Desc!e el punto de vista de los intereses afectados. 

a) Queja. 

b) Denuncia. 

2.- Desde el punto de vista del perjuicio causado puede iniciarse por: 

n) OficioSbmentc por autoridad. 

b) Por inconformidad de particulares {ya sen por queja o denuncia). 

e) Por nnóni{nos o hechos notorios. 

La pdmcra clasificación es la que se consigna en el Artículo 49 primer párr!, 

fo de In ley en consulta; en un orden teórico, ésta pauta pretende hacer una simi­

litud (que para nosouos es inoperante), con lo que serfa un proceso penal, toda -­

vei que hay una total diferencia entre lo que es lo quejn ndministrntiva y la quer~ 

lla penal, y denuncia administrativa con la denuncia penal, considerándose en am-­

bos casos presupuestos fundamentales de procedibilidad que nosotros consideramos 

inaplicables durante la iniciación de estos procedimientos. 

La queja, en un .orden procesal, se da cuando hay una a(ectaci6n de intere--
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ses privados y particulares a cnrgo de un servidor público, en detrimento de la pe_! 

sona quejosa de manera di recta. (8) 

Para la denuncia, el presupuesto es que se cause un daño a la sociedad, o de 

manera indirecta al denunciante. Como !ns Contralorfas Internas actúan de manera 

política, se ha dado el caso de que se han tramirndo anónimos, notns periodísticas, 

hechos notorios, llamadas lClefónicas, etc., con una aparente violación fJagrante 

del procedimiento y las reglas más elementales de carácter procesal. (9) 

Doctrinnlmentc, a la queja administrativa se le ha pretendido que tenga scmj 

litud con la querella pcnnl, se le ha conceptualiunlo de diversas formas: en el die-

cionario de Cnbanellas se define como Ja "querella o ncusución criminal. Petición -

jtdicinl r.nra invalidar una disposición de úhimn voluntad. AclO procesal contra una 

nUloridad 11; así también define a In querellu como "la demanda en el ppcedimicn-

to criminal, la acusación nnte el juez o uibunal competente, pnrn ejercitar In ne-

ción penal contra los responsables de un delito". (10) 

El fallecido maestro Eduardo Pallares Ja conccptuulizn (refiriéndose a la que-

rclln) como: "la acusación o queja que uno pone contra ouo que le ha hecho ni--

gtín ugra,·io o cometido algún delito, pidiéndose se le castigue". ( 11) 

(8) 

(9) 
(10) 

(ti) 

En Ja Enciclopedia Jurídica Omeba aparecen lo siguientes criterios: "Abrnhum 

Ob. Cit. Cír. _ Guía para la Aplicación del Sistema de Responsabilidades en 
el Servicio Público.- Pág. 22. 
lbib. Cfr •.• - Págs. 22 - 23. 
Ob. Cit. Cubanellns, Guillermo. Diccionario de Derecho Usual 1 Vol. HI. Voz 
Querella.- Págs. 441 - 442. 
Ob. Cit. Pallares Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Voz. Quere­
lla.- Pág. 632. 
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Bauoloni Ferro. Es el neto procesal por el cual se ejercita In acción penal por --

uno o más delitos determinados contra sus irdicados autores, ante juel. o tribunal 

competente, proveyéndo los medios en su comprobación y solicitando los medios --

asegurativos de las personas responsables y de sus bienes. 

Mario Oderigo. Es el acto por el cual una persona legítimamente auwrizada, 

ejercitando la acción penal ¡x:>ne en conocimiento del juel. la noticia que tuviere --

acerca de un delito. 

Ernesto Van Deling. La solicitud hecha ante el tribunal para que éste conoi-

en en Wl determinado objeto procesal, mediante una acdvidad independiente. 

Carlos Tejedor. El primer escrito que pone en noticia del juez del delito y --

ofrece la información necesaria parn su comprobación, pidiendo qucdadq por basta~ 

te, se proceda a la prisión del reo". (12) 

En general, la querella que en matuia penal se reserva para delitos que afcE_ 

tan la esCera jurídica particular de un sujeto, si bien tiene cierta analogía con la 

queja administrativa en contra de un servidor público, presemn entre sí grandes di-

ferencias: 

1.- La queja ndministradva puede ser formulada por un panicular o autoridad, -

el cual una vez iniciado el procedimiento, no es factible el perd6n, mientras 

que en la querella, el perdón es un elemento que extingue sus efectos. 

{12) Ob. Cit. Enciclopedia Jurídica Omeba. Tomo XXIII. Voz Querella.- Págs. 941 
- 942. 
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Este supuesto se da en la prácticn de lo que es l!n trámite ndministrntivo, -

porque haciéndose del conocimiento de In autoridad sancionadora, ésta inicia 

la investigación y busca allegarse de los elementos para poder resolver con­

denatoria o absolutoriamente. En la mnteriu penal, como únicamente aíectn 

a su esfera jurídica, sin perturbar en gran medirla el interés público, se ha­

ce factillc que se perdone al presunto responsable, siendo una causal de ex­

tinción del procedimiento, en Jos términos del Artf(ulo 93 del C_ódigo Penal 

aplicable en materia federal. 

2. La queja entraña In actividad inmediata del 6rg;mo investigador que coincide 

con el sancionador, micntrns que en la querella siemprP. se emite, para ini-­

ciur una avt.rigunción previa, siendo diferente el órgano que hn lle cvaluarln 

pnrn determinar si es factiLle la imposición de unn pena. 

3. La queja puede ser formulada directamente por el afectado por medie de un 

escrito o en comparecencia, pero también puede ser establecida por notas -

periodísticas, anónimos, teleíonemns, etc.; la querella ÍOP.osamE'ntC necesita 

ser formulada por el particular y ratificada ante e! representante social. 

De lo anterior conduímos que la afcctnci6n de intereses que plantean In qu~ 

jn y In querella, en sus presupuestos y competencias, son rotnlmeme cncontrnclas y 

resulta inadmísiLlr. que se haga una analogía cie los mismos. 

En la denuncia adminio;trntiva y penal, se ha pretendido que exista una mayor 

similitud, que podemos apreciar en lo siguiente: 

a) En In Enciclopedia jurfdir.a Omcbn, se nprncia el siguiente criterio: 
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11 Unas \'cccs 6 fucuhati\·J. y otras o!Jligawda, la pucdt· ... fccluar una perso-

11.1 cupuz, que presencie la comisión de cualquier tlelitu que dt! lu,;ur a la ªE 

ción púhlicu o que por algún medio tm·it•re conocimiento del mbmu, ante 1d 

jue.t. compctcmc, lo~ ltncionarios del Minis101io Fisc;il }' lus lum:ionarins y -

empleados Sllpt!riorcs de In policía de la capital }' 1errit~1rios nacio1mlcs. La 

denunci.i corrt•:-ipunde únicu111cn1c en los delitos que d.rn lugar a l;.1 .tr..:ci611 pQ 

hlica". {13) 

O) En el Diccionario de Dt~rech1J Usual del llli.lCSllU Caliancllu.s, lu encontramos 

como un "acto ¡iur el cual S(' da cunocimit nto a la aulorid.1d por ese rito o 

verbalmente, Je un hecho contrario a las leyes, con objeto 1le que ést[l pro-

ceda u su averiguación y castig<iu. (H) 

c) l':Jtil el tratatliMa Fcncd1 "t.·ruendemus ¡ur denuncia el ..icro prct.:t.•sal consis-

ICl\ll' t•n una dccl.11¡.u.:i6n <ll~ con<ll'.illli1!nto t_·niitida pm una (il·tsona dctL·rmi-

nad.t t~n \'inud de l;1 1:ual pr<·porcion.1 al ti1tilar dL"I órg;rnu jurisdiccional l<i. 

nutici.1 dt~ un l1clhu t¡uc rcvistt~ los carncteres tlL•I delito o faltaº, (15) 

Como se oi.Jscn.a, la denuncia ad111íni.strali\•a presenta una mayor elasticidad y 

:if· jl·s1ifica en el hecho <le que (~ umoridaJ sancion;niora debe de rnlersc de los -

medios que tcn~a a Sl. alcance para Lu;;car Jutocuucgir l.is cü1Hluct.i.s .rn6111J.las Je 

Jos serviriores rúhlicos dcpendit•ntes. 

(13} Oh. Cit. Enciclopedia Jurídica Omcba. f'omo VI. \101. Denuncia.- Pi'i.gs. 760 -
761. 

(14) 01.J.Cit. C.1banellas, Guillermo. Dicciun:triu de Ucrcdm Usu:tl. Tomo t. Voz -
Denuncia.- PJ.g. tJI-\. 

(15) 1\pud. García Rarnírea, Scrgiu y Adato de llmrra, Victoria. Prontuario de D.= 
recho Procesal Pcn.d ML:xicano. Ed. Porrúa, S.A • .Ja. Edic. M6 . ...:ico, 1985.- -­
l'<ig. 24. 



Enttc la denuncin administrativa "! penalt existen las siguitntes diforcncías: 

l. La denuncia. pemtl tiene que set expresa del ufccrndo. o cualquier pc1sona -

debidamente. identiricada, o en su defecto, por autoridad competente, o en -

el caso de llagrancia; mientras 'lºº en la adminístrativn, basad1\ en un imc­

rés inúitccto, puede ser formulada pot pauicula1 o nucoridad, sin que ml'ifíc 

en su desahogo ln ncccsidnd de que la hnyn firmado, yn r~uc esta sn pucrlc 

prescnrnr en hojas sin rirmn, p<>t teléfono, 1eportes rndiofónicos, ere., en -­

arns de tma mayor cxpeditcz. del procedimiento ndmínistmtivo discíplinndo. 

2. La denuncia ndmioistrntiva, puede set formula1.fo ante diversas instancias, 

ln denuncia penal forz.osamcntc sc1á ante el Ministerio Público, 

Oc los amcríores comcnt:iríos rnfcridos n la queja o denuncia, cal.te rcsnlrn.r 

que entte ambas tcalmcote no existe unn diferencia de ftndo, por lo que es convE. 

nicntt 1cíormar ln Ley F'cdernl de Responsabilil.h1dcs de h•s Se1vidores Pl"1blicos, a 

cíecttJ de que se deje por economía procesal una sola denominación, ptoponiendo -

que sea la denuncia, máxime que la semántica llevarla l.\ los extremos, provoca --­

siempre agrnvios n los pntticulares. 

En nuestro i:onccpt<.· 1 es inadmisible la puíctkn de recibir anónimos ra que -

se desvinún el r.lctccho de audiencia y 1a equidad emre tn.s partes, toda vci. que se 

provoca molestia sin causa ni fundamento n lus particuh:ues responsables; udemás -

de la inseguridad jurídica que se establee(> en lo gcnernl, creemos que lo más im­

portante es determinar ron precisión lo que ~ste significa, y pata el electo, l!l ll;! 

tor GuiHcrmo Cabanellns nos manifiesta lo siguiente~ en re !ación con el anónimo: -

"Se dice dl:!l escrito sin firma1 o con firma desconocida que tiene por objeto ame-
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nnzar, insuhnr, inculpar, delatar o acusór u alguna persona. 

Las denuncias anónimas no· deben ser admitidas y toda inculpación debe ir fi! 

mndn por la persona que la haga". (16) 

Constituyéndo también un uctc de molestia que va en contra del espíritu del 

Artículo 16 Cons1itucion11I. 

De todo lo anterior, podemos decir que denuncia (en base a nuestro concepto 

unificador que proponemos) es todo aviso o comunicación de hechos u omisiones, -

que níccten intereses particulares o sociales, atribuic'os a un servidor público, y --

que se encuadren en alguno de los supuestos c¡ue son considerados corno faltas ad-

ministrntivas. 

B. ACUERDO DE INICIO. 

Dentro del procedimiento administrativo disciplinario como observamos, una -

ve.z recibida una denuncia por In Contralorfa Interna de la dependencia o lo Secrc-

tarfa de Ja Contralorfa General de la Federación, se acostumbra dar cuenta con --

ella y dictar su radicnci6n prccesal, por medio <le un proveído denominado Acuerdo 

de lnicio. 

Para el análisis jurídico <le este acuerdo, necesitamos comprender los siguicn-

tes nspectos: 

( 16) Oh. Cit. Cnbancllas, Guillermo. Diccionario de Derecho Usual. Tomo l. Voz 
Anónimo.- Pág. 183. 
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l. SUPLETORIED/\D. 

l.Qué Código Ptocesal es aplicable, cuando es omisa la Ley comentada? 

De aquí p.·utc la gran inaplicabilidad que padece la Ley Fedctal de Rcspons~ 

biHdadcs de los Servidotes Públicos, debido a que no hay un criterio uniforme lno 

ClC.iste un manual de procedimientos pam rincar 111 responsabilidad) para detetminar 

si se aplica el Código Federal de Procedimientos Civiles o el Código Fcdcrnl de -­

Procedimientos l'cnnles1 siendo como consecuencia l'l.~totio el dcrncho de los pai~ 

n1l,H• f•lrn defenderse de las arbitrntiedatles cometidas por los servidores públicos. 

Los que están a Cnvor de que sea considerado d Código f.'edernl de Prnccdi-­

mientos renales, esgrimen a su Í3\IOt los sigttientcs elementos: 

l. El artículo 45 de la Ley de la matetia, expresa textualmente lo siguie,!! 

te: "En todas las cuestiones relativas 111 ptoccdimicnto no prt?vistas en esta Ley, -

así como la apteciaci6n de las pJUebas 1 se observarán las disposiciones del Código 

Federal de Procedimientos Penales. Asimismo, se atenderán, en lo conducente, las 

del Código Pena\ 11
• Como se observa, el ordenamiento mencionado es expreso en -­

darle a este numeral la extensión competencial de supletoriedad para toda esta di! 

posición legal. 

Pero e"'isten a este critetio las siguientes consideraciones: 

a) No puede existit identidad de atdbuciones entre una autoridad -

persecutora como lo es el Minitcrio Público, del orden federal o 

el juzgador c!e la materia penal, y una entidad autoconectota de 

111 Administración Pública. 
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b) l os medios para hacer vnler sus detcrminncicnes son diametral­

mente opuestos, porque en el procese. perrnl el juei tiene In fa­

cultad de dictar medidas correcth·as para hacer cumplir sus SC_!! 

tencias, mientrns que In autoridad administrativa, para ejecutar 

sus resoluciones utilizn dircctnmente a los superiores jerárquicos 

parn que estcs impongan la sanción. Verhir,racia, al imponer el 

juez. penul una sanción de 20 arlos n una persona por haber co­

metido ésta el delito de homicidio, tu\o que haberse comproba­

do previamente el cuerpo del delito y In presunta responsabili-­

dad, haberse ejercido la investigación a caq~o del Ministerio Ptí­

blico, y en vista de lo anterior el reo es recluido en una pcni-­

tenciaria, dado lo anterior, una autoridad ndministrntiva (por -­

ejemplo la Contralorfa Interna de la Secreta ria de Educación PQ 

blica), al recibir una denuncia en comrn ele al~unos s~rvidorcs -

públicos por foltrts administrativas, inicio una investigación, (pu!} 

to que analizaremos posteriormente) y después que ha encontra­

do los elementos que hagan presumir alguna violación de las -­

obligaciones contempladas en el articulo 47, ésta misma entidad 

mandará citar al presunto rcEr,on5alJlc r una \'C!l. que tenga \'C­

rificativo la audiencia en donch? se ofrecer:1n, achnitir.\n }' dcsah!! 

garán todas las pruebas de cargo y descargo, la propia entidad 

dictará la resolución imponiendo alguna sanción u declarando i_!! 

subsistente la procedencia. 

Como observamos en nada se parece absolutamente el proceso ¡.icnal al proc~ 

dimicnto adrninistrativc. disciplinario, siendo ilógico en consecuencia que se pretenda 

hacer unn supletoriedad del ordenamiento adjetivo comentado. 
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e) En una interpretai:ión sui géncris, In Guía pura In Aplicación de 

Responsabilidades en el Servicio PúlJlico, elaborada por la Scc.:r~ 

tarín de la Contralo1ra General de la Federación omite citar al 

Código Federal de Procedimientos Penales, como qn ordcnamicnrn 

st1pletorio en el uámilc administrativo, máxime que su ubicnción 

dentro de lu Ley (artículo 45) se da en el Título Segundo, rcg:; 

landa al Juicio Polílico. 

d) El procedimiento ndminisuativo presenta uno sola fase procesal, 

mientras que en el procedimiento penal existen primordinlmcnte 

tres foses: la investigación del delito, a cargo del Ministerio P~ 

blico, haciendo la consignación del cxpedicmc al ju1.gado, el --­

cual dicta un auto de rndicación, se abre una dilación probato­

ria de 72 horns pnra resolver sobre 1a situación juridiGn, se to­

ma declaración pteparntoria, se reciben pruebas y dentro de es­

te período se dicta el auto de formal prisión o sujeción al pro­

ceso. En el cnso de que se dicte nuto de lillcrrnd por folta de 

elementos para procesal o de libertad absoluta, no se inicia el 

proceso hnstn que se tengnn más elementos. 

La segunda parte abaten In etapa de la instrucción, que com--­

prende el término para ofrecer pruebas y la admisión y d~saho­

go de éstas. 

La tetcera etapa será desde el auto que declara cerrnda In ins­

trucción, el período de conclusiones otorgado n la defensa y ni 

Ministetio Público, la audiencia de vista y la sentencia. (Anícu-
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los 14 tercer párrafo y 20 constitucionnl). 

En nuestro concepto, en nada absolutamente es paralelo el procedimiento nd­

ministtativo disciplinado ni proceso penal. 

2. Los que están en favor del Código Fcdctal de Procedimientos Civiles, se 

basan en una reglo que le confiete n este ordenamiento, la suplctoric<lad en la m~ 

yorfa de las controversias ndministrntivas, ¡ior ejemplo en b Lcr de Amparo, y el 

Código Fiscal de la Federación, además en lo que indil..:n lu Gufo parn la Aplica--­

ción de Rcsponsabilidatlcs en el Servicio Público de la Sccrcturfa de la Contrnloria 

General de In Federación, en sus páginas 27 n 33. 

Nosotros tampoco estamos de acuerdo en este criterio puesto que saltan a la 

vista las siguientes observar.iones: 

a) En el procedimiento Civil í-'cdcrul, existe unn trípode ptocesrd, formada 

por las panes )' el jui.gador 1 ante el cual se dirime Ja contrm·crsia de 

in"tcrescs. 

Las partes son vistas por In doctrina de las siguiente forma: 

Pnne en sentido material. Las personas Hsicas o morales que intervie­

nen en un juicioy sobre las cuales tt•caen losrcsultados de la sentenciarle 

rondo, término y fin dclproccs1~. 

Las partes en principio siempre son dus, la que 1unca y la que se de-­

Hende, llamadas comunmcnte parte actora o demandante y parte de--­

mandada. 
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Pnrte en sentido Formal. Todo ser humano desde que nace hasta des---

pués de su muent, puede ser parte mntcrinl en un juicio, porque lus -

sucesiones, así como los menores o incapacitados pueden demandar y -

ser demandados ante los tribunales. 

Pcrc n pesar de ello no todos pueden comparecer por sí mismos ll de--

render sus propios derechos, esto mismo sucede con las personas mora-

les. En estos casos surge la necesidad de In rrprescntación 1 y son los -

representantes, precisamcntt: los r¡ue en teoría se denominan partes fo.!. 

mR les. (17) 

El órgano jurisdiccional tien~ en su concepto In siguiente connotnción: ''Pers~ 

na a In que de monern permanente o accidenta\ se le ha conferido In potestad de 

adminisuar justicia''t (18) lo que signHicn aplicar el derecho por \'Ía d~l proc<•so. 

Así como también, juez es entendido como "Funcionario del Poder judicial en 

quien se delega el ejercicio de la potestad jurisdiccional del Estado, es el encari!~ 

do de la función pública de ndministrnr justicia, quien mediante proceso y con im-

pctium resuel ... e, a tra\•és de sentencias que adquieren la cnlidad de cosa juzgada, -

los conflictos sometidos a su decisión. Es el prir cipal promotor de justicia por lo 

cuül se le debe de conocer su alta dignidad". (19) 

En el Código Federal de Procedimientos Civiles, en su artículo primero el ---

(17) Ob. Cit. Cfr. Decerra Bautista, José. Introducción al Estudio del Ocre-­
cho Procesal Civil.- Págs. 61 - 63. 

(18) Ob. Cit. De Pina, Rafael. Diccionario de Derecho. Voz Juzgador, Juzgar. 
Pág. 322. 

(19) Oh. Cit. Diaz de León, Marco Antonio. Diccionario de Oe1echo Procesal 
~á~~ltbo?: Términos Usuales en el Proceso Pc0l1l. Tomo l. Voz Jue~-
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cual a In le! ra dice "sólo pueden iniciar un procedimiento judicial o intervenir en 

él, quien tenga interés en que la autoridad judicial declare o constituya un dere-­

cho o imponga una condena, y quien tengu el interés contrnrio 11
1 encontramos r¡uc 

es funclnmental para incoar cualquier tipo de controversia, la preexistencia de im~ 

reses encontrados que si; presentan ante un órgano jurisdiccional, para ser rcsuel-­

tos. 

En el Procedimiento Administrativc, Disciplinario, no existe una conttariccfod -

de intereses, ni hay un 6rguno catnlizndor o decisorio de los mismos, puesto que -

el servidor público va n buscar en su defensa, que se desvirtúen los hechos irregu­

lares que le atribuye la autoridad y/o particular, siendo la propin contralorfa la e.!! 

cargada de decidir si logró tal objcti\'o. 

b) Tampoco puede ser aplicable porque los intereses que contemnla el Có­

digo Adjetivo citado, son esencialmente n petición de parte, y con im­

pulso procesal de estas, existiendo la posibilidad de desistirse de la ac­

ción o instancia ir tentndil por el actor, o de las excepciunes hechas V!!; 

ler por el demandado, según se uprecin en los artículos 373, fracciones 

11 11 y 111, 375 primer párrafo y 376 del Código Federnl de Procedimie!! 

tos Civiles, mientras que el procedimif'nto ndrninistrativo disciplinario no 

es substanciado por impulso procesal de ninguna parte, ya que es In -­

propia autoridad investigadora la que indaga dirccrnmentc. todas las ve!.. 

tientes del problema planteado, de acuerdo con In importancia, nivel j_~ 

rárquico del servidor y las circunstancias especiales que rodean al nsu!! 

to, no existiendo desistimiento de la denuncia, ya que en esencia se C!_ 

tán salvaguardando o pretendiendo salvaguardar la eíicicncia del sct\'i-­

cio público. 
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e) El procedimiento ci'Ji1 imariablemente se presenta por medio de un es­

crito que es puesto a considcrnci6n de la autoridnd judicial, debidamc.!! 

te firmado, reuniendo todas las características que r.irevicne el articulo 

322 del Código atljctivo citado, mismo que a In lctrn dice "La demanda 

expresará: 

l. El tribunal ante el cual se promueva. 

ll. El nombre del actor y el del demandado. 

Si se ejercita acción real o de vacancia, o sobre demolición de 

obra peligrosa o suspensión y demolición de obra nueva, o sob1c 

daños y perjuicios ocasionados por una propiedad sobre otrn, y 

se ignom quien sea la persona cont rn la que deba enderez.nrse -

In demanda, no será necesario imJica1 su nombre, sino que bas­

tará con la designación incon{undiblc del inrnucble 1 para que se 

tc.nga por señalado al demandado. Lo mismo se obsf;rvará en 

caso s análogos y el emplal.llmiento se hnrá como lo mada el -

articulo 31 S. 

111. Los hechos en que el actor funde su petición, narrándolos suci!! 

tnmcnte, con claridad y precisión de tal manern que el deman­

dado puede producir su contestación y defensa. 

IV. Lo! fundamentos de derecho, y 

V. Lo que se pida, designándolo con toda exnctit ud, en términos -

claros y precisos". 

Mientras que para el procedimiento administrativo disciplimuio, no existe una 

regla que establezca la forma en la cual se reciban las denuncias que formulen los 

particulares afectados, autoridades o terceros, pudiendo vcri(icarsc por notas perio­

dísticas, escritos1 telefonemas, anónimos, oficios o cualquier otro medio que haga 
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del conocimiento de lns Contmlorias Internas o de la Secretaría de la Contraloria 

General de la Federaci6n 1 la rl•nlizaci6n de nlr.ún hecho irregular atribuido a un -

servidor público. 

Por estos ues npnnados se llega a la conclusión de que no puede ser aplica­

do suplctorinmentc el Código Federal de Procedimientos Civiles, ya que su natural.!: 

Ul vn totalmente en <· •.; ra de In Ley de In Materia. 

3.- En la praxis, las autoridades de lns Conualorias Internas r de la Scc r~ 

taría de Ja Conrraloría General de Ja Federación, nnce Ja rigidez de un sistemn le­

gislativo y la falta ele tma decisión política, que corrija las deficiencias csuuclura­

lcs de la ley en estudio, han implemcnrndo unn mczcolanm infundudit que origina -

una confusión jurídica en Ja implcmencaci6n del procedimiento. 

Pretender fundir la materia civil y la penal en su aspecto adjetivo, es como 

querer junlar el agua r el aceite, dado lo encontrado de los derechos que tmclan, 

de los fines que se persiguen y sobre todo, de la justicia que debe de reinar clen-­

uo de la teleología del procedimiento en gcnernl. 

Es tambi6n triste que a este procedimiento, ni hacerse una serie de anifi--­

cios para investirlo de cierta solemnidad, se le c~aé utilitando corno simple conjun­

to norma1j\·u represor de control político, )'ª que dificilmente se llega a incoar en 

contra de alias funcionarios, y cuando se busca perjudicar justa o injustamente a -

un sen·idor público incovenicntc a los intereses en el poder, surgen argumentos ci­

viles, penales, administrativos, laborales, etc., que posiLilitan la sanción más J:rave, 

negándose por ende en esencia el ideal de los antiguos romanos "justicia est cons­

tan et perpetuas \.'Oluntas, jusun quique tribure", justicia .es la constante y perpe--
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tua voluntad de dar a cada quien según su propio derecho. 

Como podemos encender unn práctica tan nefasto.? La respuesta, ineludible--­

men1e radicará en la búsqueda de unn conservación de srntus, que en algunos en-­

sos no llega a corrcsr-onder n lo.s reglas generales y estndcas de la equidad o la -

h!-rmerñllca jurídica, puesto que el aspectc político ni enscñorarse sobre los hechos 

y In reali<:ad, termina por ser un mero instrumenco de dominación, dejando a un -

lado el supremo fin que es la preservación de la honradez en un sistemn 1 sin una -

Ley capaz de cumplirse, las arbitrariedades sobrepasarán las rarnncs de In palabra 

y la dcma~ogia. 

4.- E.n nuestro concepto al no ser aplicable suplctoriamente en estricto de­

recho, ninguno de estos dos ordenamientos, es claro suponer que In or.ci6n más vi.!! 

ble, sería dornr ni Título Tercero, comentado, de una parte adjetiva, que, contcm-­

plaru lus carncteristicns esenciales de su tramitación, o la tan anhelada creación -

de un Código de Procedimientos Administrativos, con un título cs¡1ccial paru este -

tipo de asuntos, el cual seria un tema de tesis para im·estigaciones posteriores. 

11. AUTO DE RADICACION O ADMISION DE LA DEMANDA. 

Al no existir en nuestro criterio, unn supletoriedad jurídica aplicable a este -

tipo de asuntos, surge Ja siguiente interrogante. (Es similar el acuerdo de inicio -

al auto de radicación o ni auto de admisión de la demanda? 

Parn dilucidar estn controversia, por auto de radicación entendemos que "una 

vez formulada la consignación de actuaciones por el Ministerio Público, el asunto -

pasa a consideración de In autoridad jurisdiccional. Con ello se abre el proceso, -
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propiamente dicho, y se inaugura su primern rase, denominado sumario o instruc--

ción, El primer acuerdo judicial ciuc en ésta se adoprn es el denominudo amo tic 

radicación, de inicio o cabeza de proceso, que carece de requisitos formales cspc-

dficos. 

Desde el auto de radicación existe la relación juridicn procesal". (20) 

Por lo que respecta n In admisión de toda demanda en el prncedimicnto civil, 

ésta se debe realizar como un acto que se encuadra dentro de In función jurisdi~ 

cional, ya tJUC es el puma de partída para establecer la posible nd..iptación de una 

norma de carácter general y abstracta a los casos particulares, la curd tiene fuer-

za ob1igatoria 1 mientras que en el 1 roccdimicnto adminstHHi\'o proc:cdc por cuentn 

propia y tiende u satisfacer directamente los intereses del Esrndo, garantizados --

por el derecho olijetÍ\IO. (21) 

De lo anterior se desp1ende que ninguno Je estos prnceJirnicntos que somcru-

mente hemos visto, puede adecuarse a los efectos que entraña un acue1do de ini--

cio en el procedimiento administrativo disciplinario, los cuales pueden ser: 

l. Es la forma por In cual se da apenura a un cxpediente 1 gl!neruclo por 

una denuncia o una investigación. 

2. Ln apertura del expediente, no prejuzga la comisión de una falta aJmi-

nistrativa, sino tnn sólo es reflejo de la actividad indagatoria que tic--

(20) Ob. Cit. Gnrcia Ramfrez 1 Sergio. Curso de Derecho Procesal.- Pá~s. 365 
366. 

(21) Ch. Bañuelos Sánchez Froylán. Pfactica Civil Forense. Cárdenas Editor 
y Distribuidor. Ba. Edic. México, 1987. Tomo Ir Pñg. 177. 
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nen encomendadas todas las contrnlorfas internas o la propia Secretaria 

de la Contraloría Genernl de la f<'cdernción. 

3. En nuestro concepto el Auto de Inicio debería tic dcsupareccr, y ser -­

substituído por una simple ra1.6n de nctuncioncs, en donde se motive y 

funde el inicio de este trámite, pucslO que el fin esencial se· va a gen!: 

rnr y agotar en la audiencia, y es irtclevantc que se dicte con la serie 

de fundamentos que cotidiannmentl! se esgrimen. 

Lo anterior se molirn porque ni darle una e;i;ccsiva formalidad a mi nuto, se 

cstnrán causando netos de molestia ni servidor público, sin que aún se encuentren 

ngotadas las investigaciones y por consiguiente existe la carencia de fundamcmnción 

y motivación, requisitos sine qua non de rndo acto de autoridad en los términos -­

del artículo 16 constitucional, el cual a la lctrn nos dice en su primer párrnío: -­

"Nadie puede ser mOlestado en su persona, familia, domicilio, pnpclcs o vasesio--­

nes1 sino en vinu<l de mandamiento escriw de Ja autoridad competente, que funde 

y motlve la causa legal del proccdi01ienl0 ••• 11 

En conclusión, el acuerdo de inicio no tiene una natumlc1.a jurídica que pue­

da encuadrarse en el procedimiento penal o civil, ~·a que sus ~fcctos son meramc!! 

te administ rodvos sin una motivación adecuada, y por consiguiente sería convenien­

te cambiarlos por simples razones de entrada, las que no harían imputación o acto 

de molestia alguno, al servidor público investigado. 
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C.- ELEMENTOS DE PRESUNTA RESPONSABILIDAD. 

El artículo 64 de la Ley en estudio, es omiso en el procedimiento analizado, 

por lo f]UC rleja a In libre voluntad ele la autoridad y/o servidor público acusado, la 

determinación de los elementos de 6ste. 

Siguiendo la teoría general del proceso, cncont rumos nosotros cómo principa-

les elementos los siguientes: 

l. PllESUPUESJºOS. 

1 o La existencia de una denuncia, tema que estudiamos en el nparrndo 

anterior. 

29 La realización de una investigacilSn para determinar la presuma res 

ponsabilidacl del servidor pl1blico señalado como infrnctor. 

Podríamos hacer un paralelismo con lo que sería In averiguación en el proce-

dimicnto penal, In cual es conccptuulizarla como "la actividad que despliegan tanto 

las autoridades judiciales como las del Ministerio Pl1blico y Policía judicial, pam -

comprobación ele los delitos en la presunta responsabilidad de los inculpados". (22). 

Asimismo, Averiguación Previa "es el conjunto. de ílctiviclades c¡uc dcsempefm 

el Ministerio Pl1blico, para reunir los presupuestos y rcquisi1os de ¡iroccdibilidnd n~ 

cesarios parn ejercitar la acción pcnaP'. (23) 

(22) Oh. Cit. Dfoi. de León, Marco Antonio. Diccionario de Derecho Procesal Pe 
nal y Tórminos Usuales en el Proceso Penal. Voz A\·eriguación. Tomo 1.- ~ 
Pá~. 310. 

(23) lhib. Tomo l. Voz Averiguación Previa.- Pág. 310. 
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Para la indagución administmtiva 1 lns Contraloríns Internas o la Sec1ctnrín de 

In Contmloría Genernl de In Federación, se han valido de los siguientes medios: 

1.- Por medio de testimoniales, esto es por medio de declnrncioncs do los ---

afectados, otros servidores públicos o en general de cualquier rcrsonn qutY 

le consten hechos relativos a la supuesta información. 

2.- Los documentos privados, yn sean firmados o no pot los paniculares nícc-

lados o no, así como actuaciones, norns periodísticas, 1cpones radioíóni-­

cos, en si cualquier escrito que sen emitido por autoridad competente, P!:, 

ro que aporte datos que permitan coinprnbar el ilícito administrn1ivo. 

3.- Documentos públicos, consistentes en actas aclminist ra ti1.'as, oficios, circul~ 

res, y en general püJ cua1quic1 documento expedido o formuln~o por cual­

quier autoridad en ejercicio de sus (unciones. 

4.- La pericial, sobre todo In de tipo contable r¡ue se desenvuelve en un proc~ 

so de verificación y cruce de datos denominado auditoría, )'a sen de tipo 

financiero, sobre tecursos humanos, recursos materiales o de tipo gencml, 

cuando abatca estos tres aspectos. 

Estos elementos los habremos de estudiar más n fondo en el apartado sit~uic!! 

te. 

1\nalizndo lo que sería la investigación y los medios usuales que se utilizan -

en ésta, se pasa ni puma neurálgico de procedibilidnd de este trámite, que es la -

¡ucsunta responsabilidad. 
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H.csponsabilidad es denominada como 11 dchcr de sufrir las rcnas establecidas -

para los defüos o faltas cometidas por dolo o culpa. Capacidad para nccptar las 

consecuencias de un neto concicntc y voluntario". {24) 

En materia penal se le conceptúa como "la que se concreta en la aplicación 

de una pena por acción u omisión -dolosa o culposa- del autor de una u otra. 

Es (strictamentc personal, de interprctaci6n restringida de irretroacci\·idad 

prohibida, de voluntariedad presente y de orden público". (25) 

[)entro del cnnlpo administrativo, un concepto que rcsaha respecto a la res--

ponsahilidad en materia oricial, es el que brinda el Maestro Andr~s Scrw Roj<is, -

ni indicar que es "la obligac.ión en que se cncucnt ra el servidor del Esradn c¡uc h:1 

inírinr,itlo la Ley por haber cometido un delho, una faltn 1 o ha caúsaclo unn ¡1érdi-

da o un daño". (26) 

Analizados estos conceptos de resr.onsabilidad, nosotros la cmcmlcmos como -

el presupuesto proCl?Sa) que establece In obligaci6n de sometimiento de un inírac- .. 

wr 1 a la sanci6n que la Ley establece n su conducta, mcdinntc la compr1Jbación y 

consir,uiente adccuaci6n del hecho ilícito que se le auibuyc, al hecho abstracto --

que la Le}' contempla. 

(24). Ob. Cic. Cabancllas, GuilJCJmo. Diccionario del Derecho Usual. Tomo 111. -
Voz Responsabilidad.- P.'ig. 574. 

(25). ILilJ. Tomo 111. Vot. Responsabilidad Penal.- Pár.. 579. 
{26). Ob. Cit. Serra Rojas, Andrés. Derecho Administrativo. Torno 1.- Pág. 463. 
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En materia administrativa, no podemos Imbiar de un cuerpo del delito, y se--

ría absurdo establecer un cuerpo <le In infracción, yn c¡ue In responsabilidud en su 

sentido lato abaren la conducta, desde el punto de vista de la sujeción del inhnc-

tor ni orden csrnblccido. 

Con lo nmcrior encontrnmos que In responsabilidad adminisuativa, siempre S.!:, 

rá atributiva, y para que surta sus efectos ncccsarinrnente tcmhá que ser compro-

bada. 

Dentro del procedimiento ndministrntivo disciplinario, se hnhlu siempre de una 

presunta W!ponsnbilidnd. 

La presunción es dcíinida como "In conjcturu o indicio que sacamos ya del -

modo que gencrnlmcnte tienen los hombres de conducirse, ya de las ley,cs ordina--

rias de la naturnlcza, o bien In consecuencia que saca In Ley o el Magisterio de -

un hecho conocido, para averiguar la verdad de un hecho desconocido o incierto''. 

(27) 

Aunque en su concepción más real vendría n ser el de indicio el cual ndquic-

re el significado de: "Cualquier acción o señal que da a conocer lo que está ocul-

to; In conjetura producida por las circunsrnncias de un hecho¡ In sospecha que ha-

ce formar Wl hecho desconocido de que se untn". (28} 

Para el Maestro OílLz. de Le6n, indicio "son los signos, señales, rnzgos o huc-

(27) joaquin Escrichc Apud. Ob. Cit. Bañuelos Sánchez. Froylán. Práctica Civil -
Forense. Tomo l. Voz. Presunción.- Pág. 719. 

(28) lbib. Vo> Indicio.- Pág. 719. 



- BS 

l lS <¡ue sitvr.n pnrn presumir que un hecho o aclo pudo suceder o que hn sucedido. 

En otras palabras, toda acción o circunstancia relacionada con el hecho que se in-

\'CStig6 y que permite inferir su existencia y modalidad, es un inclicio¡ nsí todo he-

cho que guarde relación con otro, puede ser llamado indicio". {29) 

De lo anterior desprendemos que más que una presuma responsabilidad (que -

es el t~onino utilil .. ndo por las Contrnloríns l0Lc1nas y por la propia Scc:rcuuín de 

In ConlmlOJía General de la Fedcrnción), vcndrín u ser unn responsabilidad indicia-

ria, por cunnto no se lm configurado ni aún tHesuncionnlmente, la comisión del in-

cumplimiento a lus dubcH!S estableciUos en el artículo 47 de la Ley de la mntcria. 

ti. SUJETOS. 

t.- El ¡.¡crvidor público. Este rn hn sido analizado en el Capítulo Primero de -

esta Tésis y es requisito indispensable para poder iniciar o continuar una unmitn--

ción tm los términos de lo Ley Federal de l{csponsnliilidadcs de los Servidores Pú--

blicos. 

2.- Autoriclnd. Elemento cnmbilin yn analizado en el Capítulo Primero de esrn 

Tésis. 

111. OIJJETO. 

El por (¡ué de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos1 

(29) Oíat. de León, Marco Antonio. Diccionario de Derecho Procesal Penal y de 
Términos Usuales en el Proceso Penal. Tomo 1, Voz Indicio.- Pág. 942. 
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tiene sus causas en dos factores fundamentales. 

1.- En lo jurídico, pretendió ser un sistema legal que sancione n los infracto­

res de In Ley, atribuyéndoles una 1cspons1.1bilidad 1 en un principio indicia-­

ria y después de una investigación y audiencia, determinar su existencia y 

consiguiente sanción, como hemos visto, no se ha llegado a cumplir por -­

las deficiencia$ de su cstructurnci6n. 

2.- En lo político, como lo indica su propia exposición de motivos, intenta ser 

un freno a In corrupción, vicios burocráticos, y en gcnernl, a todas nquc-­

llas irregularidades que se vienen presentando en In ndminisuación pública, 

buscando ser el instrumento para el control de la disciplina intcma con ~ 

ncs eminentemente publicitarios, basados en el principio de que un sistc-­

mn de nutccorrccción que es conocido, scnciHo y rápido, asegura la sujc-­

ci6n de los gol>ernndos 1 y pa.sa a ser un elemento de control rolftico; más 

en la práctica, In corrupción no se ha llegado a detener porque como he­

mos obser'fado, es complejo el sistema de responsnbilidades que se forma 

es poco conocido, y presenta contrudicciones jurídicus que necesitan urge!! 

tementc ser corregidas. 

Por lo expuesto, considernmos que la rcspons1lbilidad indiciaria, ni depender -

de factores políticos en su orígen, engendra una constante posibilidad de que el n~ 

tu1u de las Contraloríns Internas y de la Secretaría de la Contrnloría General de -

In Federación, no sen equitati'fo, en Rrt!-- de la conservación de un status o de la -

represión de lu disidencia, la que vicia el contexto jurídico de justicia y equidad, -

que debe reinar en todo procedimiento. 
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D.- AUDIENCIA CONFORME EL ARTICULO 64. 

El procedimiento político disírnzndo con tintes de judicial, tratn de encuntmr 

una justificación a su legalidad, al establecer en su nnfculo 64 lo siguiente: 

"Af~TICULO 64.- La Secretaría impondrá lns sanciones ndministrntivas a que se re 

fiere este Capítulo mr.dinntc el siguiente procedimiento: 

1.- Ci1ará al presumo responsable a una audiencia haciéndole saber In respon­

sabilidad o responsabilidades que se le imputen, el lugar, día y horn en -­

que tendrá vcriíicativo dicha audicnda }' su derecho a o[rcccr pruchus y -

nlegar en la misma lo que u su derecho convcngu, por sí o por medio de 

un defensor. 

Tumhién asistirá a la audiencia el representante ele la dependencin f!UC P.!!. 

ro tal efecto se designe. 

Entre la fecha de la citnci6n y de In audiencia del:terá mediar un plaw no 

menor de cinco ni mayor de quince dias hábiles; 

11.- Al concluir la audiencia o dentro de los tres dias hábiles siguientes, la SE_ 

crctnrín resolverá sobre la inexistencia de responsabilidad o imponiendo al 

iníractor las sanciones administrativas correspondientes y notificará la re­

solución dentro de las veinticuatro horas siguientes ul interesado, a su je­

fe inmediato, al representante designada por lu dependencia y ni superior 

jerárquico¡ 



• - 88 -

111.- Si en In audiencia lo Secretnrfn encontrara t¡ue no cuenta con clemenlos 

suíiciemcs pnrn rnol'o'cr o ad\licrte elementos que impliquen nueva respon­

sabilidad administrativa a cargo del presumo responsable o de otras rcrso­

nas, podrá disponer la práctica de investigaciones y citar para otrn u ---­

otras audiencias; y 

IV.- En cunlquic1 momemc, ptcvia o posteriormente ni citatorio nl que se re-­

riere la fracción 1 del pre~cnte articulo, In Sccrctarfa podrá dete1minnr In 

suspensión temporal de los presuntos iesponsables de sus cargos, empleos 

o comisiones, si a su juicio nsr conviene pnra In conducción o continuación 

de las invcstignciones. La suspensión temporal no prej\lzgn soUre In rcs-­

ponsnbilidnd que se impute. La tletcrminnción de la. Sec1ctnrín harr\ cons­

tar expresamente csrn salvedad. 

La su~pensión tempornl a que se 1efiere el ¡iáunfo nnte1ior suspenderá los 

erectos del acto que haya dado otfgen u la ocupación de empleo, cargo o 

comisión, y regirá desde el momento en que sea notiíicmla al interesado 

o éste qut?de enterado de la resolución por cualquier mE dio. La suspen-­

sión cesará cuando así lo resuelva la Secretaría, independientemente de la 

iniciación, continuación o conclusión del procedimiento a que se tcficrc el 

presente articulo en relación con la presunta responsabilidad de los servido 

res públicos. 

Si los setvidorcs suspendidos temporalmente no resultaran responsables de 

Ja falta que se les imputa, ~rán restituidos en el goce de sus derechos y 

se les cubrirán las percepciones que debietan pcrcibit durante el tillml'° -

en que se hallaron suspendidos. 
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Se requerirá uutoriz.ución del Presidente de la República pam dicha susr1c_!! 

sión si el nombrnmicnto del servidor pl1blico de que se trate incumbe ni -

titular del poder Ejecutivo. lgunlmcntc se requerirá uutodz.ación de la C~ 

mnru de Senadores, o en su caso de la Comisión Permanente, si dicho n~n 

brnmicnto requirió ratificación de éste en los términos de la Constitución 

General de la República". 

En el encabcz.ado, se refiere que hl Secretaria de la Comrnloría Gcnernl de -

la Fcderaci6n 1 seguirá pnrn la imposición de las sanciones, un procedimiento que -

resulta sobrcmnneru obscuro, y n nuestro criterio no alcanm n cubrir los requisi--

tos tic forrnalidndcs esenciales a t¡ue alude el articulo 14 Constitucional. 

Como preámbulo ul análisis concreto de lo que es todo el urtículo, la garnn-

tía de audiencia es vista para la doctrina y In Suprema Corte de justicia, de In N~ 

ción de In siguiente mnnern: 

t.- Audienciil.- En h1 Enciclopedia jurídica Omebn se define corno ucl acto -

(30). 
(31) 

por intermedio del cual una autoridad administ rntivu o judicial, íunción 

de juzgar, oye a lus partes o rcciht> lns pruebas". (30) 

Ln audiencia en general, es vista por el Muestro Ecluardo Pallares como -

"el neto r¡ue el juez. o Tribunal O)'C n las ¡mrtes o recibe pruebas". (31) 

El uutor Cubanellas la. define de In siguiente manera: "neto de oir un juez. 

Ob. Cit. Enciclopedia Jurídica Omeba. Tomo l. Voz Audiencia.- Pág. 939. 
Ob. Cit. Pallares Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Vo7. 1\u-
dicncia.- Pág. 98. · 
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o tribunal a las partes, para decidir los pleitos y causns 11
• {32) 

En nuestro concepto, no existe audiencia porque no hay parces que dirirnnn -

SLs controversias ante un juzgador, ya que las Contralorfns Internas o la Secretaría 

de la Conualorín Geneml de la Federación, vienen a ser simples oidores de In de-

Censa del servidor público indiciarinmcntc responsable, no presentándose en esta di-

ligcncia ni a los testigos que deponen en su contra, ni a los denunciantes o nu10!.!_ 

dndes que los señalan como culpables, pasando en lu realidad a ser una simple c~m 

parecencia desprovista de eficiencia procesal. 

2.- Conforme a In doctrina, las formalidades esenciales del procedimiento R -

que alude el artfcu!o 14 Constirncional, se podrían 1esumir siguiendo ni --

maestro Humberto Briseño Sierra, como directrices procesales, debiéndose 

tener unn bilnternlidnd en la nudiencin, on1e órganos cstatnles Fompcten--

tes, evitándose los "ex post facto 11 (surgen después del neto). (33) 

3.- A la garantía de audiencia 1 la doctrina In ve de la siguiente manera: la -

titularidad de In garantía de audiencia. 

El goce de la garantía de audiencia, como derecho público subjetivo, co--

rrcspondc a todo sujeto como gobernado en los términos del nnkulo to -

constitucional. Los atributos nccidentales de lns personas, tales como nn-

cionalidud, la rnw., la religión, etc., no excluyen a ningún sujeto de la tu-

(32) Ob. Cit. Cabanellns, Guillermo. Diccionario de Derecho Usual. Tomo l. -­
Voz Audiencia.- Pág. 238. 

(33) Cfr. Briseño Sierra, Humbeno. Estudios de Derecho Procesal. Cárdenas --­
Editor y Distribuidor. Tomo 11. México, 1980.- Págs. 412-413. 
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tela que imparte la garn.ntfíl. de audiencia. 

El juicio de que habla el ankulo 14 de nucstril Carta Magna, se traduce en 

un proccl!imicnto que v.i.\idamcntc puede descnvol.,.crse ante las autoridades que se 

indican en las siguientes hipótesis; 

a) Ante nuroridades materialmente jurisdiccionales (aunque su índole íurnml 

sen administrativa), cuando el bien materia de In privación salga de una -

esfera general, para ingresar a otra particular (juicios civiles y de traba--

jo). 

b) Ante nmoridndes materialmente administrativas, en caso de que el bien o_!? 

jeto de la privación, ingrese a ln esfera del Estado. O cuando dicha priva­

ción tienda n satisfacer coercilivnmente una prestación pública i¡utividual 

nacida de relaciones de supra a subordinación. 

La grunntía ele audiencia se integrn mcdianrc cual ro ~11runtíns específicas de 

seguridad jurídica: El juicio previo ni neto de priv11ción¡ que dicho juicio se siga ª.!! 

te tribunales previamente esublccitlos¡ el cumplimiento o In observancia de las fo.! 

malichuJcs esenciales del proceso; y la decisión jutisdiccionnl ajustada n las leyes -

vigentes 1 con antelación a la causa que origine el juicio. l'ormándose la garantía -

de audiencia, mediante la conjunción indispensable de tules cuatro garantías espcc:! 

ficas, es evidente que esta gnrnntía sea susceptible de contruvcnirsc al violarse tma 

sola, por lo que a la íntima articulación que existe entre ellas, el gobernado en--­

cucntrn en este artículo una verdadera y sólida protección de sus bienes jurídicos, 

integrantes de su esfcrn subjetiva de derecho. 
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Por lo anterior, cualquier ordenamiento adjetivo bien sea civil, penal o -

administrntivo,que regule la función jurisdiccional en diferentes mnterins 1 debe-

por modo necesario y en aras de ln índole misma de la íunci6n, csunuir la ---

mencionndn oportunidad de defensa, lo que se traduce en diversos netos preces!! 

les, siendo el principal la notificnción al presunto afectado. 

Además de concederle unR segunda oportunidad pa rn probar los hechos -

en Jos que finque su defensa. 

Cualquier procedimiento adjetivo que consigna dichas opottunidmles (de-

fcnsa y probatorias} cumple con h1s formalidades del procedimiento. 

En las diferentes leyes adjetivas, In oportunidad de defensa se traduce -

en distintas formas prnccsalcs tales como las notificncioncs, emplauimieí!tos, 

término para contestar o para oponerse a las pretcnciones de privación. 

Los bienes jurídicos tutelados por la gnrimtfa de audiencia son la vida,-

la libertad, la propiedad, In posesión y los derechos del gobernado. 

La decisión de un conflicto juddico, impone la necesidad de conocer --

éste y para que el órgano decisorio rnngn real y verdadero conocimiento del -

mismo, se requiere que el sujeto respecto del que se suscila manifieste sus P'E. 

tcnciones, de esta manera, el órgano podrá resolver conforme a derecho. (34) 

(34) Cfr. Ourgon, Ignacio. Las Garantías Individuales. E.ditorial Porrúa, S.A.,-
4a. Edición. México, 1965. Pags. 470-487. 
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Las autoridades administrativas están obligadas a llenar los requisitos que se-

ñale la _no1ma secundaria aplicable y además, cumplir las formalidades esenciales -

del procedirniento, independicnrcmente de que la ley no csrnbleza requisitos ni for-

malidades previamente a la emisión del neto reclamado, Ja autoridad queda ohli¡.:n-

da n observar las formalidades necesarius para respetar la gnrnnrín de ¡irevia au---

diencin. {35) 

4.- Jurisprudcncinlmcnte, encontramos entre otras, las siguientes tésis: 11Artíc~ 

lo 14 constitucional.- Se infringe con dejar de aplicar una disposición pro-

ccsal que faculte a un litigante para rendir pruebas, porque se priva de -

un derecho y sin observarse las formalidades esenciales del procedimiento". 

1\péndice al Semanario judicial de la Federación 1917-1965, 511. época, --

vol. l, p:1g. 554. 

"t\rtfculo J4 Constitucional. Las nuevas teorías sustentadas por la Suprema 

Corte de justicia, han venido n establecer que la gar;tntfa que consi~na el 

artículo 14 constitucional, debe interpretarse en el sentido de que a cual-

quier acto de autoridad r¡uc implique aíccrnción de los derechos individua-

les, debe ameceder un procedimiento; pero sin que sea preciso que la uu-

toridad judicial sea indcfectiblcmeme la que debe intervenir para resolver-

10 11
• Ap~ndice del Semanario Judicial de la Federación 1917-1965, Sa. épo-

en, vol. XXXV, p:ig. 1956. 

(35) Ch. Casuo Zavuleta, Salvador. Práctica del juicio tlc Amparo, Doccrina, -
Formularios y jurisprudencia. Cárdenas Editor y Distribuidor. 4a. Edic. M~ 
xico, 1982.- Págs. 244-245. 
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"Audiencia, la garantia de. Afecta a ll·das 111s autoridades. La garnntfa de 

Budicnda que establece el ankulo 14 constitucional, no sólo es oblignto-­

tin parn las autoridades judiciales y ndministrativlls, sino que rige también 

hentc al poder legislativo, de suerte que éste queda obligado n dictnr le­

yes en las que se respete In garnntfa de audiencia, n favor de los portie~ 

lares, que puedan set afectados con las resoluciones de las nutoridadcs11
• -

Apéndice dd Semanario judicial de In Federación 1917-1965 1 Sa época, -­

vol. LXXXIX, p.1g. 2140. 

"Audiencia, gnrnntfa de. No tiene razón la nutotidad recutrcntc al asentar 

que la pane quejosa fue oida 1 puesto que no se le hizo sabedora de la m_!: 

dida acordada; porque la gate.ntfa de audiencia tiene que ser de cumpli--­

mlento previo }' no posterior al acto reclamado". Apéndice el Semanario -

judicial de la Fedcrnci6n 1917-1965, Sa. época, vol. LXXXIX, pig. 3131. 

Después de haber conjuntado este soporte teórico documental, pasaremos nl -

análisis concreto de lo que sería cada fracción del artículo 64 de la Ley en cstu-­

dio: 

"FRACCION l.- Citará Cll p1esunto tesponsable a una audiencia, haciéndole snbm la 

responsabilidad o 1esponsabilidades que se le imputen, el lugar, día y hoia en que 

tendrá \lerificati\IO dicha audiencia r su detecho a oheccr prnebas y alegar en la -

misma lo que a su derecho COO\lcnga, por sr o por medio de un defensor. También 

asistitá a la audiencia el representante de la dependencia que para tal efecto se -

designe". 
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Considcrnmos inadecuado que Se fije un pla1.0 de cinco a quince días, anteri~ 

res a In citnci6n de la audiencia, puesto que sus efectos procesales son reducidos 

y en ese lapso es imposible preparar una defensa adecuada. 

En nuesuo concepto, el término para preparar una defensa, debfo de partir -

desde el momento en que se cita a audiencia y se hace la declaración inicial, da!! 

do un período de diez días hábiles para el ofrecimiento y desahogo de las pruebas. 

En el citatorio por el cual se llame a audiencia, se deben de mencionar to--

dos los motivos }' fundamentos que den cause y soporte a la molestia odministmti-

"ª• si bien es adecuado cuando busca cumplir con el principio de legalidad, resulta 

insubsistente éste cuando únicamente la ley habla de t¡ue SC' ofrcccrnn pruebas y -

existirán 1ilegatos, peto no derermina ni el tiempo en que se han de desahogar ---

esas pruebas, ni cuáles han de ser ndtnitidns ni la formo en que han de.ser prcpu-

radas sxir In nutoridad; por lo que se hace nugatorio el derecho de nu<liencin y en 

consecuencia hay una ílagrante violaci6n al artículo 14 constitucional. 

En la doctrina encontramos que pruclin es dcíinidd por el Muestro Eduardo -

Pallares, como "el estado de certidumbre en la meme de una o varias personas --

respecto de la existencia o inexistencia de un hecho, o de la verdad o falsedud de 

una proposición. T11mbién puede decirse que ptobar es evidenciar algo". (36) 

Para el Lic. Sergio García Rnmírez, prueba son "los atestados lle personas o 

(36). Ob. Cit. Pallares1 Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Voz --­
Prueba.- Pág. 617. 
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de cosas acerca de la existencia de un hecho". (37) 

José Becerra opina que deben rendirse las pruebas a través de determinados -

medios, cuya clasificación puede hacerse partiendo de la noturnlcza del medio pin!! 

teado, nsf tenemos: pruebas rendidas por medio de dccloracioncs de personas como 

son la confesional y las testimoniales. 

Pruebas que aparecen en documentos, pudiendo ser éstos públicos o pri..,a-

dos. 

Pruebas que aparecen de reproducciones de cosas relacionadas con la con-

troversia. 

Pruebas que surgen del examen directo y personal del juet. con obje1os re-

lncionados con el proceso, que vendría a ser In inspección judicial. 

Teniendo por último, las que surgen de las deducciones que el.juez o la -

ley hacen de los hechos comprobados. (38) 

En Jo que se refiere al pármfo segundo de esta fracción, In representación -

de una dependencia, no tiene trascendencia alguna, ya que ni el artículo 67 delin'!.! 

ta en qué forma hn de participar, lo cual concebimm. como un simple parapeto P! 

ru pretender establecer WlR trípode procesal, que no llega a cumplir sus objedvos. 

11 FRACCION 11.- Al concluir la audiencia o dentro de los tres dfas hábile~ siguie.!! 

tes, la Secretaría resolverá sobr•! la inexistencia de responsabilidad o imponiendo -

al infractor las sanciones administrativas correspondientes y notificará la resolución 

(37) Ob. Cit. García Ramírez, Sergio. Curso de Derecho Procesal Penal.- Pág. -
283. 

(38) Cfr. Ob. Cit. Becerra Bautista, José. Introducción al Estudio del Derecho 
Procesal Civil.- Pág. l29. 
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dcn\Jo de lns vcinticuatrn horas siguientes al interesado, a su jefe inmediato, al t~ 

prescmrmte designado por la dependencia y ni supedot jcrárquico11
• 

Esta hacci6n hahremos de nnnliuuln en el siguicme capítulo, ya que coucs­

pondc n la etnpn resolutiva del procedimiento. 

"FRACCION 111.- Si en lll audiencia tn Secretaría encomrnm que no cuenta con -

elementos suficientes pare. resolver o advierta elementos que impliquen nueva 1es-­

ponsnbilidad 11dministtativa a cargo del presunto responsable o de ntrns pctsonas, -

podrd. disponet de h1 ptáctica de investignciones y citnt para otra u otrns audien--

cias". 

No existe una adecuada técnica jurídica en la elaboración de este anículo, -

prncbn Je olio es que este apartado debetfa de ser incluido en In hacción 1, toda 

vez. que únicamente se reí1cre a la posibilidnd de una nmpliaci6n de In audiencia -

y/o investigaciones, lo cual además de ser rotlundame, viene a ser sobremanera co..!.n 

piejo el uámite conespondieme. 

11PRACCION IV.- En cualquier momento, tHcvia o postedonncntc al citntorio ni -

que se refiere la fracción 1 tlcl presente nnículo 1 la Secretarla podrá dcterminur -

la suspensión tcmpornl de los presuntos tesponsables de sus cargos, empleos o co-­

misioncs1 si l\ su juicio así conviene para In conducción o continuaci6n de las invc2 

ligaciones. La sospensión temporal no preju1.RU sobre la responsabilidad que se --­

impute. La tlcterminnción de In Secretaría hará conshu expresamente esta salvedad. 

La suspensión temporal a que se 1efiere el párrafo antc1io1 susµendctá los efectos 

del neto que haya dado origen a la ocupación del empleo, cargo o comisión, y re­

girá desde el momento en que sea notificada al intcrnsado o ~ste quede enterado 
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de to. resolución por cualquier medio. Ln suspensión cesará cuando asr lo resuelva -

la Secretaría, independientemente de la iniciación, continuación o conclusión del ._ .... 

procedimiento a que se refiere et presente tirtfculo en tclación con la ptesunta re_! 

ponsabi1idad de los Servidores Públicos. Si los servidores suspendidos tcmpomlmen­

te no resultaren responsables de la fn.ha que se les imputa, serán restituidos en el 

goce de sus derechos y se les cubrirán las percepciones c1ue dcbíetan percibir du-­

rante t!l tiempo en que se hallaron suspendidos .• .''. 

Por 1o que respecta a esta fracción, sobre todo en sus primeros tres párrafos, 

se establece el espinoso tcmn de la suspensión, debido n que puede ser vulnerntivo 

el dmbito laboral, y se conviene en una arma polí!ica de control, to<la vez que lu 

suspensión prcvisionnl engendra una actunci6n drástica de tipo unilateral, que deja 

en franco esrndo de indefensi6n al que resulta nfecrndo por ln mismo, ya que no -

se contemplo. que previamente a. t1sta 1 se le permito. defenderse siendo on conse--­

cuencin esta frncción anticonstitucional 1 en vinud de que viola claramente los ar-­

tfcuJos 14 y 16 de nuestra Constitución Federal, lo c:unl puede ser por sí soto un -

interesante estudio y que no es el objeto de esta tósis. 

Como co101aJio n este cspTtulo, habremos de referir que la Ley Federal de -

ResponsabiHdadcs de los Servidores Públicos, no cumple con el respeto 1\ la garnn­

tía establecida en el artículo 14 ni 16 de nuestra Constitución, en virtud de que -

en si< contexto adolece de sctias contradicciones procesales, que hacen nugntorio -

el derecho de deíensa, que la Jey íundamento.I establece en Cavar de Jos setvidores 

públicos que han sído acusados. 
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RESl'ONS/\IJILIDAD DE LOS SERVIDORES PUBLICOS. 

A.- RESOLUCION ABSOLUTORIA. 

Un procedimiento cualquiera que sen, tiene como finalidnd última el que se -

dicte una determinación que lo defina, ICsolviéndose la litis o constituyéndose o --

destruyéndose de acuerdo a las 1-·restacioncs reclamndns por el promovente. A esta 

consumación se le da el nombre de sentencia. 

Para la doctrina, este concepto adquiere diferentes vertientes: 

1.- Para el Maestro José Becerra Bautista, es "la resolución del órgano juris-

t.liccional que resuelve una controversia entre paHcs, con fucrU\ vinculaciva 

para estas". (1) De este postulado, se llega a la conclusión de que para 

que exista sentencia el supuesto procesal es que haya partes. 

(1) Ob. Cit. Becerra Bautista, jasé. Introducción al Estudio del Derecho l1 roc!:_ 
snl Civil.- Pág. 191. 
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Cuando en el proccdirnie.mo administrativo disciplinarin tecnicnmcnte no exis-

ten panes, se presenta In contradicción, toda vc1. que si no existen pretensiones, -

fundamcmo de aéción de tipo civil o penal y por ende de aplicación de In sanción, 

resulta injustificado que se hagan actos de presión o de molestia, por lo que, te6-

ricamente, resulta infWldndo hacer cualquier tipo ele resolución que imponga una -

sanción administrativa, de las previstas en el artículo 53 de la Ley Federal de (~es 

ponsabilidadcs de los Servidores Públicos. 

2.- Froyliin llnñuelos Sánchei, rnmbién desde una perspectiva civilista, la ve -

como "la auténtica manifestación de la función jurisdiccional, rcnliindn --

por el juez para decidir sobre la cuestión principal que se discute en el -

juicio, o bien los incidentes surgidos durante In tramitación del mismo". -

(2) Chiovenda, nos dice que es "la resolución <¡ue,· aco~icndo o rechazan­

do la demnndn del actor, nrirma In existencia o inexistencia de unn volu!:! 

tad de Ley que garantiza un bien demandado". (3) 

3.- Para el Derecho Romano, según las Pnndectus (Ley l, Tomo XXII de la 3a. 

Pandecta), "es el mandamiento del juzgador a alguna de las partes en rn-

zón al pleito que ante él mueven". (4) 

4.- En la Enciclopedia jurídica Omeba se nos dice el siguiente criterio: "Sen-

tencii1.- Es el modo normal de extinción de In relación procesal, reflejado 

(2) Ob. Cit. Bañuelos Sánchez., Froylán. Práctica Civil Forense.- Pág. 295. 
(3) lbib. Apud.- Pág. 296. 
(4) Ob. Cit. Apud. Bríseño Sierra Humberto. Estudios de Derecho Procesal.- -

Pág. 421. 
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en un neto en el que el Esrndo, por medio del Poder Judicial, aplica la --

Ley dcc:lnrnndo la protección que la mismn acuerda a un determinado de-

recho 1 cuando existen intereses en conflicto actual o potencialº. (5) 

5.- E.I Diccionario Jurídico Mexicano la define como "la resolución ciue pronu!! 

cia el juez o tribunal para resolver el íc.ndo del litigio, conflicto o conll~ 

versin, lo que significa In terminación normal del proceso". (6) 

De los nntedores postulados y en una concepción filosóíica jurídica, el sentc!! 

ciar implica In facultad que la Ley le otorga a un órgano decisorio parn decir el 

derecho, constituyéndo tambi~n el acle por el cual se t:oncrcta y actualiza el pre-

supuesto abstracto, con base en las pretensiones, pruebas, alegatos y juicio valora-

tivo del procedimiento en general, resuluwdo la verdad jurídica. 

Como cualquier ucrn jurídico, toda rcsoluci1..fo tiene elementos fundarnentules 

de forma y fondo. La doctrina ha señalado como los más trnscendentnles los si--

guiemes: 

1.- Para el Maestro José Becerra, las sentencias tradicionales constnn de ide~ 

tificnción (lugar, fecha, nombre de las partes, clase de juicio y tribunal -

que las pronuncia); resultundos (narración)¡ considerandos (motivación)¡ -­

parte resoluti...a (Jcsoluthos) y autoriiaci6n (íirma del juez. y los secreta--

rios). 

(5) Ob. Cit. Enciclopedia Jurídica Omcba. Tomo XXV. Voz Sentencia.- Pág. -
360. 

(6) Ob. Cit. Instituto de Investigaciones jurídicas. Diccionario Jurídico Mexica­
no. Tomo VIII. Voz Sentencia.- Pág. 105. 
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Los resultandos· son párrafos enumerados progresivamente en los cuales el tri-

bunal consigna los hechos materia de la controversia, enumera las pruebas rendidas, 

hace mención de los alegatos y a los problemas jurídicos o procesales f: incidcnla-

les que pudieron tener Jugar durante el juicio. 

En los considemndos se hace el análisis )' ..,aJoración de las pruebas y el juez 

expone los motivos por los cuales estima que In norma abstracta debe aplicarse 11.I 

caso concreto, y el acto de \'Oluntad del jue.t al aplicar esa norma absuacrn al en 

so contravenido. 

El juez debe prnnuncinr sobre todo lo que se pide y sólo sobre lo que se pide 

y dictar fallo, basándose en todos los elementos de hecho apartados en apoyo de -

las pretensiones hechas valer por las partes en sus demandas y sólo basándose 

tales elementos. 

De la narración y de la motivación surgen los puntos resolutivos que reulme!! 

te contienen la absolución, la condena, la declaración o constitución de derechos y 

son precisamente esc..~s puntos resolutivos los que constituyen sustancialmente la se~ 

tencia, misma que debe ser firmada por el tribunal para que tenga valor jurídico. 

(7) 

2.- Nuestro actual Procurador de Justicia de la Nación nos dice que toda sen-

tencia posee elementos sustanciales y formales, los primeros constituyen -

el supuesto jurídico y factico y la consecuencia de derecho que proceda. 

(7) Cfr. Ob. Cit. Becerra Bautista José. Introducción al Estudio del Derecho -
Procesal Civil.- Págs. 198 - 199. 
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Los elementos {o(mnles son constiwción y votnci6n legales de los 6rganos 

colegiados, constancia de lugar y (echa en que se pronuncie, uibunal que 

dicta, generales del acusado, esuacto ele los hechos conducentes a la res2 

lución, consideraciones y fundamentos legales pcrtinemcs )' coo<lemt o ilb-

solución, así como los demás puntos lt:solutivos¡ firma del juzgador que --

pto'l'ey6 y de ~-u secretario o, n falta <le éste, de tt:stir,os de asistencia y 

prevención sobre amonestación del l('O cunndo ni cuso una sentencia cond!: 

natodn. (B) 

3.- Conforme al Diccionario jurídico Mexicano, los requisitos de fondo son: 

n) Congruencia.- Debe habet una relación de concordancia entre lo solí-

citado por las partes y lo resuelto por el im.gndor. 

b) Motivación y Fundamento.- Son requisitos estnblccidos en gcncml pa-

ra. tol\n neto de a.utoiidad. Como motivación se ha entendido In exi-

gcncie. de que el juez. examine y 'Villotc los hc..•chos cxprn:mdos pot las 

panes de acuerdo con los elementos de convicción presentados en el 

proceso; íundamentación es la. expresión de los argumentos jurídicos 

en los cuales se o.poya. la ap\icnción de los preceptos normativos que 

se invocan por el juzgador para resolver el conflicto. 

e) Exhaustividad.- Es la obligación del jut.gndor de examinar todas y e~ 

da una de las pretensiones formu\adils por las pnttcs. (9) 

4.- jurisprudencinlmeme los critetios anteiiores tienen un respaldo Je la Su--

(8) Cfr. Ob. Cit. García R1uníret1 Sergio. Curso <le Derecho Procesal Penal.- -
Pá~s. 435 - 437. 

(9) Cfr. Oh. Cit. Instituto de lnvcstigncioncs jurídicas. Diccionario jurÍl\ico Me 
xicano. Tomo V\11. Vot Sentencia.- Págs. 105 - 106. 
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pr~mn Corte de justicia de lu Nación, ni indicar: 115610 deben resolverse -

sobre los puntos sujetos a debate, sin tomar en considcrnción hechos dis-­

tintos". Apéndice del Semanario Judicial de la Fcdcrnci6n 1917-1965, Sa. 

Epoca, Tomo Vll 1 pág. 410¡ Tomo VII, pág. 1344¡ Tomo VII, pág. JSBS¡ T~ 

mo VII, pág. 1369¡ y Tomo VII, pág. 1585. 

"SENTENCIAS, CONGRUENCIAS DE LAS.- El principio de congruencia de In 

sentencia no resulta vulnerado por el juez cuando cxnmina los elementos de la ac­

ción de acuerdo con las normas jurídicas aplicables, siempre que no tome en cucn-

ta hechos que hayan sido materia del juicio ni rebase las actit1Jdes asumidas --

por las partes en les escritos que fijan la litis. Por el contrario, cuando el juez -

declam el derecho en los casos en que ante él se controvierten no hncc sino desa­

rrollar la luflci6n jurisdiccional para los nitos fines que justifican su atribución a -

un órgano del Esrndo". A~ndice del Semanario judicial de In Fcdcrnci6p 1917-19-

651 Sa. Epoca, Tomo CXXVlll, pág. 560. 

"SENTENCIAS CIVILES, LOS PRECEPTOS EN QUE SE FUNDAN DEBEN SER 

ARGUMENTADüS.- El último párrafo del nrtfculo 14 Constitucional establece que 

en los juicios del orden civil, In sentencia definitiva deberá ser conforme a la le­

tra o a In interpretación jurídica de In Ley y a íaltn de esta se lundará en los -­

principios generales de derecho y por disposición del artículo 16 Constitucional, "! 

die puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones si­

no en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, <¡ue funde y motive 

In causa legal del procedimiento, lo cunl implica la exigencia de que las autorida­

des no simplemente se apeguen a una Ley, según criterio oculto y mediante argu­

mentos de propia autoridad sin que se 'conozca de que Ley se trata, ni los precep­

tos .que sirvan de apoyo al mandamiento relativo ni las causas por las que los con-
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sidernn aplicables; sin que las aludidas disposiciones constitucionales exigen que 

sean citados tanto la Ley como Jos artículos t.•n que las autodd11des se apoyen y -

que scun expresadas las razones o motivos por los que esa Ley y sus artículos ten­

gan aplicación en el caso de que se trate". A.O. 4590/68 1 7u. Epoca, 4a. pnne, -

Volúmen 16, pág. 25, Semanario judicial de In Federación. 

Ocnt ro del procedimiento administ rntivo disciplinario, sólo existen dos clases 

de sentencias: 

t.- Sentencias Absolutorias. 

2.- Sentencias Snncionadoms. 

En este apartado trataremos únicamente los primeros. La nomcnclaturn de -

resolución tiene su íunda.mento en el nrtfculo 64, fracción 11 de la Ley Federal de 

Responsubilidndcs de los Servidores Públicos, la cual transcribimos a con~inuación. 

"Al conclufr la audiencia o dentro de los tres días hábiles siguientes, In Sccrcrnría 

resolverá sobre In inexistencia de rcsponsnbilidad o imponiendo al inírnctor las san 

ciones administrativas correspondientes y notHicará In resolución dentro de lns vei!! 

ticuatro horas siguientes al interesado, a ~u jefe inmediato, al representante desig­

nado por la dependencin y al superior jerárquico"; y con lo cual estamos en desa­

cuerdo por las siguientes rozones: 

1.- La resolución es el género, )'B que en esrns se cn~lobun tnmbi~n los ---­

acuerdos de trámite, inicio, etc. y provoca en consecuencia una coníusión. 

Por ende, se necesita ncla~nr este párrafo, para que se indhwc que: al -­

concluir la audiencia o dentro de los tres días hábiles siguientes, la Seer! 

tnrfo sentenciará sobre la inexistencia de responsnbilidad o imponiendo al 

infractor las sanciones administrativas correspondientes y notHicnrá la se!! 



- 106 -

tencia dentro de las veinticuatro horas siguientes al interesado, a su je(c 

inmediato, al representante designado por la dependencia y al superior je-

rárquico. 

2.- En sentido técnico, al no haber una clara detc1minnci6n dentro de 111 Ley, 

de cuales son el tipo de resoluciones que se cstan pretendiendo aplicar, -

tambii!n de que no existe una declaración congrnente con respecto a la ~ 

plctoriedad, y que hay algunas procesales en el 01dcmuniento sometido a 

estudio, se llega a la conclu.sión de que las Cont rnloríns Internas y la Se-

cretarfo de la Contralorfn General de la Fedcrnción, no pueden dictnr una 

sentencia porque cun.lquieta que dicten carece de fundamentación y motiv~ 

ción. 

AnaHurndo este nspecto, la resolución absolutoria ndministrati ... a, en base a -

nuestros argumentos y a la pmxis global de las Conualo1ías Internas y de In Seer~ 

taría de la Connaloría General de la Feclcración, es la que frecuentemente existe, 

ya que excepcionalmente hay destituciones, sanciones económicas, suspensiones o Í,!! 

habilitaciones. 

Absolver es declarar la inocencia de lUl servidor ptíhlico o la falta de eleme~ 

tos probatotios que demuestren o integren la r~sponsabilidnd que se le atribuye. 

Toda resolución absolutoria como tal, tiene el erecto de dejar las cosas en -

el estado en que se encontraban p1eviamente a su elaboración y a la incoación del 

procedimiemo, por consiguiente se levantará cualquier tipo de suspensión, pero exi~ 

ten varias cuestiones que la Ley de la materia deja en el ain:: 
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1.- No mencionn la forma en que se ha de reponer el daño mornl de los set­

vidorcs públicos que son sometidos a procedimiento. 

2.- No se csto.bleccn los mecanismos para los cuales se ha lle dar uviso al -­

ofendido, parn que impugne la 1csoluci6n. 

3.- En las resoluciones, ni r.o haber partes ni presunta responsabilidad ni cue! 

po del delito, tienen que versar en un sentido tócnico, exclusivamente ~o­

bre los hechos de la denuncia o de las actuaciones pnra conservar el prin­

cipio de congruencia, pero ante lo impreciso de esto, es común ver en es­

tas resoluciones grnndes lngunns )' omisiones que imposibilitan In c1cución 

de un criterio jutídico y consiguiente decisión. 

Por úhimo, una rcsc.lución nbsolutoria1 en nuestro criterio no tendda mayor -

preponderancia, pero la misma implica una 1csponsobilidall parn el denunciante y -

pnrn la autoddnd C}UC ocasiona la molesti11 en los términos del anículo 16 Cons\it~ 

cional y pot ende nace el derecho en {avo1 del servidor público de exigir que se -

castigue a umbos poI estos actos de molestia. 

B.- RESOLUCION S/INCION/IDOR/I. 

Analizadas las características c!e las sentencias en ¡;enernl y en particula1 de 

las resoluciones nbsolutodas 1 entramos al estudio de lo que es la resolución sanci~ 

nndorn. Por sanción en sentido ndrninistmtivo y en gcncrnl, la vamos a considerar 

como el cnst igo o neto jurídico impuesto por una autoric.latl, como resultado de una 

represión a una conducta contraria a un ordenamiento jmftlico. 
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Por ende, la resolución que impone una sanción, tiene que configurar plena-­

mente los elementos adversos n la norma que están delimirnndo en el nrtfculo 47 

de la Ley en estudio, lo cual ante las imprevisiones de la Ley ya annliitadas, resul 

ta sumamente diHcil, 

Las sanciones que esrnblccc In Ley se cncucnt ran en el artículo 53 que a la 

letra dice: 

11Las sanciones por fnhn ndministrntiva cohsislirán en: 

1. Apercibimiento privado o público¡ 

11. Amonestación privada o pública¡ 

111. Suspensión¡ 

IV. Destilución del puesto; 

V. Sanción económica¡ e 

VI. lnh11bi1itnción temporal para desempeñar empleos, cargos o COlf!isiones en 

el Servicio Público. 

Cuando la inhabilirnción se impongo como consecuencin de un neto u omisión 

que implique lucro o cause daños y perjuicios, será de seis meses a tres años sí -

el monto de aquéllos no excede de cien veces el salflrio mínimo diario mensual 

el Distrito Federal y de tres a diez. nños si excede de dicho límite. 

De acuerdo con In Guía para In Aplicnci6n del Sistema de Responsabilidades 

en el Servicio Público, define a cada una de estas sanciones de la siguiente mane­

ra: 

11 Apercibimien10.- Es una correcci6n disciplinaria a través de In cual la autoridad 

ndministativa advierte ni servidor público de que se trate que haga o deje de ha--
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cer determinada cosa, en el concepto de que si no obedece, sufrirá una sanción --

mayor. 

Amonestoción.- Es una corrección disciplinaria que tiene JKlr objeto mantener el -

orden, .In disciplina y buen funcionamiento en el Servicio PúLlico. Consiste en una 

medida por la cual se pretende encnuwr la conducta del servidor público en el co-

rrecto desempeño de sus funciones. 

Suspensión.- Es unn sanción administrativa que consiste en ptohil.Jir a un servidor -

público que realice sus funciones por un tiempo dtncrminadu, 

Otstitución.- Es la sanción administrativa por la cual un servidor público es sepnr!! 

do del empico, cnrgo o comisión que desempelin en el Servicio Público, por hnbér-

scle encontrado responsable en los términos de Ley. 

lnhabilitnción.- Ln prohibición temporal de cjercm un empleo, cargo o comisión en 

el Servicio Público, decretada por autoridad competente". (10) 

Asimismo, la propia Guía nos indica que la Ley scñuln que tunto el upercihi-

miento como la nmonr.stnción pueden ser privada o pública, 1.mtcmlitómlose ni prim~ 

ro como el apercibimiento o nmonestación que rculiza lu autoridad en íorrnn \cr--

bal 1 sin que si~ deje constancin documental de su imposición por no considernrlo --

conveniente, en virrnd de la escasa irnporuncia del asunto¡ y será público, cunmJo 

la autoridad estime que la responsabilidad incurrida amerite c¡uc el apercibimiento 

(10) Ob. Cit. Guín para la Aplicación del Sistema de ltesponsabilidadcs en el -
Servicio Público. Secretaría de le. Contralorra General de la Pcdcración.- -
Págs. 67 - 70. 
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o la amonestación deben quedar por escrito e integrados al cxpcrlicnte que corres­

ponda; esto con la formalidad de que dicha sanción quede inscrita en el registro -

.de servidore!: públicos snncionndas a que alude el artículo 68 de la Ley en consul-

ta. 

En cunnto a la ~uspcnsión, nos dice que se regulan dos tipos diferentes de -­

suspensión: la que tiene el carácter de sanción y In que prescribe el artículo 64 -

fracción IV, que no tiene esa naturaleza, sino que se trata dt? una medida de ca--

ráctcr procedimental que no prejuzga sobre la responsabilidad del inculpado. 

En cuanto a la sanción económica hace l11s siguientes observaciones, que al -

evitar obligaciones declarativas en el servicio público, cuyo cumplimiento no es po­

sible exigir coactivamcnte ni desnlentnr su incum(·lirnicnrn cuando este último tie­

ne como consecuencia In imposición de una sanción desde un án~ulo t~cnico-jurf1li­

co. Asf, se pretende establecer una vfn más expedita para prevenir y sancionar -­

las faltas fldministrntivas, sin perjuicio de otras vfns y de otro tipo de responsllbi!.!, 

dad que se llegue a configurat. 

El tradicional sistema de rcsponsabilidnd de tiro "rcsnrcitorio o indemni1n10-

rio11, por su notoria inoperancia e ineíiciencia al no satisfacer In reputación del il~ 

flo, es complementado con un sistema de responsabilidad de "corte punitivo", y de 

mu.uralez.a preventiva, ya que la reparación del daño si bien forma pi:ute del sisll•­

ma, esto no agota aquél, porque si ni Estado le interesa esta última también le -­

preocupa la prevención de la corrupción. 

Para la determinación de la sanción económica según el artículo 55 de la --­

Ley en estudio el cual a la letra dice: 



- 111 

"En cnso de nplicación de ~nciones económicas por bcneíidos obtenidos y daños y 

pe1juicios causados pot incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artíc~ 

lo 47 1 se aplicarán dos rnnros del lucto obtenido y de los daños y perjuicios caus~ 

Jo: •. 

Las sanciones económicas establecidas en este artículo se pagarán una vez determj 

nadas en cantidad líquidl! en su equivalencia en sula.ríos mínimos vigentes ul día de 

su pago, conforme al siguiente procedimiento: 

l. La sanción económica impuesta se dividirá ertrc In cantidad líquido. que -

corresponda y el solario mínimo mensual vigcr.te en el D•strito Federal ul 

día de su imposición, y 

11. El endente se m.ltiplicará por el salario mínimo mensual \igente en el -

Distrito f'edcrnl al elfo de pago de In sanción. 

Para los efectos de esta Ley se entenderá por salario mínimo mensual el equiv&le_!! 

te a treinta vecc·s t.:! salario mínimo diario vigente en el Distrito Fedcrol 11 • 

Lo anterior se puede ejempliricar de la sig11it·ntc manern: 

Impone del beneficio: 

Dos veces el importe del beneficio 
obtenido: 

Por lo que la cantidad li·:¡uida de 
la sanción impuesta es: 

30 

30 + JO 60 

60. 
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En relación al segundo párrafo de este artículo no es dable su aplicación da-

do que para la obtención del mon(O que corresponde como sanción económica, en 

la praxis resulta inoperante, por lo engorroso de este procedimienlo y la p6rdida -

de tiempo para la elnbornción del mismo, toda vez. que el resultado es aproximado 

al de dos tantos del lucro obtenido. (11) 

Como observamos si bien existe una normatividad en cuanto a las sanciom~s, 

y a reserva de que en ouos estudios se analicen la duplicación de sanciones, to---

mando en cuenta In Ley Federal de los Trnbujndorcs del Estado, reglamentada en 

el apartado B del artículo 123 Conslitucional, del Código Penal aplicable en m111e-

rin Federal, de los reglamentos que consideran las condiciones de trabajo internas 

en las diferentes dependencias del Ejecutivo Federal, reaíirmamos nuestra convic--

ción de que existe una anticonstitucionalidad en el quehacer de las Contralorfos I_!! 

ternas y de le Secretaria de In Cont ralo río. General de la Federación, P9f esta du-

pliceción violándose el principio jurídico que consagra el artículo 22 de nuestra ---

Carta Magna. 

Reafirmamos con lo entcrio1 que es urgente la implementación de serias re--

formas a la Ley Federnl de Responsabilidades de los Servidores Públicos, y/o el e.! 

tablecimiento de un Código de Procedimientos Administrativos, en donde se delimi-

te cuá.les hnn de ser los elementos de una sentencia, clases de la misma, en busca 

a la naturaleza especial del procedimiento en estudio. 

(11) Cfr. Ob. Cit. Secretaría de la ContmlorÍli General de la Federación. Gufa 
para le Aplicación del Sistema de Responsabilidades en el Servicio Púb1i-­
co.- Págs. 71 - 80. 
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C.- APLICACION DE LA SANCION AL SERVIDOR PUIJLICO. 

Después de estudiar las diversas clases ¿e resoluciones y los tipos de s.~ncio­

nes que existen, sólo resta unalizar la aplicación de estlls correcciones disciplina-­

rias. 

Según el artículo 56 <le la Ley en estudio, el cual textualmente nos dice: 

11 Para la aplicación de las sanciones a que hace referencia el auiculo 53, se ol..isc! 

varán las siguientes reglas: 

El Hpercibimicnto, la amonestación y la suspensión del empleo, cargo o c2 

misión por un período no menor de tres días ni mayor de tres meses, se­

nin nplicallles por et superior jeráu¡uico¡ 

11. Lu destitución del empleo, cargo o comisión de los servitiores públicos, se 

demendará por el superior jerárquico de acuerdo co11 los proced,imientos -

consecuentes con la natm.tle:w de la relución y en los términos de las le-

)'CS rcspecth·ns¡ 

111. La suspensión del empleo, cargo o comisión tlurnnte el período n que S(: -

refiere In fracción 1 y la destitución de los servidores públicos de confin~ 

z.a, ~ aplicarán por el S\:perior jerárquico; 

IV. La Secrctarfn promoverá los proccdimientc·s a c¡uc hncen reíerencia las -­

frncciones 11 y 111 1 demnndnndo la destirnci6n del servidor público respons! 

ble o procediendo a la suspensión de éste cudndu el superior jerárquico no 

lo haga. En este caso, la Secretaría desahogará el procedimiento y exhi­

birá las constancias respectivas al superior jerárquico¡ 

V. La inhabilitación pam desempeñar en empico, cargo o comisión en el ser­

vicio público será aplicable por resolución jutisdicciona~. que dictará el 6r 

~ano que corresponda según las leyes aplicables; )' 
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VI. Las sanciones económicns serán aplicadas por el superior jerárquico cuan­

do no excedan de un monto equivalente a cien veces el salario mínimo di!!, 

rio Vigenrn en el Distrito Federal, y por In Sec1euuía cuando sean superi!! 

res a esta cantidad". 

Como se observa del mismo, es b..1.sicamente el superior jerárquico c¡uien apli­

ca las sanciones reaíirmándose el criterio que es un mero trámite de autoconcc-­

ci6n. En análisis concreto de cada fracción nos encontramos con lo s.iguicntc: 

FRACCION 1.- Es lógica esta atribución ya que al ser una simple forma de corre­

gir y sancionar IRs fallas bdministra1ivas, se le encomiendan al superior jerárquico 

que aplique, determinen las Contratarías Internas o la Secretaría de la Contraloríu. 

General de la Fcdernción, pero grnduando éstn a sólo tres días o menos de lres -­

meses en el caso de suspensión, esto es rcla1ivo a infrnccioncs no grave;;, lo que -

como se puede corroborar, no entrañan un perjuicio mayor al servidor público san­

cionado. 

FRACCION 11.- La deu .. rminación de unn sanción de des1i1Uci6n en el caso de em­

plea.dos de base no opera inmedinlnmente 1 puesto que el superior jerárquico y/o el 

área jurídica de la dependencia en donde haya prestado sus servicios, deberán de -

promovCr ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, la suspensión por -­

más de ues meses. 

Existe una laguna en la Ley, ya que no indica que sucede para la oplicnción 

de una suspensión mayor .de tres meses, aunque siguiemk> una interpr1:tnci6n exten­

siva, consideramos que también se tendrá que promover ante el Tribunal aludido. 
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FRACCION Jll.- Esta es b.isicamentc una continuación de la fracción 1, ya qw~ es­

pecifica In casuística de los emplcudos de confianzn los cunlcs no están tiUjeto! a 

la Ley Federul del Trabajo Burocrático, y por la naturnlez.n cspccinl de su encurgo 

una inhacción administraciva es jurídicamente una causal automática de pérdidtl de 

confianza, por lo que proponemos que se agregue como párrafo segundo de In fra.r:. 

ción l. 

FHACCION IV.- E:i contradictorio que únicamente se comruigu a los cnsc·s de des­

titución y a las sanciones no graves de los ernplendos de confianza, sobre todo --­

cuando un empleado de confianza no está Slijeto al Tribunal Federal de Concilin--­

ci6n y Arbitraje y pD.ra que exista legitimación activa en el proceso lal:x>rnl, forzo­

samente se exige que sen promovido por el pnt1ón, en este cuso por el superior j.!:_ 

rárquico, y se reitera el hecho de <¡ue no hay prevención respecto a la suspensión 

de más de tres meses. 

FnACCION V.- Por lo r¡ue respecta a la inhabilirnción, ni remitirla a Ju autoridad 

jurisdiccional, clnrnmente se está determinando le contradicción jurídica que existe 

en Ju materia, puesto que si va e ser impuesta ~x>r la autoridad jurisdiccional, tuvo 

que haber realizado un proceso previo y en consecuencia resulta ocioso que una -­

ContralorTn Interna o In Secretaría de la Contraloría General de la Federación rea­

licen el procedimiento administrativo disciplinario, ya que el órgano competente ef 

el que puede aplicarla y resulto. violatorio de gurnntfos c¡uc parnlelarncnte lo cono=. 

ca la entidad administrativa, por lo que concluimos que no es dable aplicar una in 

hahilitnción en este trámite administrativo. 

FRACCION VI.- En el caso de sanciones económicas, el superior jerárquico, jurídi­

camente no tiene un íundamento legal que lo apoye para hacer un. coLro n los em 
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picados que de 61 dependen ni esta provisto de medidas cautehires o coactivns para 

aplicar su cumplimiento, ni mucho menos lo están las Conualorr11~ Internas y la S!; 

crelBría de la Contrnloría General de la Federación, rnda ve1. que esto es auibu-­

ción de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a uavés de las Oíicin11s Fed!: 

rales de flacicnda, Administraciom.>S Fiscales Regionales y en general, el sistema -

recaudador del Erario Federal. 

A las sanciones impuestas, la Ley concede los siguientes medios de impugna-

ción: 

"Artículo 73.- El servidor público afectado por las resoluciones administrativas de 

la Sccretatía podrá oplnr entre interponer el recurso de revocación o impugmules 

directamente ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

La resolución que se dicte en el tecurso de revocación será 1ambi~n impugn! 

ble ante el Tribunal Fiscnl de la Federación. 

Artículo 70.- Los sujetos sancionados podrán ímpugmu ante el Tribunal Fiscul de -

la Federación las resoluciones administrntius por las que se les impongan las san­

ciones a que se reíiere este Capítulo. Las resoluciones anulatodns dictadas por -­

ese tribunal, que causen ejecutoria tendrán el efecto de restituir al servidor públi­

co en el goce de los derechos de que hubiese sido privado por la ejecución de la~ 

sanciones anuladas, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Artículo 71.- Las resoluciones que dicte el superior jerárquico, en las que imponga 

sanciones administrativas, podrán ser impugnadas por el servidor público ante la -­

propia autoridad mEdiante recurso de revocación, que se interpondrá dentro de los 

quince días ~iguientes a la fecha en que surta efectos la notificación de la resolu-
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ción recurrida. 

La tramitación del recurso se sujetará n las normns siguientes: 

J. Se iniciará mediante escrito en el que deberán expresarse los agravios que 

a juicio del scr ... idor público le cause la 1csolución 1 acompañando copia de 

ésta y constancia de In notificación de la misma, así como In proposición 

de las pruebas que considere necesario rendir¡ 

11. La nutorid¡td acordará sobre la ¡tdmisibilidad del recurso >' de las prucl.ms 

ofrecidas, desechando de plano las que no íuesen idóneas para desvirtuar -

los hechos en que se ba~e la resolución. 

Las r·ruebns ,.._dmitidas se desahogarán en un phu.o de cinco elfos, que a ~ 

licitud del servidor público o de la llUtoridt1d, podrá ampliarse una sola -­

vez por cinco días más¡ y 

111. Concluido el período probarnrio, el superior jerárquico emitirá ,resolución -

en el acto, o dentro de los tres días siguientes, notificándolo ol interesa­

do. 

Artículo 72.- Ln interposición del recur!:o suspenderá la ejecución de la resolución 

recurridn, si lo solicirn el promovente conforme a estas reglas: 

J. Trntándosc de sanciones económicas, si el pago de ésrns se gamntiz.a en -

los términos que prevenga el Código Fiscal de la Federación; y 

11. Tratándose de otras sanciones, se concederá la suspensión si concurren los 

siguient<'S requisitos: 

a) Que se admite el recurso; 

b) Que la ejecución de In resolución recurriila produzca daños o pcrjui-­

cios de imposible reparación en contrn del rccurrenlC¡ y 

c) Que las suspensión no traiga como consecuencia la consumación o --
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continuación de actos u omisiones que impliquen perjuicios al inter6s 

social o al scrvidot público". 

Estos medios de impugnación no los sometemos a un análisis debido a que P! 

Ja su estudio ~:e requeriría t.le otra tesis. 

En conclusión global del trabajo, jurídicamente es t;ula la apliceci6n del Títu­

lo Tercero de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, por 

imperfecciones de la propia Ley, haciendo nugatorio el sistema de responsabilidad 

de los Servidores Públicos, ya que e! St"·ncillo evitar que senn sancionados los que -

cometen algúna infracción administrativa, quedando impunes sus conductas ilícitas 

y soslayando el derecho de wi pueblo a tt ner empleados y funcionarios honrados y 

justos. 



CONCLUSIONES. 

l.- Para entender la Ley Federal de Responsabilidades tic los Scrvitlorcs Pl1bli­

cos1 fue menester definir lo quL' es servidor público el cual es conceptunliz.ado co­

mo la persona física, demarcada por un ámbito de competencia que un cr<lemunie~ 

to jurídico le concede, facultándolo y obligándolo n cumplir los fines de una cole~ 

tividnd sustentámlo su quehacer en el consenso social¡ dentro de éstos resaltan por 

su imrxutnncia, los denominados nut01it..lades1 los cuales son vistos corno nquóllos -­

que están investidos por la Ley de una nuilmci6n co:1ctiv11 paro. cumplir sus funci~ 

nes, reflejada en In posibilidad de In utilización de In fuurzn p(1blica, o de In mot!!_ 

ficnción, extinción o creación de situaciones jurídicas ·que abarquen el ámbito tle -

los gobernados o inferiores, independientemente de su voluntad individunl. 

2.- E.n el Móxico precolombino, a excepción de los Aztccus, el poder de los -

gobernantes era nhsoluto, oo regulado por un valo1 que le diera ln igualdad con -­

los gobernados, más en la cultura Tenochcn, el conglomerado humano imponía co-­

rno requisito a sus gobernados so los represcntnlivos de la íuerzu. y la vi1tud. 

3.- Dentro (_fo la Colonia, el juicio de residencia fue el encnrgndo de rcguhn 

y sancionar el quehacer del servicio púhlico aunque ío.ltó una mayor efectividad P.!!_ 

rn evitnr, prevenir y sancionar la deshonestidad oficial. 

4.- E.n el Capítulo XIX del Decreto Constitucional para In Libertad tle la Am~ 

rica Latina del 22 ele octubre de 1814, es el antecedente más concreto del actual 

procedimiento administrativo disciplinario, el cual viene a ser una réplica contcm~ 

ránea del que Jelincó el constituyente de Apau:ingán. Ilasrn señnlar los tiempos de 

picscdpción que era de trt:s meses, que es similar L lo que señala el nnfculo 78 -

hacción l de la Ley de la materii:, así como la imposición de In sanción a cargo -
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de los superiores jerárquicos. 

S.- Llegamos a Ja conclusión de <JUC la Ley en esrndio plantea el seguimiento 

de un procedimiento, el cual es Entendido en un sentido poético como el rito de -

la norma, y en un sentido estrictamente jurídico, es el conjunto de trámites o pa­

sos a seguir, que desembocan en In realización de un acto o en la terminación de 

una prnblcmática jurídica planteada, no pudiendo ser entendido como un proceso, -

ya que este fue visto como una vinculación juirdica de persona, 11ue en una conlr~ 

versin de intereses o en la búsqueda de dcchuacioncs que cree, modifique o extin­

ga situaciones jurídicas que se vean resucitas y concretizadas por medio de una -­

sentencia, siguiendo para el erecto una serie de actos previstos por lo Ley. Oc lo 

que se desprende que procedimiento es el género y el proceso es una especie gen! 

rnlmcntc llevada nnte un juzgado. 

6.- El procedimiento planteado tiene su génesis en una denuncia, misma que -

entendemos como todo aviso o comunicación de hechos u omisione! que afecta int~ 

reses ¡:-articulares o sociales, atribuidos a un servidor público y que !.e encuadren -

en alguno de los supuestos que son considerados como faltas administrativas. A ~ 

ta denuncia no la podemos comparar con la querella o denuncia penal, ya que exi! 

ten en su naturaleza encontrados conceptos, tales como los valores o intereses que 

tutelan los efectos procedimentales, su presentación, así como las autoridades en-­

tre lns cuales se ejercita, por lo que es conveniente reformar la Ley Federal de -

Responsabilidades de los Servidores Públicos para que adquiera una sembhrni.a parü 

cular desligada del procedimiento penal. 

7.- Dentro de la problemática que planten la Ley estudiada, In supletoriednd 

viene a ocupar un espacio trascendental. Se ha demosuado que no es posible ap!!, 
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car el procedimiento penal para subsanar los laguna~ t!e In Ley, porque no puede -

existir identidad de atribuciones cnt re una nutoridnd persccutora como lo es el MJ. 

nistcrio Público, y una entidad autocorrectora de la administración pública; los m~ 

dios para hacer \'alcr sus determinaciones son diametralmente opuestos, porque en 

el proceso pCnal el juez. tiene la íncuhad de dictar medidas correctivns paru hacer 

cun1plir su sentencia, mientras que In autoridad administrativa, para ejecutar sus -

resoluciones utilim directamente a los superiores jerárquicos para que óstos impon­

gan la sanción; además de que el procedimiento .:1dministmdvo disciplinario presen­

ta mm sola fase procesal, mientras que en el procedimiento penal existen primor-­

<lialmente tres foses. Tampoco el procedimiemo civil puede ser aplicado yn que -

se incurriría en !ns siguientes contradicciones wdn vez que en este existe una tri­

pode procesal, formada por lns partes y el juzgador¡ tampoco puede ser aplicable -

porque los intereses que contempla el código adjetivo son esenciulmcntc a petición 

de parte y con impulso procesal de estas1 existiendo la posibilidad de LJesistirsc de 

la acción o instancia intentada por el uctor, o de las excepciones hechas vulcr por 

el dernnnttndo 1 mientras que en el procedimiento administrativo disciplinario no es 

substanciado por impulso procesal de ninguna pane 1 ya que es la propia autoridad 

investigndorn la que indaga directamente las vertientes del problema planteado, no 

existiendo desistimiento de la denuncia¡ el procedimiento civil se inicin por la pre­

sentación de un escrito que es puesto a consideración de la nutoridad judicial, de­

bidnmenle firmado, mientras f¡ue en el procedimiento en estudio no existe una re­

gla que estahlczcn la forma de recibir las denuncias. E.n In prácticn se hnce una 

com!Jin11ci6n iníundada que se adecúa a intereses políticos. Proponiendo para solu­

cionar este dilema la reforma de In Ley Federal de Responsabilidades de los Ser~ 

dores Públicos, agregándole una parte adjetiva u In creación del tan anhelndo Códi­

go Administ rn1ivo. 
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8.- El procedimiento ndminisuntivo disciplinario comienz.a con un acuerdo de 

inicio, el cual no tiene unn naturalcia jurídica que pueda encuadrarse en el proce­

dimiento civil o pcnnl, ya que sus efectos son meramente administrativos sin unn -

motivación adecuada, y por consiguiente scrí1. con .. cnicnte cambiarlos por simples -

razones de entrada, las c¡ue no harían imputación o acto de molestia alguno al se! 

vidor público investigado. 

9.- Responsabilidad es el r·rcsupueslO procesal que establece la obligación de 

sometimiento de un inhactor 1 a In sanción que la ley establece a ~u conducta, m! 

diame la comprobación y consiguiente adecuación del hecho ilícito que se le auib~ 

ye, al hecho abstracto que la ley de la materia previene. 

Mft.s que una presunta responsabilidad, (que es el término utiliuido por lns 

Contrnlorías Internas y por la Secretaría de la Contrulorfn General de, In F'cdera--­

ción)1 es unn tcsponsabilidnd indiciaria, por cuanto no se ha configurado ni aún P'!:. 

suncionalmcnte, la comisión del incumplimiento a los deberes establecidos en el nr 

tíc ulo 47 de In Ley analizada. 

10.- La responsabilidad indiciaria, al depcndtH de foclores políticos en su orí-­

gen, engrendra una constante posibilidad de que el acwar de las Contrnlorías lntc.! 

nas y de la Secretaría de la Contralorfa General de la Federación, no sea equita~ 

vo en aras de la conservación de un status o de lo represión de la disidencia, la -

que vicia el contexto jurídico de justicia y equidad, que debe reinar en todo p1oc! 

dimiento. 

11.- No existe audiencia de acuerdo al artículo 64 fracción 1, de la Ley en e;! 

tudio, porque no hay panes que diriman sus contro\'crsias ante un juzgador, toda -
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vez. que las Conttnlorías Internas o la Sccrcrnrfa de In Contraloríu Genernl de la -

Federación vienen n ~er simples oidores de In defensa del servidor público indisia-­

rinmcntc responsable, no presentándose ni los testigos. que deponen en su contra, -

ni n los denunciantes o autoridades que los señalen como culpalilcs, pasando en In 

realidad a ser una simple comparecencia desprovista ele ericiencin procesal. 

12.- El término pnm preparar una deíensn debe de partir desde el momento en 

que se cita n audiencia y si se hace In dcclnrnci6n inicial, se sugiere que se de -

un período de diez. dfus hábiles posteriores n esta diligencia para el ofrecimienrn y 

desahogo de pmebas. 

13.- En lil práctica, cuando se .,.,, a notific1tr In supuesta audiencia a que se r~ 

ficrc el nrtícl1lo 64 fracción 1, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Sct­

vidorcs Públicos, la citación no determina ni el tiempo en que han de s,cr o.drniti-­

das ni la forma en que han de ser prcpamdas por la autoridnd 1 lo que hace nugat!!_ 

rio el derecho tle audiencia y en consecuencia hay una flagrante violación al nníc~ 

lo 14 Constitucional. 

14.- El segundo pá.1 rufo del n1lkulo 64, fracción 1, de la muhicitoda Ley, no -

tiene 1rasccndcncin alguna, ya que ni el nrtkulo 67 del mismo ordcnnmienlo, dcli­

mirn en que forma ha de participar el representante, lo cual concebimos como un 

simple parapeto para p1etcnder establecer una tripodc procesal que no llega a cu~ 

plir sus objctÍ\'OS ni a configurarse. 

15.- Ln suspensión ptovisional engendra una actuación drástica de tipo uniltue-

ral, que deja en franco estado de indefensión ni que resulta aíecrndo por la misma 1 

ya que no se contempla previamente a esta, se le permita defenderse siendo en --
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consecuencia anticonstitucional en virtud de que viola claramente los nnículos 14 y 

16 de nuestra Carta Magna. 

16.- Al utilizar la Ley el término de resoluci6n para denominar a las senten-­

cias, provoca una gran confusión, por lo que proponemos que se reforme la Ley en 

estudio y se corrija esta anomalía, subsistiéndo el de ~entencia. 

17.- Las Contrnlorías Internas y la Secretaría de la Contraloríe General de la 

Federación, no pueden dictar una sentencia porque cuah1uiera que dicten carece de 

fundamentación y motivnci6n1 en base a todas las deficiencias, contradicciones y I!_ 

gunas que presenta el procedimiento estudiado. 

18.- La resolución absolutoria en un criterio anaHlico, no tendría su estudio -­

mayor preponder11ncia, pero Ja misma implica y trae aparejadas una responsabilidad 

para el denuncianti:;, y la autoridad que ocasiona la molestia en los términos del ª!. 

tículo 16 de nuestro máximo ordenamienlo jurídico y por ende nace el derecho en 

favor del servidor público de exigir que se castigue a ambos y sea indemnizado par 

el daño moral causado. 

19.- Existe una anticonstitucionalidad en el quehacer de las Contralorfas Inter­

nas y de la Secretaría de 111 Contraloría General de la F'edcraci6n por la duplica-­

ción de sanciones de acuerdo con el artículo 22 de la Constitución Federal. 

20.- Jurídicamente es nula la aplicación del Título Tercero de la Ley Federnl 

de Responsabi1idades de los Servidores Públicos, por imperfecciones de la misma, -

haciendo nugatorio et sistema de responsabilidades de los servidores públicos, ya -­

que es sencillo evitar que sean sancionados los que cometen alguna infracción ad--
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ministrativa, quedando impunes sus conductas ilícitas y soslayando el derecho de un 

pueblo a tener empleados y funcionarios honrados y justos. 



BIBLIOGRAFIA 

A. 

Abbngnano Nicola. Diccionario de Filosofía. Editorial Fondo de Cultura Económicn. 
México, 1978. · 

Acosta Romero, Miguel. Teoría General del _Derecho Adminisuntivo. Editorial Po-­
rrúa, S. A. 3a. Edición. México, 1979. 

Andre Lalande. Vocabulario Técnico y Crítico de la F'ilosoHn. Editorial El Ateneo. 
Buenos Aires, Argentina, 1953. 

Arnaiz. Amigo, Aurorn.. Etica y Estado. Textos Universitarios. 2a. Edición, México, 
1975. 

B. 

Bañuelos Sánchez., Froylán. Pfoctica Civil Forense. Cárdenas Editor y Distribuidor. -
Ba. Edición. México, 1987. 

Becerra Bautista, jasé. Introducción al Estudio del Derecho Procesal Civil. Edicio-­
nes de América Central, S. A. 2n. Edición, México, 1970. 

Bicrhorst, John. Milos y Leyendas de los Aztecas. Editorial E.daf. Madrid, España, 
1984. 

Burgoa lgnacio. Diccionario de Derecho Constitucional, Garantías y AmPnro. Edito­
rial Porrúa, S. A. México, 1984. 

Burgoa Ignacio. El Juicio de Amparo. Editorial Porrúa, S. A. lOa. Edición. México, 
1981. 

Briseño Sierra Humberto. Estudios ~e Derecho Procesal. Cárdenas Editor y Oistri-­
buidor. México, 1980. 

c. 
Cabanellas1 Guillermo. Diccionario de Derecho Usual. Editorial Helios, S. R. L. 8a. 
Edición. Buenos Aires, Argentina, 1974. 

Cárdenas, Raúl F. Responsabilidad de )(Is Funcionarios Públicos. Editorial Porrúa, -­
S. A. México, 1982. 

Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Código Federal de Procedimientos Penales. 

Constitución PoHtica de los Estados Unidos Mexicanos. 



- 127 -

D. 

De la Madrid llurtndo, Miguel. Nacionalismo Revolucionario. Siete Tesis Fundnmen­
tales de Cumpaila. Editorial del Partido. Revolucionario lnstilucional. México, 1982. 

De Pina Rnínel. Diccionario de Derecho. E11ilorinl Porrúa, S. A. 14n. Edición. Méxi 
co, 1986. -

DfaL de León, Marco Antonio. Diccionario de Derecho Procesal Penal y Términos -
Usuales en el Proceso Penal. Editorial Porrlm, S. A. M~xico, 1986. 

Diccionario de Sinónimos y Antónimos. Grupo Editorial Oc~nno. España, 1986. 

E. 

Enciclopedia jurídica On.cba. Editorial Driskill, S. A. Buenos Aires, Argentina, ---
1980. 

F. 

Ferrnter Mora, jos6. Diccionario de F'ilosofln. Editorial Sudamericana. 5a. Edición. 
lluenos Aires, Argentina, 1975. 

Frnga Gagino. Derecho Administrativo. Editorial Porrúa, S. A. 26n. Edición. México, 
1987. 

G. 

Cnrcfo. Mayncs Eduardo. FilosorTa del Derecho. Ediwrial Porrún 1 S. A. 4a. Edición. 
México, 1983. 

García Rnmhc1. Sergio. Curso de Derecho Procesal Penal. Editorial Porrúa, S. A. -­
México, 1974. 

García Ramírez Sergio y Atlato de lbarrn V1c1oria. Prontllario del Proceso Penal -­
Mexicano. Editorial Porrúa, S. A. 4a. Edición. México, t 985. 

Guía paro. In Aplicación del Sistema de Responsabilidades en el Servicio Público. -­
Dirección General de Procedimientos de la Secretaría de la Contralorín General de 
la Federo.ción. 

Gutiérrt.iz. ;• Gonz..ález., Ernesto. Derecho de las Obligaciones. Editorial Cajicn, S. A. 
Sa. Edición. México, 1976. 

11. 

M. Cámara de Diputados del Congreso de In Unión. Lll Legislatura. Los Históricos 
Debates de la Constitución de 1916-1917. Imprenta de la Cámaui de Diputados. R.!:; 
edición 1985. México, 1922. 



- 128 -

l. 

Instituto de Investigación Jurídica. Diccionario jurídico Mexicano. Editorial Porrúa, 
S. A. La reimpresión. México, 1985. 

J. 

Jurisprudencia de la Suprema Corte de justicia de la Nación 1917 - 1965. 

K. 

Kelsen Hans. Teoría General de Derecho y del Estado. Traducción Eduardo García 
Maynes. Editorial Universidad Nacional Autónoma de México. Textos Universitarios. 
2a. Edición. México, 1983. 

L. 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidotes Pl1blicos. 

N. 

Nueva Enciclopedia Temática. Editorial Cumbre, S. A. 32n. Edición. México, 1987. 

P. 

Pallares, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Editorial Porrúa1 S. A. 4a. 
Edición. MCxico, 1963. 

Porrúa Pércz, Francisco. Teoría General del Estado. Editorial Porrún, S. A. t 3a. 
Edición. México, 1979. 

s. 
Semanario judicial de la Federación. 

Sena Rojns Andres. Derecho Administrativo. Editorial Porrúa, S. A. lOo. Ec"ici6n. -
México, 1981. 

Said Gabriel. El Progreso Improductivo. Siglo XXI Editores. 4a. Edición. México, --
1984. 

v. 

Vnsco de Quiroga. Información en Derecho. Secretaría de Educación Pública. Co--­
mentado por Carlos Heerejon Pereda. MCxico, 1985. 


	Portada
	Índice
	Introducción
	Capítulo I. El Servidor Público y sus Obligaciones
	Capítulo II. Antecedentes Históricos
	Capítulo III. Aplicación del Título Tercero de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos
	Capítulo IV. Responsabilidad de los Servidores Públicos
	Conclusiones
	Bibliografía



